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Presentación   
 
La presente Selección de Documentos Internacionales constituye 
una recopilación  sistematizada de tratados y acuerdos 
internacionales ordenados de acuerdo a los requerimientos del 
programa vigente de Derecho Internacional Público en las carreras 
de Abogacía y Notariado y de Derecho Internacional Público I en 
RRII. 
Sin desconocer la facilidad de acceso a la documentación por 
internet o en los propios cursos en EVA y conscientes de que la 
normativa internacional es abundante, se actualiza constantemente 
y está dispersa, nos pareció interesante presentar este trabajo con 
una intencionalidad práctica y didáctica. 
Es importante que los estudiantes concurran a clase con los 
instrumentos jurídicos, nuestra intención es acercarle la normativa 
mínima indispensable para el estudio de la materia, como 
contribución al estudio y como vía de acceso inmediato a los 
materiales.  
Esperamos que esta recopilación signifique un documento de 
consulta y un aporte a las necesidades de los estudiantes que estén 
cursando la materia.  
 
La Selección consta de dos series: 
 
1ª Serie – Tema: Parte General: Sujetos, Fuentes, Principios y 

normas generales 

2ª Serie - Tema: Condición y régimen de los espacios 

nacionales e internacionales 

 
 
 
                                                                                    Las autoras 
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Convención sobre derechos y deberes de los Estados  
(Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933) 

 

 
 
Los Gobiernos representados en la Séptima Conferencia Internacional Americana. 
Deseosos de concertar un convenio acerca de los Derechos y Deberes de los Estados, han 
nombrado los siguientes Plenipotenciarios: 
[Los nombres de los plenipotenciarios siguen.] 
Quienes, después de haber exhibido sus Plenos Poderes, que fueron hallados en buena y 
debida forma, han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1. El Estado como persona de Derecho Internacional debe reunir los siguientes 
requisitos: 

1. Población permanente. 
2. Territorio determinado. 
3. Gobierno. 
4. Capacidad de entrar en relaciones con los demás Estados. 

Artículo 2. El Estado federal constituye una sola persona ante el Derecho Internacional. 
Artículo 3. La existencia política del Estado es independiente de su reconocimiento por los 
demás Estados. Aun antes de reconocido el Estado tiene el derecho de defender su integridad 
e independencia, proveer a su conservación y prosperidad y, por consiguiente, de organizarse 
como mejor lo entendiere, legislar sobre sus intereses, administrar sus servidos y determinar la 
jurisdicción y competencia de sus tribunales. 
El ejercicio de estos derechos no tiene otros límites que el ejercicio de los derechos de otros 
Estados conforme al Derecho Internacional. 
Artículo 4. Los Estados son jurídicamente iguales, disfrutan de iguales derechos y tienen igual 
capacidad para ejercitarlos. Los derechos de cada uno no dependen del poder de que 
disponga para asegurar su ejercicio, sino del simple hecho de su existencia como persona de 
Derecho Internacional. 
Artículo 5. Los derechos fundamentales de los Estados no son susceptibles de ser afectados 
en forma alguna. 
Artículo 6. El reconocimiento de un Estado meramente significa que el que lo reconoce acepta 
la personalidad del otro con todos los derechos y deberes determinados por el Derecho 
Internacional. El reconocimiento es incondicional e irrevocable. 
Artículo 7. El reconocimiento del Estado podrá ser expreso o tácito. Este último resulta de todo 
acto que implique la intención de reconocer al nuevo Estado. 
Artículo 8. Ningún Estado tiene derecho de intervenir en los asuntos internos ni en los 
externos de otro. 
Artículo 9. La jurisdicción de los Estados en los límites del territorio nacional se aplica a todos 
los habitantes. Los nacionales y los extranjeros se hallan bajo la misma protección de la 
legislación y de las autoridades nacionales y los extranjeros no podrán pretender derechos 
diferentes, ni más extensos que los de los nacionales. 
Artículo 10. Es interés primordial de los Estados la conservación de la paz. Las divergencias 
de cualquier clase que entre ellos se susciten deben arreglarse por los medios pacíficos 
reconocidos. 
Artículo 11. Los Estados contratantes consagran en definitiva como norma de su conducta, la 
obligación precisa de no reconocer las adquisiciones territoriales o de ventajas especiales que 
se realicen por la fuerza, ya sea que ésta consista en el uso de armas, en representaciones 
diplomáticas conminatorias o en cualquier otro medio de coacción efectiva. El territorio de los 
Estados es inviolable y no puede ser objeto de ocupaciones militares ni de otras medidas de 
fuerza impuestas por otro Estado, ni directa ni indirectamente, ni por motivo alguno, ni aún de 
manera temporal. 
Artículo 12. La presente Convención no afecta los compromisos contraídos anteriormente por 
las Altas Partes Contratantes en virtud de acuerdos internacionales. 
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Artículo 13. La presente Convención será ratificada por las Altas Partes Contratantes, de 
acuerdo con sus procedimientos constitucionales. El Ministerio de Relaciones Exteriores de la 
República Oriental del Uruguay queda encargado de enviar copias certificadas auténticas a los 
Gobiernos para el referido fin. Los instrumentos de ratificación serán depositados en los 
archivos de la Unión Panamericana, en Washington, que notificará dicho depósito a los 
Gobiernos signatarios; tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 
Artículo 14. La presente Convención entrará en vigor entre las Altas Partes Contratantes en el 
orden en que vayan depositando sus respectivas ratificaciones. 
Artículo 15. La presente Convención regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada 
mediante aviso anticipado de un año a la Unión Panamericana, que la transmitirá a los demás 
Gobiernos signatarios. Transcurrido este plazo, la convención cesará en sus efectos para el 
denunciante, quedando subsistente para las demás Altas Partes Contratantes. 
Artículo 16. La presente Convención quedará abierta a la adhesión y accesión de los Estados 
no signatarios. Los instrumentos correspondientes serán depositados en los Archivos de la 
Unión Panamericana que los comunicará a las otras Altas Partes Contratantes. 
 
En fe de lo cual, los Plenipotenciarios que a continuación se indican, firman y sellan la presente 
Convención en español, inglés, portugués y francés, en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, este vigésimo sexto día del mes de diciembre del año de mil novecientos 
treinta y tres. 
[Siguen las firmas de delegados de Argentina, Brasil, Colombia, Cuba, Chile, Ecuador, El 
Salvador, los Estados Unidos de América, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, la República Dominicana, Uruguay y Venezuela.] 
RESERVAS HECHAS POR LAS DELEGACIONES 
Estados Unidos de América: 
La Delegación de los Estados Unidos de América, al firmar la Convención sobre Derechos y 
Deberes de los Estados, lo hace con la reserva expresa presentada ante la Sesión Plenaria de 
la Conferencia, el 22 de diciembre de 1933, reserva que reza como sigue: 
La Delegación de los Estados Unidos, al pronunciarse afirmativamente en la votación final 
sobre esta recomendación y proposición de la Comisión, hace las mismas reservas a los once 
artículos del proyecto o propuesta que la Delegación Estadounidense hizo a los primeros diez 
artículos durante la votación final de la comisión en pleno, reserva que tiene el tenor siguiente: 
La política y actitud del gobierno de los Estados Unidos en todas y cada una de las fases 
importantes de las relaciones internacionales en este hemisferio difícilmente podrían hacerse 
mis claras y definidas de lo que ya lo han sido, unto de palabra como de hecho, especialmente 
desde el 4 de Marzo. Por lo tanto no es mi ánimo hacer una repetición o reseña de tales actos 
y manifestaciones, y no la haré. Cualquier observador debe a estas horas comprender 
perfectamente que bajo el régimen del Presidente Roosevelt el gobierno de los Estados Unidos 
se opone, Unto como cualquier otro gobierno, a toda ingerencia en la libertad, la soberanía u 
en otros asuntos internos o procedimientos de los gobiernos de otras naciones. 
Además de sus muchos actos y declaraciones relacionadas con la aplicación de estas 
doctrinas y políticas, el Presidente Roosevelt, durante las últimas semanas, manifestó 
públicamente su voluntad de entrar en negociaciones con el Gobierno Cubano a fin de 
considerar el tratado que ha estado en vigor desde 1903. Creo, pues, estar en lo cierto al decir 
que con nuestro apoyo al principio general de la no intervención, conforme ha sido propuesto, 
ningún gobierno necesita abrigar temores de una intervención de los Estados Unidos durante el 
Gobierno del Presidente Roosevelt. Estimo infortunado el que, durante la breve duración de 
esta Conferencia, al parecer no se dispone de tiempo suficiente para elaborar interpretaciones 
y definiciones de aquellos tambos fundamentales consignados en la ponencia. Tales 
definiciones e interpretaciones permitirían que cada gobierno procediera de manera uniforme, 
sin ninguna diferencia de opiniones o e interpretaciones. Espero que, a la mayor brevedad 
posible, se realizará tan importantísimo trabajo. Entretanto, y en el caso de que haya 
diferencias de interpretación y, asimismo, mientras es posible elaborar y codificar las doctrinas 
y principios propuestos, para uso común de todos los gobiernos, deseo manifestar que en 
todos los contactos, relaciones y conducta internacionales, el Gobierno de los Estados Unidos 
seguirá escrupulosamente las doctrinas y políticas que ha perseguido desde el 4 de marzo, 
consignados en los diversos discursos pronunciados por el presidente Roosevelt desde 
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entonces, en el reciente discurso pacifista que pronuncié el 15 de diciembre ante esta 
Conferencia y en el Derecho de Gentes, tal como se le reconoce y acepta generalmente. 
Brasil y Perú: 
Los señores Delegados del Brasil y del Perú hicieron constar el siguiente voto particular 
respecto al artículo 11 de la presente convención: “Que aceptan la doctrina en principio; pero 
no la estiman codificable porque hay países que aún no han firmado el pacto antibélico de Río 
de Janeiro, del cual ella forma parte, y por tanto no constituye todavía derecho internacional 
positivo apto para la codificación.” 
Estados Unidos DE América: 
(Este Gobierno ratificó la Convención con las reservas hechas por la Delegación de los 
Estados Unidos de América al firmar la misma.) 
 
Fuente:http://www.dipublico.com.ar/14602/convencion-sobre-derechos-y-deberes-de-los-
estados-septima-conferencia-internacional-americana-montevideo-1933/ 
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Carta de las Naciones Unidas  

San Francisco (1945)  
 
Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas resueltos a preservar a las generaciones 
venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante nuestra vida ha infligido a la 
Humanidad sufrimientos indecibles, 
A reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la 
persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes 
y pequeñas, 
A crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las 
obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional, 
A promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de 
la libertad, y con tales finalidades a practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos 
vecinos, 
A unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, a 
asegurar, mediante la aceptación de principios y la adopción de métodos, que no se usará; la 
fuerza armada sino en servicio del interés común, y 
A emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social de todas 
los pueblos, hemos decidido aunar nuestros esfuerzos para realizar estos designios 
Por lo tanto, nuestros respectivos Gobiernos, por medio de representantes reunidos en la 
ciudad de San Francisco que han exhibido sus plenos poderes, encontrados en buena y debida 
forma, han convenido en la presente Carta de las Naciones Unidas, y por este acto establecen 
una organización internacional que se denominará las Naciones Unidas. 
 
CAPÍTULO I. PROPOSITOS Y PRINCIPIOS 
Artículo 1. Los Propósitos de las Naciones Unidas son: 
1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas 
eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros 
quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios 
de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones 
internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz; 
2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la 
igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otros medidas 
adecuadas para fortalecer la paz universal; 
3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de 
carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a 
los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por 
motivos de raza, sexo, idioma o religión; y 
4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos 
comunes. 
Artículo 2. Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, la Organización y 
sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes Principios: 
1. La Organización está basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus Miembros. 
2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a 
su condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de 
conformidad con esta Carta. 
3. Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios 
pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni 
la justicia. 
4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de 
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia 
política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las 
Naciones Unidas. 
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5. Los Miembros de la Organización prestarán a ésta toda clase de ayuda en cualquier acción 
que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar ayuda a Estado alguno 
contra el cual la Organización estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva. 
6. La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las Naciones Unidas se 
conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida que sea necesaria para mantener la 
paz y la seguridad internacionales. 
7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los 
asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará; a los 
Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; 
pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el 
Capítulo VII. 
 
CAPÍTULO II. MIEMBROS 
Artículo 3. Son Miembros originarios de las Naciones Unidas los Estados que habiendo 
participado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización Internacional 
celebrada en San Francisco, o que habiendo firmado previamente la Declaración de las 
Naciones Unidas de 1 de enero de 1942, suscriban esta Carta y la ratifiquen de conformidad 
con el Artículo 110. 
Artículo 4. 1. Podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados amantes 
de la paz que acepten las obligaciones consignadas en esta Carta, y que, a juicio de la 
Organización, estén capacitados para cumplir dichas obligaciones y se hallen dispuestos a 
hacerlo. 
2. La admisión de tales Estados como Miembros de las Naciones Unidas se efectuará por 
decisión de la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad. 
Artículo 5. Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya sido objeto de acción preventiva o 
coercitiva por parte del Consejo de Seguridad podrá ser suspendido por la Asamblea General, 
a recomendación del Consejo de Seguridad, del ejercicio de los derechos y privilegios 
inherentes a su calidad de Miembro. El ejercicio de tales derechos y privilegios podrá ser 
restituido por el Consejo de Seguridad. 
Artículo 6. Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya violado repetidamente los 
Principios contenidos en esta Carta podrá ser expulsado de la Organización por la Asamblea 
General a recomendación del Consejo de Seguridad. 
 
CAPÍTULO III. ÓRGANOS 
Artículo 7. 1. Se establecen como órganos principales de las Naciones Unidas: una Asamblea 
General, un Consejo de Seguridad, un Consejo Económico y Social, un Consejo de 
Administración Fiduciaria, una Corte Internacional de Justicia y una Secretaría. 
2. Se podrán establecer, de acuerdo con las disposiciones de la presente Carta, los órganos 
subsidiarios que se estimen necesarios. 
Artículo 8. La Organización no establecerá restricciones en cuanto a la elegibilidad de 
hombres y mujeres para participar en condiciones de igualdad y en cualquier carácter en las 
funciones de sus órganos principales y subsidiarios. 
 
CAPÍTULO IV. LA ASAMBLEA GENERAL 
Composición. Artículo 9. 1. La Asamblea General estará integrada por todos los Miembros de 
las Naciones Unidas. 
2. Ningún Miembro podrá tener más de cinco representantes en la Asamblea General. 
Funciones y Poderes. Artículo 10. La Asamblea General podrá discutir cualesquier asuntos o 
cuestiones dentro de los límites de esta Carta o que se refieran a los poderes y funciones de 
cualquiera de los órganos creados por esta Carta, y salvo lo dispuesto en el Artículo 12 podrá 
hacer recomendaciones sobre tales asuntos o cuestiones a los Miembros de las Naciones 
Unidas o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquellos. 
Artículo 11. l. La Asamblea General podrá considerar los principios generales de la 
cooperación en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, incluso los principios 
que rigen el desarme y la regulación de los armamentos, y podrá también hacer 
recomendaciones respecto de tales principios a los Miembros o al Consejo de Seguridad o a 
éste y a aquellos. 
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2. La Asamblea General podrá discutir toda cuestión relativa al mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales que presente a su consideración cualquier Miembro de las Naciones 
Unidas o el Consejo de Seguridad, o que un Estado que no es Miembro de las Naciones 
Unidas presente de conformidad con el Artículo 35, párrafo 2, y salvo lo dispuesto en el Artículo 
12, podrá hacer recomendaciones acerca de tales cuestiones al Estado o Estados interesados 
o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquellos. Toda cuestión de esta naturaleza con 
respecto a la cual se requiera acción será referida al Consejo de Seguridad por la Asamblea 
General antes o después de discutirla. 
3. La Asamblea General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad hacia situaciones 
susceptibles de poner en peligro la paz y la seguridad internacionales. 
4. Los poderes de la Asamblea General enumerados en este Artículo no limitarán el alcance 
general del Artículo 10. 
Artículo 12. 1. Mientras el Consejo de Seguridad esté desempeñando las funciones que le 
asigna esta Carta con respecto a una controversia o situación, la Asamblea General no hará 
recomendación alguna sobre tal controversia o situación, a no ser que lo solicite el Consejo de 
Seguridad. 
2. El Secretario General, con el consentimiento del Consejo de Seguridad, informará a la 
Asamblea General, en cada periodo de sesiones, sobre todo asunto relativo al mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales que estuviere tratando el Consejo de Seguridad, e 
informará asimismo a la Asamblea General, o a los Miembros de las Naciones Unidas si la 
Asamblea no estuviere reunida, tan pronto como el Consejo de Seguridad cese de tratar dichos 
asuntos. 
Artículo 13. 1. La Asamblea General promoverá estudios y hará recomendaciones para los 
fines siguientes: a. fomentar la cooperación internacional en el campo político e impulsar el 
desarrollo progresivo del derecho internacional y su codificación; b. fomentar la cooperación 
internacional en materias de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario y ayudar 
a hacer efectivos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer 
distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión. 
2. Los demás poderes, responsabilidades y funciones de la Asamblea General con relación a 
los asuntos que se mencionan en el inciso b del párrafo 1 precedente quedan enumerados en 
los Capítulos IX y X. 
Artículo 14.Salvo lo dispuesto en el Artículo 12, la Asamblea General podrá recomendar 
medidas para el arreglo pacífico de cualesquiera situaciones, sea cual fuere su origen, que a 
juicio de la Asamblea puedan perjudicar el bienestar general o las relaciones amistosas entre 
naciones, incluso las situaciones resultantes de una violación de las disposiciones de esta 
Carta que enuncian los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. 
Artículo 15. 1. La Asamblea General recibirá y considerará informes anuales y especiales del 
Consejo de Seguridad. Estos informes comprenderán una relación de las medidas que el 
Consejo de Seguridad haya decidido aplicar o haya aplicado para mantener la paz y la 
seguridad internacionales. 
2. La Asamblea General recibirá y considerará informes de los demás órganos de las Naciones 
Unidas. 
Artículo 16. La Asamblea General desempeñará, con respecto al régimen internacional de 
administración fiduciaria, las funciones que se le atribuyen conforme a los Capítulos XII y XIII, 
incluso la aprobación de los acuerdos de administración fiduciaria de zonas no designadas 
como estratégicas. 
Artículo 17. 1. La Asamblea General examinará y aprobará el presupuesto de la Organización. 
2. Los miembros sufragarán los gastos de la Organización en la proporción que determine la 
Asamblea General. 
3. La Asamblea General considerará y aprobará los arreglos financieros y presupuestarios que 
se celebren con los organismos especializados de que trata el Artículo 57 y examinará los 
presupuestos administrativos de tales organismos especializados con el fin de hacer 
recomendaciones a los organismos correspondientes. 
Votación. Artículo 18. 1. Cada Miembro de la Asamblea General tendrá un voto. 
2. Las decisiones de la Asamblea General en cuestiones importantes se tomarán por el voto de 
una mayoría de dos tercios de los miembros presentes y votantes. Estas cuestiones 
comprenderán: las recomendaciones relativas al mantenimiento de la paz y la seguridad 
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internacionales, la elección de los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, la 
elección de los miembros del Consejo Económico y Social, la elección de los miembros del 
Consejo de Administración Fiduciaria de conformidad con el inciso c, párrafo 1, del Artículo 86, 
la admisión de nuevos Miembros a las Naciones Unidas, la suspensión de los derechos y 
privilegios de los Miembros, la expulsión de Miembros, las cuestiones relativas al 
funcionamiento del régimen de administración fiduciaria y las cuestiones presupuestarias. 
3. Las decisiones sobre otras cuestiones, incluso la determinación de categorías adicionales de 
cuestiones que deban resolverse por mayoría de dos tercios, se tomarán por la mayoría de los 
miembros presentes y votantes. 
Artículo 19. El Miembro de las Naciones Unidas que esté en mora en el pago de sus cuotas 
financieras para los gastos de la Organización, no tendrá voto en la Asamblea General cuando 
la suma adeudada sea igual o superior al total de las cuotas adeudadas por los dos años 
anteriores completos. La Asamblea General podrá, sin embargo, permitir que dicho Miembro 
vote si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad de 
dicho Miembro. 
Procedimiento. Artículo 20. La Asamblea General se reunirá anualmente en sesiones 
ordinarias y, cada vez que las circunstancias lo exijan, en sesiones extraordinarias. El 
Secretario General convocará a sesiones extraordinarias a solicitud del Consejo de Seguridad 
o de la mayoría de los Miembros de las Naciones Unidas. 
Artículo 21. La Asamblea General dictará su propio reglamento y elegirá su Presidente para 
cada periodo de sesiones. 
Artículo 22. La Asamblea General podrá establecer los organismos subsidiarios que estime 
necesarios para el desempeño de sus funciones. 
 
CAPÍTULO V. EL CONSEJO DE SEGURIDAD 
Composición. Artículo 23. 1. El Consejo de Seguridad se compondrá de quince miembros de 
las Naciones Unidas. La República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas Socialistas 
Soviéticas, el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de 
América, serán miembros permanentes del Consejo de Seguridad. La Asamblea General 
elegirá otros diez Miembros de las Naciones Unidas que serán miembros no permanentes del 
Consejo de Seguridad, prestando especial atención, en primer término, a la contribución de los 
Miembros de las Naciones Unidas al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y 
a los demás propósitos de la Organización, como también a una distribución geográfica 
equitativa. 
2. Los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad serán elegidos por un periodo de 
dos años. En la primera elección de los miembros no permanentes que se celebre después de 
haberse aumentado de once a quince el número de miembros del Consejo de Seguridad, dos 
de los cuatro miembros nuevos serán elegidos por un periodo de un año. Los miembros 
salientes no serán reelegibles para el periodo subsiguiente. 
3. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un representante. 
Funciones y Poderes. Artículo 24. 1. A fin de asegurar acción rápida y eficaz por parte de las 
Naciones Unidas, sus Miembros confieren al Consejo de Seguridad la responsabilidad 
primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales, y reconocen que el Consejo de 
Seguridad actúa a nombre de ellos al desempeñar las funciones que le impone aquella 
responsabilidad. 
2. En el desempeño de estas funciones, el Consejo de Seguridad procederá de acuerdo con 
los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. Los poderes otorgados al Consejo de 
Seguridad para el desempeño de dichas funciones quedan definidos en los Capítulos VI, VII, 
VIII y XII. 
3. El Consejo de Seguridad presentará a la Asamblea General para su consideración informes 
anuales y, cuando fuere necesario, informes especiales. 
Artículo 25. Los Miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar y cumplir las 
decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta. 
Artículo 26. A fin de promover el establecimiento y mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales con la menor desviación posible de los recursos humanos y económicos del 
mundo hacia los armamentos, el Consejo de Seguridad tendrá a su cargo, con la ayuda del 
Comité de Estado Mayor a que se refiere e1 Artículo 47, la elaboración de planes que se 
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someterán a los Miembros de las Naciones Unidas para el establecimiento de un sistema de 
regulación de los armamentos. 
Votación. Artículo 27. 1. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un voto. 
2. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre cuestiones de procedimiento serán tomadas 
por el voto afirmativo de nueve miembros. 
3. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las demás cuestiones serán tomadas 
por el voto afirmativo de nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos los miembros 
permanentes; pero en las decisiones tomadas en virtud del Capítulo VI y del párrafo 3 del 
Artículo 52, la parte en una controversia se abstendrá de votar. 
Procedimiento. Articulo 28.1. El Consejo de Seguridad será organizado de modo que pueda 
funcionar continuamente. Con tal fin, cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá en todo 
momento su representante en la sede de la Organización. 
2. El Consejo de Seguridad celebrará reuniones periódicas en las cuales cada uno de sus 
miembros podrá, si lo desea, hacerse representar por un miembro de su Gobierno o por otro 
representante especialmente designado. 
3. El Consejo de Seguridad podrá celebrar reuniones en cualesquiera lugares, fuera de la sede 
de la Organización, que juzgue más apropiados para facilitar sus labores. 
Artículo 29. El Consejo de Seguridad podrá establecer los organismos subsidiarios que estime 
necesarios para el desempeño de sus funciones. 
Artículo 30. El Consejo de Seguridad dictará su propio reglamento, el cual establecerá el 
método de elegir su Presidente. 
Artículo 31. Cualquier Miembro de las Naciones Unidas que no sea miembro del Consejo de 
Seguridad podrá participar sin derecho a voto en la discusión de toda cuestión llevada ante el 
Consejo de Seguridad cuando éste considere que los intereses de ese Miembro están 
afectados de manera especial. 
Artículo 32. El Miembro de las Naciones Unidas que no tenga asiento en el Consejo de 
Seguridad o el Estado que no sea Miembro de las Naciones Unidas, si fuere parte en una 
controversia que esté considerando el Consejo de Seguridad, será invitado a participar sin 
derecho a voto en las discusiones relativas a dicha controversia. El Consejo de Seguridad 
establecerá las condiciones que estime justas para la participación de los Estados que no sean 
Miembros de las Naciones Unidas. 
 
CAPÍTULO VI. ARREGLO PACIFICO DE CONTROVERSIAS 
Artículo 33. 1. Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de poner en 
peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tratarán de buscarle solución, 
ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el 
arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su 
elección. 
2. El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a las partes a que arreglen sus 
controversias por dichos medios. 
Artículo 34.El Consejo de Seguridad podrá investigar toda controversia, o toda situación 
susceptible de conducir a fricción internacional o dar origen a una controversia, a fin de 
determinar si la prolongación de tal controversia o situación puede poner en peligro el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. 
Artículo 35. 1. Todo Miembro de las Naciones Unidas podrá llevar cualquiera controversia, o 
cualquiera situación de la naturaleza expresada en el Artículo 34, a la atención del Consejo de 
Seguridad o de la Asamblea General. 
2. Un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas podrá llevar a la atención del Consejo 
de Seguridad o de la Asamblea General toda controversia en que sea parte, si acepta de 
antemano, en lo relativo a la controversia, las obligaciones de arreglo pacífico establecidas en 
esta Carta. 
3. El procedimiento que siga la Asamblea General con respecto a asuntos que le sean 
presentados de acuerdo con este Artículo quedará sujeto a las disposiciones de los Artículos 
11 y 12. 
Artículo 36. 1. El Consejo de Seguridad podrá, en cualquier estado en que se encuentre una 
controversia de la naturaleza de que trata el Artículo 33 o una situación de índole semejante, 
recomendar los procedimientos o métodos de ajuste que sean apropiados. 
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2. El Consejo de Seguridad deberá tomar en consideración todo procedimiento que las partes 
hayan adoptado para el arreglo de la controversia. 
3. Al hacer recomendaciones de acuerdo con este Artículo, el Consejo de Seguridad deberá 
tomar también en consideración que las controversias de orden jurídico, por regla general, 
deben ser sometidas por las partes a la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con las 
disposiciones del Estatuto de la Corte. 
Artículo 37. 1. Si las partes en una controversia de la naturaleza definida en el Artículo 33 no 
lograren arreglarla por los medios indicados en dicho Artículo, la someterán al Consejo de 
Seguridad. 
2. Si el Consejo de Seguridad estimare que la continuación de la controversia es realmente 
susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, el 
Consejo decidirá si ha de proceder de conformidad con el Artículo 36 o si ha de recomendar los 
términos de arreglo que considere apropiados. 
Artículo 38. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 33 a 37, el Consejo de Seguridad 
podrá, si así lo solicitan todas las partes en una controversia, hacerles recomendaciones a 
efecto de que se llegue a un arreglo pacífico. 
 
CAPÍTULO VII. ACCION EN CASO DE AMENAZAS A LA PAZ, QUEBRANTAMIENTOS DE 
LA PAZ O ACTOS DE AGRESION 
Artículo 39. El Consejo de Seguridad determinará la existencia de toda amenaza a la paz, 
quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará recomendaciones o decidirá que medidas 
serán tomadas de conformidad con los Artículos 41 y 42 para mantener o restablecer 1a paz y 
la seguridad internacionales. 
Artículo 40. A fin de evitar que la situación se agrave, el Consejo de Seguridad, antes de hacer 
las recomendaciones o decidir las medidas de que trata el Artículo 39, podrá instar a las partes 
interesadas a que cumplan con las medidas provisionales que juzgue necesarias o 
aconsejables. Dichas medidas provisionales no perjudicarán los derechos, las reclamaciones o 
la posición de las partes interesadas. El Consejo de Seguridad tomará debida nota del 
incumplimiento de dichas medidas provisionales. 
Artículo 41. El Consejo de Seguridad podrá decidir qué medidas que no impliquen el uso de la 
fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus decisiones, y podrá instar a los 
Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen dichas medidas, que podrán comprender la 
interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, 
marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros medios de comunicación, así 
como la ruptura de relaciones diplomáticas. 
Artículo 42. Si el Consejo de Seguridad estimare que las medidas de que trata el Artículo 41 
pueden ser inadecuadas o han demostrado serlo, podrá ejercer, por medio de fuerzas aéreas, 
navales o terrestres, la acción que sea necesaria para mantener o restablecer la paz y la 
seguridad internacionales. Tal acción podrá comprender demostraciones, bloqueos y otras 
operaciones ejecutadas por fuerzas aéreas, navales o terrestres de Miembros de las Naciones 
Unidas. 
Artículo 43. 1. Todos los Miembros de las Naciones Unidas, con e1 fin de contribuir al 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, se comprometen a poner a disposición 
del Consejo de Seguridad, cuando éste lo solicite, y de conformidad con un convenio especial o 
con convenios especiales, las fuerzas armadas, la ayuda y las facilidades, incluso el derecho 
de paso, que sean necesarias para el propósito de mantener la paz y la seguridad 
internacionales. 
2. Dicho convenio o convenios fijarán el número y clase de las fuerzas, su grado de 
preparación y su ubicación general, como también la naturaleza de las facilidades y de la 
ayuda que habrán de darse. 
3. El convenio o convenios serán negociados a iniciativa del Consejo de Seguridad tan pronto 
como sea posible; serán concertados entre el Consejo de Seguridad y Miembros individuales o 
entre el Consejo de Seguridad y grupos de Miembros, y estarán sujetos a ratificación por los 
Estados signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. 
Artículo 44.Cuando el Consejo de Seguridad haya decidido hacer uso de la fuerza, antes de 
requerir a un Miembro que no éste representado en él a que provea fuerzas armadas en 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del Artículo 43, invitará a dicho Miembro, 
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si éste así lo deseare, a participar en las decisiones del Consejo de Seguridad relativas al 
empleo de contingentes de fuerzas armadas de dicho Miembro. 
Artículo 45. A fin de que la Organización pueda tomar medidas militares urgentes, sus 
Miembros mantendrán contingentes de fuerzas aéreas nacionales inmediatamente disponibles 
para la ejecución combinada de una acción coercitiva internacional. La potencia y el grado de 
preparación de estos contingentes y los planes para su acción combinada serán determinados, 
dentro de los límites establecidos en el convenio o convenios especiales de que trata el Artículo 
43, por el Consejo de Seguridad con la ayuda del Comité de Estado Mayor. 
Artículo 46. Los planes para el empleo de la fuerza armada serán hechos por el Consejo de 
Seguridad con la ayuda del Comité de Estado Mayor. 
Artículo 47.1. Se establecerá un Comité de Estado Mayor para asesorar y asistir al Consejo de 
Seguridad en todas las cuestiones relativas a las necesidades militares del Consejo para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, al empleo y comando de las fuerzas 
puestas a su disposición, a la regulación de los armamentos y al posible desarme. 
2. El Comité de Estado Mayor estará integrado por los Jefes de Estado Mayor de los miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad o sus representantes. Todo Miembro de las Naciones 
Unidas que no éste permanentemente representado en el Comité será invitado por éste a 
asociarse a sus labores cuando el desempeño eficiente de las funciones del Comité requiera la 
participación de dicho Miembro. 
3. El Comité de Estado Mayor tendrá a su cargo, bajo la autoridad del Consejo de Seguridad, la 
dirección estratégica de todas las fuerzas armadas puestas a disposición del Consejo. Las 
cuestiones relativas al comando de dichas fuerzas serán resueltas posteriormente. 
4. El Comité de Estado Mayor, con autorización del Consejo de Seguridad y después de 
consultar con los organismos regionales apropiados, podrá establecer subcomités regionales. 
Artículo 48. 1. La acción requerida para llevar a cabo las decisiones del Consejo de Seguridad 
para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales será ejercida por todos los 
Miembros de las Naciones Unidas o por algunos de ellos, según lo determine el Consejo de 
Seguridad. 
2. Dichas decisiones serán llevadas a cabo por los Miembros de las Naciones Unidas 
directamente y mediante su acción en los organismos internacionales apropiados de que 
formen parte. 
Artículo 49.Los Miembros de las Naciones Unidas deberán prestarse ayuda mutua para llevar 
a cabo las medidas dispuestas por el Consejo de Seguridad. 
Artículo 50. Si el Consejo de Seguridad tomare medidas preventivas o coercitivas contra un 
Estado, cualquier otro Estado, sea o no Miembro de las Naciones Unidas, que confrontare 
problemas económicos especiales originados por la ejecución de dichas medidas, tendrá el 
derecho de consultar al Consejo de Seguridad acerca de la solución de esos problemas. 
Artículo 51. Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de legítima 
defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miembro de las Naciones 
Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para 
mantener la paz y la seguridad internacionales. Las medidas tomadas por los Miembros en 
ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de 
Seguridad, y no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo 
conforme a la presente Carta para ejercer en cualquier momento la acción que estime 
necesaria con el fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales. 
 
CAPÍTULO VIII. ACUERDOS REGIONALES 
Artículo 52. 1. Ninguna disposición de esta Carta se opone a la existencia de acuerdos u 
organismos regionales cuyo fin sea entender en los asuntos relativos al mantenimiento de la 
paz y la seguridad internacionales y susceptibles de acción regional, siempre que dichos 
acuerdos u organismos, y sus actividades, sean compatibles con los Propósitos y Principios de 
las Naciones Unidas. 
2. Los Miembros de las Naciones Unidas que sean partes en dichos acuerdos o que 
constituyan dichos organismos, harán todos los esfuerzos posibles para lograr el arreglo 
pacífico de las controversias de carácter local por medio de tales acuerdos u organismos 
regionales antes de someterlas al Consejo de Seguridad. 
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3. El Consejo de Seguridad promoverá el desarrollo del arreglo pacífico de las controversias de 
carácter local por medio de dichos acuerdos u organismos regionales, procediendo, bien a 
iniciativa de los Estados interesados, bien a instancia del Consejo de Seguridad. 
4. Este Artículo no afecta en manera a1guna la aplicación de los Artículos 34 y 35. 
Artículo 53. 1. El Consejo de Seguridad utilizará dichos acuerdos u organismos regionales, si a 
ello hubiere lugar, para aplicar medidas coercitivas bajo su autoridad. Sin embargo, no se 
aplicarán medidas coercitivas en virtud de acuerdos regionales o por organismos regionales sin 
autorización del Consejo de Seguridad, salvo que contra Estados enemigos, según se les 
define en el párrafo 2 de este Artículo, se tomen las medidas dispuestas en virtud del Artículo 
107 o en acuerdos regionales dirigidos contra la renovación de una política de agresión de 
parte de dichos Estados, hasta tanto que a solicitud de los gobiernos interesados quede a 
cargo de la Organización la responsabi1idad de prevenir nuevas agresiones de parte de 
aquellos Estados. 
2. El término "Estados enemigos" empleado en el párrafo 1 de este Artículo se aplica a todo 
Estado que durante la segunda guerra mundial haya sido enemigo de cualquiera de los 
signatarios de esta Carta. 
Artículo 54. Se deberá mantener en todo tiempo al Consejo de Seguridad plenamente 
informado de las actividades emprendidas o proyectadas de conformidad con acuerdos 
regionales o por organismos regionales con el propósito de mantener la paz y la seguridad 
internacionales. 
CAPÍTULO IX. COOPERACIÓN INTERNACIONAL ECONÓMICA Y SOCIAL 
Artículo 55. Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias 
para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas en el respeto al principio 
de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, la Organización 
promoverá: a. niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos, y condiciones de 
progreso y desarrollo económico y social; b. La solución de problemas internacionales de 
carácter económico, social y sanitario, y de otros problemas conexos; y la cooperación 
internacional en el orden cultural y educativo; y c. el respeto universal a los derechos humanos 
y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, 
idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades. 
Artículo 56. Todos los Miembros se comprometen a tomar medidas conjunta o 
separadamente, en cooperación con la Organización, para la realización de los propósitos 
consignados en el Artículo 55. 
Artículo 57. 1. Los distintos organismos especializados establecidos por acuerdos 
intergubernamentales, que tengan amplias atribuciones internacionales definidas en sus 
estatutos, y relativas a materias de carácter económico, social, cultural, educativo, sanitario, y 
otras conexas, serán vinculados con la Organización de acuerdo con las disposiciones del  
artículo 63.  
2. Tales organismos especializados así vinculados con la Organización se denominarán en 
adelante “los organismos especializados”. 
Artículo 58. La Organización hará recomendaciones con el objeto de coordinar las normas de 
acción y las actividades de los organismos especializados. 
Artículo 59. La Organización iniciará, cuando hubiere lugar, negociaciones entre los Estados 
interesados para crear los nuevos organismos especializados que fueren necesarios para la 
realización de los propósitos enunciados en el Artículo 55. 
Artículo 60. La responsabilidad por el desempeño de las funciones de la Organización 
señaladas en este Capítulo corresponderá a la Asamblea General y, bajo la autoridad de ésta, 
al Consejo Económico y Social, que dispondrá a este efecto de las facultades expresadas en el 
Capítulo X. 
 
CAPÍTULO X. EL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL.  
Composición. Artículo 61. 1. El Consejo Económico y Social estará integrado por cincuenta y 
cuatro Miembros de las Naciones Unidas elegidos por la Asamblea General. 
2. Salvo lo prescrito en el párrafo 3, dieciocho miembros del Consejo Económico y Social serán 
elegidos cada año por un periodo de tres años. Los miembros salientes serán reelegibles para 
el periodo subsiguiente. 
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3. En la primera elección que se celebre después de haberse aumentado de veintisiete a 
cincuenta y cuatro el número de miembros del Consejo Económico y Social, además de los 
miembros que se elijan para sustituir a los nueve miembros cuyo mandato expire al final de ese 
año, se elegirán veintisiete miembros más. El mandato de nueve de estos veintisiete miembros 
adicionales así elegidos expirara al cabo de un año y el de otros nueve miembros una vez 
transcurridos dos años, conforme a las disposiciones que dicte la Asamblea General. 
4. Cada miembro del Consejo Económico y Social tendrá un representante. 
Funciones y Poderes. Artículo 62. 1. El Consejo Económico y Social podrá hacer o iniciar 
estudios e informes con respecto a asuntos internacionales de carácter económico, social, 
cultural, educativo y sanitario, y otros asuntos conexos, y hacer recomendaciones sobre tales 
asuntos a la Asamblea General, a los Miembros de las Naciones Unidas y a los organismos 
especializados interesados. 
2. El Consejo Económico y Social podrá hacer recomendaciones con el objeto de promover el 
respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, y la efectividad de 
tales derechos y libertades. 
3. El Consejo Económico y Social podrá formular proyectos de convención con respecto a 
cuestiones de su competencia para someterlos a la Asamblea General. 
4. El Consejo Económico y Social podrá convocar, conforme a las reglas que prescriba la 
Organización, conferencias internacionales sobre asuntos de su competencia. 
Artículo 63. 1. El Consejo Económico y Social podrá concertar con cualquiera de los 
organismos especializados de que trata el Artículo 57, acuerdos por medio de los cuales se 
establezcan las condiciones en que dichos organismos habrán de vincularse con la 
Organización. Tales acuerdos estarán sujetos a la aprobación de la Asamblea General. 
2. El Consejo Económico y Social podrá coordinar las actividades de los organismos 
especializados mediante consultas con ellos y haciéndoles recomendaciones, como también 
mediante recomendaciones a la Asamblea General y a los Miembros de las Naciones Unidas. 
Artículo 64. 1. El Consejo Económico y Social podrá tomar las medidas apropiadas para 
obtener informes periódicos de los organismos especializados. También podrá hacer arreglos 
con los Miembros de las Naciones Unidas y con los organismos especializados para obtener 
informes con respecto a los medidas tomadas para hacer efectivas sus propias 
recomendaciones y las que haga la Asamblea General acerca de materias de la competencia 
del Consejo. 
2. El Consejo Económico y Social podrá comunicar a la Asamblea General sus observaciones 
sobre dichos informes. 
Artículo 65. 1. El Consejo Económico y Social podrá suministrar información a1 Consejo de 
Seguridad y deberá darle la ayuda que éste le solicite. 
Artículo 66. 1. E1 Consejo Económico y Social desempeñará las funciones que caigan dentro 
de su competencia en relación con el cumplimiento de las recomendaciones de la Asamblea 
General. 
2. El Consejo Económico y Social podrá prestar, con aprobación de la Asamblea General, los 
servicios que le soliciten los Miembros de las Naciones Unidas y los organismos 
especializados. 
3. El Consejo Económico y Social desempeñará las demás funciones prescritas en otras partes 
de esta Carta o que le asignare la Asamblea General. 
Votación. Artículo 67. 1. Cada miembro del Consejo Económico y Social tendrá un voto. 
2. Las decisiones del Consejo Económico y Social se tomarán por la mayoría de los miembros 
presentes y votantes. 
Procedimiento. Artículo 68. El Consejo Económico y Social establecerá comisiones de orden 
económico y social y para la promoción de los derechos humanos, así como las demás 
comisiones necesarias para el desempeño de sus funciones. 
Artículo 69. El Consejo Económico y Social invitará a cualquier Miembro de las Naciones 
Unidas a participar, sin derecho a voto, en sus deliberaciones sobre cualquier asunto de 
particular interés para dicho Miembro. 
Artículo 70. El Consejo Económico y Social podrá hacer arreglos para que representantes de 
los organismos especializados participen, sin derecho a voto, en sus deliberaciones y en las de 
las comisiones que establezca, y para que sus propios representantes participen en las 
deliberaciones de aquellos organismos. 
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Artículo 71. El Consejo Económico y Social podrá hacer arreglos adecuados para celebrar 
consultas con organizaciones no gubernamentales que se ocupen en asuntos de la 
competencia del Consejo. Podrán hacerse dichos arreglos con organizaciones internacionales 
y, si a ello hubiere lugar, con organizaciones nacionales, previa consulta con el respectivo 
Miembro de las Naciones Unidas. 
Artículo 72. 1. El Consejo Económico y Social dictará su propio reglamento, el cual 
establecerá el método de elegir su Presidente. 
2. El Consejo Económico y Social se reunirá cuando sea necesario de acuerdo con su 
reglamento, el cual incluirá disposiciones para la convocación a sesiones cuando lo solicite una 
mayoría de sus miembros. 
 
CAPÍTULO XI. DECLARACION RELATIVA A TERRITORIOS NO AUTÓNOMOS 
Artículo 73. Los Miembros de las Naciones Unidas que tengan o asuman la responsabilidad de 
administrar territorios cuyos pueblos no hayan alcanzado todavía la plenitud del gobierno 
propio, reconocen el principio de que los intereses de los habitantes de esos territorios están 
por encima de todo, aceptan como un encargo sagrado la obligación de promover en todo lo 
posible, dentro del sistema de paz y de seguridad internacionales establecido por esta Carta, el 
bienestar de los habitantes de esos territorios, y asimismo se obligan: a. a asegurar, con el 
debido respeto a la cultura de los pueblos respectivos, su adelanto político, económico, social y 
educativo, el justo tratamiento de dichos pueblos y su protección contra todo abuso; b. a 
desarrollar el gobierno propio, a tener debidamente en cuenta las aspiraciones políticas de los 
pueblos, y a ayudarlos en el desenvolvimiento progresivo de sus libres instituciones políticas, 
de acuerdo con las circunstancias especiales de cada territorio, de sus pueblos y de sus 
distintos grados de adelanto; c. a promover la paz y la seguridad internacionales; d. a promover 
medidas constructivas de desarrollo, estimular la investigación, y cooperar unos con otros y, 
cuando y donde fuere del caso, con organismos internacionales especializados, para conseguir 
la realización práctica de los propósitos de carácter social, económico y científico expresados 
en este Artículo; y e. a transmitir regularmente al Secretario General, a título informativo y 
dentro de los límites que la seguridad y consideraciones de orden constitucional requieran, la 
información estadística y de cualquier otra naturaleza técnica que verse sobre las condiciones 
económicas, sociales y educativas de los territorios por los cuales son respectivamente 
responsables, que no sean de los territorios a que se refieren los Capítulos XII y XIII de esta 
Carta. 
Artículo 74. Los Miembros de las Naciones Unidas convienen igualmente en que su política 
con respecto a los territorios a que se refiere este Capítulo, no menos que con respecto a sus 
territorios metropolitanos, deberá fundarse en el principio general de la buena vecindad, 
teniendo debidamente en cuenta los intereses y el bienestar del resto del mundo en cuestiones 
de carácter social, económico y comercial. 
 
CAPÍTULO XII. RÉGIMEN INTERNACIONAL DE ADMINISTRACIÓN FIDUCIARIA 
Artículo 75. La Organización establecerá bajo su autoridad un régimen internacional de 
administración fiduciaria para la administración y vigilancia de los territorios que puedan 
colocarse bajo dicho régimen en virtud de acuerdos especiales posteriores. A dichos territorios 
se les denominará "territorios fideicometidos." 
Artículo 76. Los objetivos básicos del régimen de administración fiduciaria, de acuerdo con los 
Propósitos de las Naciones Unidas enunciados en el Artículo 1 de esta Carta, serán: a. 
fomentar la paz y la seguridad internacionales; b. promover el adelanto político, económico, 
social y educativo de los habitantes de los territorios fideicometidos, y su desarrollo progresivo 
hacia el gobierno propio o la independencia, teniéndose en cuenta las circunstancias 
particulares de cada territorio y de sus pueblos y los deseos libremente expresados de los 
pueblos interesados, y según se dispusiere en cada acuerdo sobre administración fiduciaria; c. 
promover el respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin 
hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, así como el reconocimiento de la 
interdependencia de los pueblos del mundo; y d. asegurar tratamiento igual para todos los 
Miembros de las Naciones Unidas y sus nacionales en materias de carácter social, económico 
y comercial, así como tratamiento igual para dichos nacionales en la administración de la 
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justicia, sin perjuicio de la realización de los objetivos arriba expuestos y con sujeción a las 
disposiciones del Artículo 80. 
Artículo 77. 1. El régimen de administración fiduciaria se aplicará a los territorios de las 
siguientes categorías que se colocaren bajo dicho régimen por medio de los correspondientes 
acuerdos: a. territorios actualmente bajo mandato; b. territorios que, como resultado de la 
segunda guerra mundial, fueren segregados de Estados enemigos, y c. territorios 
voluntariamente colocados bajo este régimen por los Estados responsables de su 
administración. 
2. Será objeto de acuerdo posterior el determinar cuáles territorios de las categorías 
anteriormente mencionadas serán colocados bajo el régimen de administración fiduciaria y en 
qué condiciones. 
Artículo 78. El régimen de administración fiduciaria no se aplicará a territorios que hayan 
adquirido la calidad de Miembros de las Naciones Unidas, cuyas relaciones entre sí se basarán 
en el respeto al principio de la igualdad soberana. 
Artículo 79. Los términos de la administración fiduciaria para cada territorio que haya de 
colocarse bajo el régimen expresado, y cualquier modificación o reforma, deberán ser 
acordados por los Estados directamente interesados, incluso la potencia mandataria en el caso 
de territorios bajo mandato de un Miembro de las Naciones Unidas, y serán aprobados según 
se dispone en los Artículos 83 y 85. 
Artículo 80. 1. Salvo lo que se conviniere en los acuerdos especiales sobre administración 
fiduciaria concertados de conformidad con los Artículos 77, 79 y 81 y mediante los cuales se 
coloque cada territorio bajo el régimen de administración fiduciaria, y hasta tanto se concierten 
tales acuerdos, ninguna disposición de este Capítulo será interpretada en el sentido de que 
modifica en manera alguna los derechos de cualesquiera Estados o pueblos, o los términos de 
los instrumentos internacionales vigentes en que sean partes Miembros de los Naciones 
Unidas. 
2. El párrafo 1 de este Artículo no será interpretado en el sentido de que da motivo para 
demorar o diferir la negociación y celebración de acuerdos para aplicar el régimen de 
administración fiduciaria a territorios bajo mandato y otros territorios, conforme al Artículo 77. 
Artículo 81. El acuerdo sobre administración fiduciaria contendrá en cada caso las condiciones 
en que se administrará el territorio fideicometido, y designará la autoridad que ha de ejercer la 
administración. Dicha autoridad, que en lo sucesivo se denominará la "autoridad 
administradora", podrá ser uno o más Estados o la misma Organización. 
Artículo 82. Podrán designarse en cualquier acuerdo sobre administración fiduciaria, una o 
varias zonas estratégicas que comprendan parte o la totalidad del territorio fideicometido a que 
se refiera el acuerdo, sin perjuicio de los acuerdos especiales celebrados con arreglo al Artículo 
43. 
Artículo 83. 1. Todas las funciones de las Naciones Unidas relativas a zonas estratégicas, 
incluso la de aprobar los términos de los acuerdos sobre administración fiduciaria y de las 
modificaciones o reformas de los mismos, serán ejercidas por el Consejo de Seguridad. 
2. Los objetivos básicos enunciados en el Artículo 76 serán aplicables a la población de cada 
zona estratégica. 
3. Salvo las disposiciones de los acuerdos sobre administración fiduciaria y sin perjuicio de las 
exigencias de la seguridad, el Consejo de Seguridad aprovechará la ayuda del Consejo de 
Administración Fiduciaria para desempeñar, en las zonas estratégicas, aquellas funciones de la 
Organización relativas a materias políticas, económicas, sociales y educativas que 
correspondan al régimen de administración fiduciaria. 
Artículo 84. La autoridad administradora tendrá el deber de velar por que el territorio 
fideicometido contribuya al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. Con tal fin, 
la autoridad administradora podrá hacer uso de las fuerzas voluntarias, de las facilidades y de 
la ayuda del citado territorio, a efecto de cumplir con las obligaciones por ella contraídas a este 
respecto ante el Consejo de Seguridad, como también para la defensa local y el mantenimiento 
de la ley y del orden dentro del territorio fideicometido. 
Artículo 85. 1. Las funciones de la Organización en lo que respecta a los acuerdos sobre 
administración fiduciaria relativos a todas las zonas no designadas como estratégicas, incluso 
la de aprobar los términos de los acuerdos y las modificaciones o reformas de los mismos 
serán ejercidas por la Asamblea General. 
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2. El Consejo de Administración Fiduciaria, bajo la autoridad de la Asamblea General, ayudará 
a ésta en el desempeño de las funciones aquí enumeradas. 
 
CAPÍTULO XIII. EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN FIDUCIARIA 
Composición. Artículo 86. 1. El Consejo de Administración Fiduciaria estará integrado por los 
siguientes Miembros de las Naciones Unidas: a. los Miembros que administren territorios 
fideicometidos; b. los Miembros mencionados por su nombre en el Artículo 23 que no estén 
administrando territorios fideicometidos; y c. tantos otros Miembros elegidos por periodos de 
tres años por la Asamblea General cuantos sean necesarios para asegurar que el número total 
de miembros del Consejo de Administración Fiduciaria se divida por igual entre los Miembros 
de las Naciones Unidas administradores de tales territorios y los no administradores. 
2. Cada miembro del Consejo de Administración Fiduciaria designará a una persona 
especialmente calificada para que lo represente en el Consejo. 
Funciones y Poderes. Artículo 87. En el desempeño de sus funciones, la Asamblea General 
y, bajo su autoridad, el Consejo de Administración Fiduciaria, podrán: a. considerar informes 
que les haya rendido la autoridad administradora; b. aceptar peticiones y examinarlas en 
consulta con la autoridad administradora; c. disponer visitas periódicas a los territorios 
fideicometidos en fechas convenidas con la autoridad administradora; y d. tomar estas y otras 
medidas de conformidad con los términos de los acuerdos sobre administración fiduciaria. 
Artículo 88. El Consejo de Administración Fiduciaria formulará un cuestionario sobre el 
adelanto político, económico, social y educativo de los habitantes de cada territorio 
fideicometido; y la autoridad administradora de cada territorio fideicometido dentro de la 
competencia de la Asamblea General, rendirá a ésta un informe anual sobre 1a base de dicho 
cuestionario. 
Votación. Artículo 89. 1. Cada miembro del Consejo de Administración Fiduciaria tendrá un 
voto. 
2. Las decisiones del Consejo de Administración Fiduciaria serán tomadas por el voto de la 
mayoría de los miembros presentes y votantes. 
Procedimiento. Artículo 90. 1. El Consejo de Administración Fiduciaria dictará su propio 
reglamento, el cual establecerá el método de elegir su Presidente. 
2. El Consejo de Administración Fiduciaria se reunirá cuando sea necesario, según su 
reglamento. Este contendrá disposiciones sobre convocación del Consejo a solicitud de la 
mayoría de sus miembros. 
Artículo 91. El Consejo de Administración Fiduciaria, cuando lo estime conveniente, se valdrá 
de la ayuda del Consejo Económico y Social y de la de los organismos especializados con 
respecto a los asuntos de la respectiva competencia de los mismos. 
 
CAPÍTULO XIV. LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA 
Artículo 92. La Corte Internacional de Justicia será el órgano judicial principal de las Naciones 
Unidas; funcionará de conformidad con el Estatuto anexo, que está basado en el de la Corte 
Permanente de Justicia Internacional, y que forma parte integrante de esta Carta. 
Artículo 93. 1. Todos los Miembros de las Naciones Unidas son ipso facto partes en el 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia. 
2. Un Estado que no sea Miembro de las Naciones Unidas podrá llegar a ser parte en el 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, de acuerdo con las condiciones que determine en 
cada caso la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad. 
Artículo 94. 1. Cada Miembro de las Naciones Unidas compromete a cumplir la decisión de la 
Corte Internacional de Justicia en todo litigio en que sea parte. 
2. Si una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones que le imponga un fallo 
de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree 
necesario, hacer recomendaciones o dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la 
ejecución del fallo. 
Artículo 95. Ninguna de las disposiciones de esta Carta impedirá a los Miembros de las 
Naciones Unidas encomendar la solución de sus diferencias a otros tribunales en virtud de 
acuerdos ya existentes o que puedan concertarse en el futuro. 
Artículo 96. 1. La Asamblea General o el Consejo de Seguridad podrán solicitar de la Corte 
Internacional de Justicia que emita una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica. 
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2. Los otros órganos de las Naciones Unidas y los organismos especializados que en cualquier 
momento sean autorizados para ello por la Asamblea General, podrán igualmente solicitar de la 
Corte opiniones consultivas sobre cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera de sus 
actividades. 
 
CAPÍTULO XV. LA SECRETARÍA 
Artículo 97. La Secretaría se compondrá de un Secretario General y del personal que requiera 
la Organización. El Secretario General será nombrado por la Asamblea General a 
recomendación del Consejo de Seguridad. El Secretario General será el más alto funcionario 
administrativo de la Organización. 
Artículo 98. El Secretario General actuará como tal en todas las sesiones de la Asamblea 
General, del Consejo de Seguridad, del Consejo Económico y Social y del Consejo de 
Administración Fiduciaria, y desempeñara las demás funciones que le encomienden dichos 
órganos. El Secretario General rendirá a la Asamblea General un informe anual sobre las 
actividades de la Organización. 
Artículo 99. El Secretario General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad hacia 
cualquier asunto que en su opinión pueda poner en peligro el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales. 
Artículo 100. 1. En el cumplimiento de sus deberes, el Secretario General y el personal de la 
Secretaría no solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna autoridad 
ajena a la Organización, y se abstendrán de actuar en forma alguna que sea incompatible con 
su condición de funcionarios internacionales responsables únicamente ante la Organización. 
2. Cada uno de los Miembros de las Naciones Unidas se compromete a respetar el carácter 
exclusivamente internacional de las funciones del Secretario General y del personal de la 
Secretaría, y a no tratar de influir sobre ellos en el desempeño de sus funciones. 
Artículo 101. 1. El personal de la Secretaría será nombrado por el Secretario General de 
acuerdo con las reglas establecidas por la Asamblea General. 
2. Se asignará permanentemente personal adecuado al Consejo Económico y Social, al 
Consejo de Administración Fiduciaria y, según se requiera, a otros órganos de las Naciones 
Unidas. Este personal formará parte de la Secretaría. 
3. La consideración primordial que se tendrá en cuenta al nombrar el personal de la Secretaría 
y al determinar las condiciones del servicio, es la necesidad de asegurar el más alto grado de 
eficiencia, competencia e integridad. Se dará debida consideración también a la importancia de 
contratar el personal en forma de que haya la más amplia representación geográfica posible. 
 
CAPÍTULO XVI. DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 102. 1. Todo tratado y todo acuerdo internacional concertados por cualesquiera 
Miembros de las Naciones Unidas después de entrar en vigor esta Carta, serán registrados en 
la Secretaría y publicados por ésta a la mayor brevedad posible. 
2. Ninguna de las partes en un tratado o acuerdo internacional que no haya sido registrado 
conforme a las disposiciones del párrafo 1 de este Artículo, podrá invocar dicho tratado o 
acuerdo ante órgano alguno de las Naciones Unidas. 
Artículo 103. En caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de las 
Naciones Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones contraídas en virtud de 
cualquier otro convenio internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente 
Carta. 
Articulo 104. La Organización gozará, en el territorio de cada uno de sus Miembros, de la 
capacidad jurídica que sea necesaria para el ejercicio de sus funciones y la realización de sus 
propósitos. 
Artículo 105. 1. La Organización gozará, en el territorio de cada uno de sus Miembros, de los 
privilegios e inmunidades necesarios para la realización de sus propósitos. 
2. Los representantes de los Miembros de la Organización y los funcionarios de ésta, gozarán 
asimismo de los privilegios e inmunidades necesarios para desempeñar con independencia sus 
funciones en relación con la Organización. 
3. La Asamblea General podrá hacer recomendaciones con el objeto de determinar los 
pormenores de la aplicación de los párrafos 1 y 2 de este Artículo, o proponer convenciones a 
los Miembros de las Naciones Unidas con el mismo objeto. 
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CAPÍTULO XVII. ACUERDOS TRANSITORIOS SOBRE SEGURIDAD 
Artículo 106. Mientras entran en vigor los convenios especiales previstos en el Artículo 43, que 
a juicio del Consejo de Seguridad lo capaciten para ejercer las atribuciones a que se refiere el 
Artículo 42, las partes en la Declaración de las Cuatro Potencias firmada en Moscú el 30 de 
octubre de 1943, y Francia, deberán, conforme a las disposiciones del párrafo 5 de esa 
Declaración, celebrar consultas entre sí, y cuando a ello hubiere lugar, con otros miembros de 
la Organización, a fin de acordar en nombre de ésta la acción conjunta que fuere necesaria 
para mantener la paz y la seguridad internacionales. 
Artículo 107. Ninguna de las disposiciones de esta Carta invalidará o impedirá cualquier 
acción ejercida o autorizada como resultado de la segunda guerra mundial con respecto a un 
Estado enemigo de cualquiera de los signatarios de esta Carta durante la citada guerra, por los 
gobiernos responsables de dicha acción. 
 
CAPÍTULO XVIII. REFORMAS 
Artículo 108. Las reformas a la presente Carta entrarán en vigor para todos los Miembros de 
las Naciones Unidas cuando hayan sido adoptadas por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros de la Asamblea General y ratificadas, de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales, por las dos terceras partes de los Miembros de las Naciones 
Unidas, incluyendo a todos los miembros permanentes del Consejo de Seguridad. 
Artículo 109. 1. Se podrá celebrar una Conferencia General de los Miembros de las Naciones 
Unidas con el propósito de revisar esta Carta, en la fecha y lugar que se determinen por el voto 
de las dos terceras partes de los miembros de la Asamblea General y por el voto de 
cualesquiera nueve miembros del Consejo de Seguridad. Cada Miembro de las Naciones 
Unidas tendrá un voto en la Conferencia. 
2. Toda modificación de esta Carta recomendada por el voto de las dos terceras partes de la 
Conferencia entrará en vigor al ser ratificada de acuerdo con sus respectivos procedimientos 
constitucionales, por las dos terceras partes de los Miembros de las Naciones Unidas, 
incluyendo a todos los miembros permanentes del Consejo de Seguridad. 
3. Si no se hubiere celebrado tal Conferencia antes de la décima reunión anual de la Asamblea 
General después de entrar en vigor esta Carta, la proposición de convocar tal Conferencia será 
puesta en la agenda de dicha reunión de la Asamblea General, y la Conferencia será celebrada 
si así lo decidieren la mayoría de los miembros de la Asamblea General y siete miembros 
cualesquiera del Consejo de Seguridad. 
 
CAPÍTULO XIX. RATIFICACIÓN Y FIRMA 
Artículo 110. 1. La presente Carta será ratificada por los Estados signatarios de acuerdo con 
sus respectivos procedimientos constitucionales. 
2. Las ratificaciones serán entregadas para su depósito al Gobierno de los Estados Unidos de 
América, el cual notificará cada depósito a todos los Estados signatarios así como al Secretario 
General de la Organización cuando haya sido designado. 
3. La presente Carta entrará en vigor tan pronto como hayan sido depositadas las ratificaciones 
de la República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, el Reino 
Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, y por la 
mayoría de los demás Estados signatarios. Acto seguido se dejará constancia de las 
ratificaciones depositadas en un protocolo que extenderá el Gobierno de los Estados Unidos de 
América, y del cual transmitirá copias a todos los Estados signatarios. 
4. Los Estados signatarios de esta Carta que la ratifiquen después que haya entrado en vigor 
adquirirán la calidad de miembros originarios de las Naciones Unidas en la fecha del depósito 
de sus respectivas ratificaciones. 
Artículo 111. La presente Carta, cuyos textos en chino, francés, ruso, inglés y español son 
igualmente auténticos, será depositada en los archivos del Gobierno de los Estados Unidos de 
América. Dicho Gobierno enviará copias debidamente certificadas de la misma a los Gobiernos 
de los demás Estados signatarios. 
EN FE DE LO CUAL LOS Representantes de los Gobiernos de las Naciones Unidas han 
suscrito esta Carta. 
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FIRMADA en la ciudad de San Francisco, a los veintiséis días del mes de junio de mil 
novecientos cuarenta y cinco. 
 
Fuente: http://www.un.org/spanish/aboutun/charter.htm 

http://www.un.org/spanish/aboutun/charter.htm
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Estatuto de la Corte Internacional de Justicia (1945) 
 
Artículo 1. LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA establecida por la Carta de las 
Naciones Unidas, como órgano judicial principal de las Naciones Unidas, quedará constituida y 
funcionará conforme a las disposiciones del presente Estatuto. 
 
CAPITULO I. ORGANIZACION DE LA CORTE 
Artículo 2. La Corte será un cuerpo de magistrados independientes elegidos, sin tener en 
cuenta su nacionalidad, de entre personas que gocen de alta consideración moral y que reúnan 
las condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones judiciales en sus 
respectivos países, o que sean jurisconsultos de reconocida competencia en materia de 
derecho internacional. 
Artículo 3. 1. La Corte se compondrá de quince miembros, de los cuales no podrá haber dos 
que sean nacionales del mismo Estado. 
2. Toda persona que para ser elegida miembro de la Corte pudiera ser tenida por nacional de 
más de un Estado, será considerada nacional del Estado donde ejerza ordinariamente sus 
derechos civiles y políticos. 
Artículo 4. 1. Los miembros de la Corte serán elegidos por la Asamblea General y el Consejo 
de Seguridad de una nómina de candidatos propuestos por los grupos nacionales de la Corte 
Permanente de Arbitraje, de conformidad con las disposiciones siguientes. 
2. En el caso de los Miembros de las Naciones Unidas que no estén representados en la Corte 
Permanente de Arbitraje, los candidatos serán propuestos por grupos nacionales que designen 
a este efecto sus respectivos gobiernos, en condiciones iguales a las estipuladas para los 
miembros de la Corte Permanente de Arbitraje por el Artículo 44 de la Convención de La Haya 
de 1907, sobre arreglo pacífico de las controversias internacionales. 
3. A falta de acuerdo especial, la Asamblea General fijará, previa recomendación del Consejo 
de Seguridad, las condiciones en que pueda participar en la elección de los miembros de la 
Corte, un Estado que sea parte en el presente Estatuto sin ser Miembro de las Naciones 
Unidas. 
Artículo 5. 1. Por lo menos tres meses antes de la fecha de la elección, el Secretario General 
de las Naciones Unidas invitará por escrito a los miembros de la Corte Permanente de Arbitraje 
pertenecientes a los Estados partes en este Estatuto y a los miembros de los grupos 
nacionales designados según el párrafo 2 del Artículo 4 a que, dentro de un plazo determinado 
y por grupos nacionales, propongan como candidatos a personas que estén en condiciones de 
desempeñar las funciones de miembros de la Corte. 
2. Ningún grupo podrá proponer más de cuatro candidatos, de los cuales no más de dos serán 
de su misma nacionalidad. El número de candidatos propuestos por un grupo no será, en 
ningún caso, mayor que el doble del número de plazas por llenar. 
Artículo 6. Antes de proponer estos candidatos, se recomienda a cada grupo nacional que 
consulte con su más alto tribunal de justicia, sus facultades y escuelas de derecho, sus 
academias nacionales y las secciones nacionales de academias internacionales dedicadas al 
estudio del derecho.  
Artículo 7. 1. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de todas las personas así designadas. Salvo lo que se dispone en el párrafo 2 del 
Artículo 12, únicamente esas personas serán elegibles. 
2. El Secretario General presentará esta lista a la Asamblea General y al Consejo de 
Seguridad. 
Artículo 8. La Asamblea General y el Consejo de Seguridad procederán independientemente a 
la elección de los miembros de la Corte. 
Artículo 9. En toda elección, los electores tendrán en cuenta no sólo que las personas que 
hayan de elegirse reúnan individualmente las condiciones requeridas, sino también que en el 
conjunto estén representadas las grandes civilizaciones y los principales sistemas jurídicos del 
mundo. 
Artículo 10. 1. Se considerarán electos los candidatos que obtengan una mayoría absoluta de 
votos en la Asamblea General y en el Consejo de Seguridad. 
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2. En las votaciones del Consejo de Seguridad, sean para elegir magistrados o para designar 
los miembros de la comisión prevista en el Artículo 12, no habrá distinción alguna entre 
miembros permanentes y miembros no permanentes del Consejo de Seguridad. 
3. En el caso de que más de un nacional del mismo Estado obtenga una mayoría absoluta de 
votos tanto en la Asamblea General como en el Consejo de Seguridad, se considerará electo el 
de mayor edad. 
Artículo 11. Si después de la primera sesión celebrada para las elecciones quedan todavía 
una o más plazas por llenar, se celebrará una segunda sesión y, si necesario fuere, una 
tercera. 
Artículo 12. 1. Si después de la tercera sesión para elecciones quedan todavía una o más 
plazas por llenar, se podrá constituir en cualquier momento, a petición de la Asamblea General 
o del Consejo de Seguridad, una comisión conjunta compuesta de seis miembros, tres 
nombrados por la Asamblea General y tres por el Consejo de Seguridad, con el objeto de 
escoger, por mayoría absoluta de votos, un nombre para cada plaza aún vacante, a fin de 
someterlo a la aprobación respectiva de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad. 
2. Si la comisión conjunta acordare unánimemente proponer a una persona que satisfaga las 
condiciones requeridas, podrá incluirla en su lista, aunque esa persona no figure en la lista de 
candidatos a que se refiere el Artículo 7. 
3. Si la comisión conjunta llegare a la conclusión de que no logrará asegurar la elección, los 
miembros de la Corte ya electos llenarán las plazas vacantes dentro del término que fije el 
Consejo de Seguridad, escogiendo a candidatos que hayan recibido votos en la Asamblea 
General o en el Consejo de Seguridad. 
4. En caso de empate en la votación, el magistrado de mayor edad decidirá con su voto.  
Artículo 13. 1. Los miembros de la Corte desempeñarán sus cargos por nueve años, y podrán 
ser reelectos. Sin embargo, el periodo de cinco de los magistrados electos en la primera 
elección expirará a los tres años, y el periodo de otros cinco magistrados expirará a los seis 
años. 
2. Los magistrados cuyos periodos hayan de expirar al cumplirse los mencionados periodos 
iniciales de tres y de seis años, serán designados mediante sorteo que efectuará el Secretario 
General de las Naciones Unidas inmediatamente después de terminada la primera elección. 
3. Los miembros de la Corte continuarán desempeñando las funciones de sus cargos hasta 
que tomen posesión sus sucesores. Después de reemplazados, continuarán conociendo de los 
casos que hubieren iniciado, hasta su terminación. 
4. Si renunciare un miembro de la Corte, dirigirá la renuncia al Presidente de la Corte, quien la 
transmitirá al Secretario General de las Naciones Unidas. Esta última notificación determinará 
la vacante del cargo.  
Artículo 14. Las vacantes se llenarán por el mismo procedimiento seguido en la primera 
elección, con arreglo a la disposición siguiente: dentro de un mes de ocurrida la vacante, el 
Secretario General de las Naciones Unidas extenderá las invitaciones que dispone el Artículo 
5, y el Consejo de Seguridad fijará la fecha de la elección. 
Artículo 15. Todo miembro de la Corte electo para reemplazar a otro que no hubiere terminado 
su periodo desempeñará el cargo por el resto del periodo de su predecesor. 
Artículo 16. 1. Ningún miembro de la Corte podrá ejercer función política o administrativa 
alguna, ni dedicarse a ninguna otra ocupación de carácter profesional. 
2. En caso de duda, la Corte decidirá. 
Artículo 17.1. Los miembros de la Corte no podrán ejercer funciones de agente, consejero o 
abogado en ningún asunto. 
2. No podrán tampoco participar en la decisión de ningún asunto en que hayan intervenido 
anteriormente como agentes, consejeros o abogados de cualquiera de las partes, o como 
miembros de un tribunal nacional o internacional o de una comisión investigadora, o en 
cualquier otra calidad. 
3. En caso de duda, la Corte decidirá.  
Artículo 18. 1. No será separado del cargo ningún miembro de la Corte a menos que, a juicio 
unánime de los demás miembros, haya dejado de satisfacer las condiciones requeridas. 
2. El Secretario de la Corte comunicará oficialmente lo anterior al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
3. Esta comunicación determinará la vacante del cargo 
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Artículo 19. En el ejercicio de las funciones del cargo, los miembros de la Corte gozarán de 
privilegios e inmunidades diplomáticos.  
Artículo 20. Antes de asumir las obligaciones del cargo, cada miembro de la Corte declarará 
solemnemente, en sesión pública, que ejercerá sus atribuciones con toda imparcialidad y 
conciencia.  
Artículo 21. 1. La Corte elegirá por tres años a su Presidente y Vicepresidente; éstos podrán 
ser reelectos. 
2. La Corte nombrará su Secretario y podrá disponer el nombramiento de los demás 
funcionarios que fueren menester.  
Artículo 22. 1. La sede de la Corte será La Haya. La Corte podrá, sin embargo, reunirse y 
funcionar en cualquier otro lugar cuando lo considere conveniente. 
2. El Presidente y el Secretario residirán en la sede de la Corte.  
Artículo 23. 1. La Corte funcionará permanentemente, excepto durante las vacaciones 
judiciales, cuyas fechas y duración fijará la misma Corte. 
2. Los miembros de la Corte tienen derecho a usar de licencias periódicas, cuyas fechas y 
duración fijará la misma Corte, teniendo en cuenta la distancia de La Haya al domicilio de cada 
magistrado. 
3. Los miembros de la Corte tienen la obligación de estar en todo momento a disposición de la 
misma, salvo que estén en uso de licencia o impedidos de asistir por enfermedad o por razones 
graves debidamente explicadas al Presidente.  
Artículo 24. 1. Si por alguna razón especial uno de los miembros de la Corte considerare que 
no debe participar en la decisión de determinado asunto, lo hará saber así al Presidente. 
2. Si el Presidente considerare que uno de los miembros de la Corte no debe conocer de 
determinado asunto por alguna razón especial, así se lo hará saber. 
3. Si en uno de estos casos el miembro de la Corte y el Presidente estuvieren en desacuerdo, 
la cuestión será resuelta por la Corte.  
Artículo 25. 1. Salvo lo que expresamente disponga en contrario este Estatuto, la Corte 
ejercerá sus funciones en sesión plenaria. 
2. El Reglamento de la Corte podrá disponer que, según las circunstancias y por turno, se 
permita a uno o más magistrados no asistir a las sesiones, a condición de que no se reduzca a 
menos de once el número de magistrados disponibles para constituir la Corte. 
3. Bastará un quórum de nueve magistrados para constituir la Corte.  
Artículo 26. 1. Cada vez que sea necesario, la Corte podrá constituir una o más Salas 
compuestas de tres o más magistrados, según lo disponga la propia Corte, para conocer de 
determinadas categorías de negocios, como los litigios de trabajo y los relativos al tránsito y las 
comunicaciones. 
2. La Corte podrá constituir en cualquier tiempo una Sala para conocer de un negocio 
determinado. La Corte fijará, con la aprobación de las partes, el número de magistrados de que 
se compondrá dicha Sala. 
3. Si las partes lo solicitaren, las Salas de que trate este Artículo oirán y fallarán los casos. 
Artículo 27. Se considerará dictada por la Corte la sentencia que dicte cualquiera de las Salas 
de que tratan los Artículos 26 y 29.  
Artículo 28. La Salas de que tratan los Artículos 26 y 29 podrán reunirse y funcionar, con el 
consentimiento de las partes, en cualquier lugar que no sea La Haya.  
Artículo 29. Con el fin de facilitar el pronto despacho de los asuntos, la Corte constituirá 
anualmente una Sala de cinco magistrados que, a petición de las partes, podrá oír y fallar 
casos sumariamente. Se designarán además dos magistrados para reemplazar a los que no 
pudieren actuar.  
Artículo 30. 1. La Corte formulará un reglamento mediante el cual determinará la manera de 
ejercer sus funciones. Establecerá, en particular, sus reglas de procedimiento. 
2. El Reglamento de la Corte podrá disponer que haya asesores con asiento en la Corte o en 
cualquiera de sus Salas, pero sin derecho a voto.  
Artículo 31. 1. Los magistrados de la misma nacionalidad de cada una de las partes litigantes 
conservarán su derecho a participar en la vista del negocio de que conoce la Corte. 
2. Si la Corte incluyere entre los magistrados del conocimiento uno de la nacionalidad de una 
de las partes, cualquier otra parte podrá designar a una persona de su elección para que tome 
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asiento en calidad de magistrado. Esa persona deberá escogerse preferiblemente de entre las 
que hayan sido propuestas como candidatos de acuerdo con los Artículos 4 y 5. 
3. Si la Corte no incluyere entre los magistrados del conocimiento ningún magistrado de la 
nacionalidad de las partes, cada una de éstas podrá designar uno de acuerdo con el párrafo 2 
de este Artículo. 
4. Las disposiciones de este Artículo se aplicarán a los casos de que tratan los Artículos 26 y 
29. En tales casos, el Presidente pedirá a uno de los miembros de la Corte que constituyen la 
Sala, o a dos de ellos, si fuere necesario, que cedan sus puestos a los miembros de la Corte 
que sean de la nacionalidad de las partes interesadas, y si no los hubiere, o si estuvieren 
impedidos, a los magistrados especialmente designados por las partes. 
5. Si varias partes tuvieren un mismo interés, se contarán como una sola parte para los fines de 
las disposiciones precedentes. En caso de duda, la Corte decidirá. 
6. Los magistrados designados según se dispone en los párrafos 2, 3 y 4 del presente Artículo, 
deberán tener las condiciones requeridas por los Artículos 2, 17 (párrafo 2), 20 y 24 del 
presente Estatuto, y participarán en las decisiones de la Corte en términos de absoluta 
igualdad con sus colegas.  
Artículo 32. 1. Cada miembro de la Corte percibirá un sueldo anual. 
2. El Presidente percibirá un estipendio anual especial. 
3. El Vicepresidente percibirá un estipendio especial por cada día que desempeñe las 
funciones de Presidente. 
4. Los magistrados designados de acuerdo con el artículo 31, que no sean miembros de la 
Corte, percibirán remuneración por cada día que desempeñen las funciones del cargo. 
5. Los sueldos, estipendios y remuneraciones serán fijados por la Asamblea General, y no 
podrán ser disminuidos durante el periodo del cargo. 
6. El sueldo del Secretario será fijado por la Asamblea General a propuesta de la Corte. 
7. La Asamblea General fijará por reglamento las condiciones para conceder pensiones de 
retiro a los miembros de la Corte y al Secretario, como también las que rijan el reembolso de 
gastos de viaje a los miembros de la Corte y al Secretario. 
8. Los sueldos, estipendios y remuneraciones arriba mencionados estarán exentos de toda 
clase de impuestos.  
Artículo 33. Los gastos de la Corte serán sufragados por las Naciones Unidas de la manera 
que determine la Asamblea General. 
 
CAPITULO II. COMPETENCIA DE LA CORTE 
Artículo 34. 1. Sólo los Estados podrán ser partes en casos ante la Corte. 
2. Sujeta a su propio Reglamento y de conformidad con el mismo, la Corte podrá solicitar de 
organizaciones internacionales públicas información relativa a casos que se litiguen ante la 
Corte, y recibirá la información que dichas organizaciones envíen a iniciativa propia. 
3. Cuando en un caso que se litigue ante la Corte se discuta la interpretación del instrumento 
constitutivo de una organización internacional pública, o de una convención internacional 
concertada en virtud del mismo, el Secretario lo comunicará a la respectiva organización 
internacional pública y le enviará copias de todo el expediente.  
Artículo 35. 1. La Corte estará abierta a los Estados partes en este Estatuto. 
2. Las condiciones bajo las cuales la Corte estará abierta a otros Estados serán fijadas por el 
Consejo de Seguridad con sujeción a las disposiciones especiales de los tratados vigentes, 
pero tales condiciones no podrán en manera alguna colocar a las partes en situación de 
desigualdad ante la Corte. 
3. Cuando un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas sea parte en un negocio, la 
Corte fijará la cantidad con que dicha parte debe contribuir a los gastos de la Corte. Esta 
disposición no es aplicable cuando dicho Estado contribuye a los gastos de la Corte.  
Artículo 36. 1. La competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las partes le 
sometan y a todos los asuntos especialmente previstos en la Carta de las Naciones Unidas o 
en los tratados y convenciones vigentes. 
2. Los Estados partes en el presente Estatuto podrán declarar en cualquier momento que 
reconocen como obligatoria ipso facto y sin convenio especial, respecto a cualquier otro Estado 
que acepte la misma obligación, la jurisdicción de la Corte en todas las controversias de orden 
jurídico que versen sobre: 
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a. la interpretación de un tratado; 
b. cualquier cuestión de derecho internacional; 
c. la existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría violación de una obligación 
internacional; 
d. la naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el quebrantamiento de una 
obligación internacional. 
3. La declaración a que se refiere este Artículo podrá hacerse incondicionalmente o bajo 
condición de reciprocidad por parte de varios o determinados Estados, o por determinado 
tiempo. 
4. Estas declaraciones serán remitidas para su depósito al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien transmitirá copias de ellas a las partes en este Estatuto y al Secretario de la 
Corte. 
5. Las declaraciones hechas de acuerdo con el Artículo 36 del Estatuto de la Corte Permanente 
de Justicia Internacional que estén aún vigentes, serán consideradas, respecto de las partes en 
el presente Estatuto, como aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de 
Justicia por el periodo que aún les quede de vigencia y conforme a los términos de dichas 
declaraciones. 
6. En caso de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no jurisdicción, la Corte decidirá.  
Artículo 37.  Cuando un tratado o convención vigente disponga que un asunto sea sometido a 
una jurisdicción que debía instituir la Sociedad de las Naciones, o a la Corte Permanente de 
Justicia Internacional, dicho asunto, por lo que respecta a las partes en este Estatuto, será 
sometido a la Corte Internacional de Justicia.  
Artículo 38. 1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las 
controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: a. las convenciones internacionales, sean 
generales o particulares, que establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados 
litigantes; b. la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada 
como derecho; c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; 
d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las 
distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59. 
2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex aequo et 
bono, si las partes así lo convinieren. 
 
CAPITULO III. PROCEDIMIENTO.  
Artículo 39. 1. Los idiomas oficiales de la Corte serán el francés y el inglés. Si las partes 
acordaren que el procedimiento se siga en francés, la sentencia se pronunciará en este idioma. 
Si acordaren que el procedimiento se siga en inglés, en este idioma se pronunciará la 
sentencia. 
2. A falta de acuerdo respecto del idioma que ha de usarse, cada parte podrá presentar sus 
alegatos en el que prefiera, y la Corte dictará la sentencia en francés y en inglés. En tal caso, la 
Corte determinará al mismo tiempo cuál de los dos textos hará fe. 
3. Si lo solicitare una de las partes, la Corte la autorizará para usar cualquier idioma que no sea 
ni el francés ni el inglés.  
Artículo 40. 1. Los negocios serán incoados ante la Corte, según el caso, mediante notificación 
del compromiso o mediante solicitud escrita dirigida al Secretario. En ambos casos se indicarán 
el objeto de la controversia y las partes. 
2. El Secretario comunicará inmediatamente la solicitud a todos los interesados. 
3. El Secretario notificará también a los Miembros de las Naciones Unidas por conducto del 
Secretario General, así como a los otros Estados con derecho a comparecer ante la Corte. 
Artículo 41. 1. La Corte tendrá facultad para indicar, si considera que las circunstancias así lo 
exigen, las medidas provisionales que deban tomarse para resguardar los derechos de cada 
una de las partes. 
2. Mientras se pronuncia el fallo, se notificarán inmediatamente a las partes y al Consejo de 
Seguridad las medidas indicadas.  
Artículo 42. 1. Las partes estarán representadas por agentes. 
2. Podrán tener ante la Corte consejeros o abogados. 
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3. Los agentes, los consejeros y los abogados de las partes ante la Corte gozarán de los 
privilegios e inmunidades necesarios para el libre desempeño de sus funciones.  
Artículo 43. 1. El procedimiento tendrá dos fases: una escrita y otra oral. 
2. El procedimiento escrito comprenderá la comunicación, a la Corte y a las partes, de 
memorias, contramemorias y, si necesario fuere, de réplicas, así como de toda pieza o 
documento en apoyo de las mismas. 
3. La comunicación se hará por conducto del Secretario, en el orden y dentro de los términos 
fijados por la Corte. 
4. Todo documento presentado por una de las partes será comunicado a la otra mediante copia 
certificada. 
5. El procedimiento oral consistirá en la audiencia que la Corte otorgue, a testigos, peritos, 
agentes, consejeros y abogados.  
Artículo 44. 1. Para toda modificación que deba hacerse a personas que no sean los agentes, 
consejeros o abogados, la Corte se dirigirá directamente al gobierno del Estado en cuyo 
territorio deba diligenciarse. 
2. Se seguirá el mismo procedimiento cuando se trate de obtener pruebas en el lugar de los 
hechos.  
Artículo 45. El Presidente dirigirá las vistas de la Corte y, en su ausencia, el Vicepresidente; y 
si ninguno de ellos pudiere hacerlo, presidirá el más antiguo de los magistrados presentes.  
Artículo 46. Las vistas de la Corte serán públicas, salvo lo que disponga la propia Corte en 
contrario, o que las partes pidan que no se admita al público.  
Artículo 47. 1. De cada vista se levantará un acta, que firmarán el Secretario y el Presidente. 
2. Esta acta será la única auténtica.  
Artículo 48. La Corte dictará las providencias necesarias para el curso del proceso, decidirá la 
forma y términos a que cada parte debe ajustar sus alegatos, y adoptará las medidas 
necesarias para la práctica de pruebas. 
Artículo 49. Aun antes de empezar una vista, la Corte puede pedir a los agentes que 
produzcan cualquier documento o den cualesquiera explicaciones. Si se negaren a hacerlo, se 
dejará constancia formal del hecho.  
Artículo 50. La Corte podrá, en cualquier momento, comisionar a cualquier individuo, entidad, 
negociado, comisión u otro organismo que ella escoja, para que haga una investigación o emita 
un dictamen pericial.  
Artículo 51. Las preguntas pertinentes que se hagan a testigos y peritos en el curso de una 
vista, estarán sujetas a las condiciones que fije la Corte en las reglas de procedimiento de que 
trata el Artículo 30.  
Artículo 52. Una vez recibidas las pruebas dentro del término fijado, la Corte podrá negarse a 
aceptar toda prueba adicional, oral o escrita, que una de las partes deseare presentar, salvo 
que la otra de su consentimiento.  
Artículo 53. 1. Cuando una de las partes no comparezca ante la Corte, o se abstenga de 
defender su caso, la otra parte podrá pedir a la Corte que decida a su favor. 
2. Antes de dictar su decisión, la Corte deberá asegurarse no sólo de que tiene competencia 
conforme a las disposiciones de los Artículos 36 y 37, sino también de que la demanda está 
bien fundada en cuanto a los hechos y al derecho.  
Artículo 54. 1. Cuando los agentes, consejeros y abogados, conforme a lo proveído por la 
Corte, hayan completado la presentación de su caso, el Presidente declarará terminada la 
vista. 
2. La Corte se retirará a deliberar. 
3. Las deliberaciones de la Corte se celebrarán en privado y permanecerán secretas.  
Artículo 55. 1. Todas las decisiones de la Corte se tomarán por mayoría de votos de los 
magistrados presentes. 
2. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente o del magistrado que lo reemplace. 
Artículo 56. 1. El fallo será motivado. 
2. El fallo mencionará los nombres de los magistrados que hayan tomado parte en él. 
Artículo 57. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los magistrados, 
cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente.  
Artículo 58. El fallo será firmado por el Presidente y el Secretario, y será leído en sesión 
pública después de notificarse debidamente a los agentes.  
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Artículo 59. La decisión de la Corte no es obligatoria sino para las partes en litigio y respecto 
del caso que ha sido decidido.  
Artículo 60. El fallo será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o el 
alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes.  
Artículo 61. 1. Sólo podrá pedirse la revisión de un fallo cuando la solicitud se funde en el 
descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor decisivo y que, al 
pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la Corte y de la parte que pida la revisión, siempre 
que su desconocimiento no se deba a negligencia. 
2. La Corte abrirá el proceso de revisión mediante una resolución en que se haga constar 
expresamente la existencia del hecho nuevo, en que se reconozca que éste por su naturaleza 
justifica la revisión, y en que se declare que hay lugar a la solicitud. 
3. Antes de iniciar el proceso de revisión la Corte podrá exigir que se cumpla lo dispuesto por el 
fallo. 
4. La solicitud de revisión deberá formularse dentro del término de seis meses después de 
descubierto el hecho nuevo. 
5. No podrá pedirse la revisión una vez transcurrido el término de diez años desde la fecha del 
fallo.  
Artículo 62. 1. Si un Estado considerare que tiene un interés de orden jurídico que puede ser 
afectado por la decisión del litigio, podrá pedir a la Corte que le permita intervenir. 
2. La Corte decidirá con respecto a dicha petición.  
Artículo 63. 1. Cuando se trate de la interpretación de una convención en la cual sean partes 
otros Estados además de las partes en litigio, el Secretario notificará inmediatamente a todos 
los Estados interesados. 
2. Todo Estado así notificado tendrá derecho a intervenir en el proceso; pero si ejerce ese 
derecho, la interpretación contenida en el fallo será igualmente obligatoria para él.  
Artículo 64. Salvo que la Corte determine otra cosa, cada parte sufragará sus propias costas. 
 
CAPITULO IV. OPINIONES CONSULTIVAS  
Artículo 65. 1. La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier cuestión 
jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las Naciones 
Unidas, o de acuerdo con las disposiciones de la misma. 
2. Las cuestiones sobre las cuales se solicite opinión consultiva serán expuestas a la Corte 
mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la cuestión respecto de la 
cual se haga la consulta. Con dicha solicitud se acompañarán todos los documentos que 
puedan arrojar luz sobre la cuestión.  
Artículo 66. 1. Tan pronto como se reciba una solicitud de opinión consultiva, el Secretario la 
notificará a todos los Estados que tengan derecho a comparecer ante la Corte. 
2. El Secretario notificará también, mediante comunicación especial y directa a todo Estado con 
derecho a comparecer ante la Corte, y a toda organización internacional que a juicio de la 
Corte, o de su Presidente si la Corte no estuviere reunida, puedan suministrar alguna 
información sobre la cuestión, que la Corte estará lista para recibir exposiciones escritas dentro 
del término que fijará el Presidente, o para oír en audiencia pública que se celebrará al efecto, 
exposiciones orales relativas a dicha cuestión. 
3. Cualquier Estado con derecho a comparecer ante la Corte que no haya recibido la 
comunicación especial mencionada en el párrafo 2 de este Artículo, podrá expresar su deseo 
de presentar una exposición escrita o de ser oído y la Corte decidirá. 
4. Se permitirá a los Estados y a las organizaciones que hayan presentado exposiciones 
escritas u orales, o de ambas clases, discutir las exposiciones presentadas por otros Estados u 
organizaciones en la forma, en la extensión y dentro del término que en cada caso fije la Corte, 
o su Presidente si la Corte no estuviere reunida. Con tal fin, el Secretario comunicará 
oportunamente tales exposiciones escritas a los Estados y organizaciones que hayan 
presentado las suyas.  
Artículo 67. La Corte pronunciará sus opiniones consultivas en audiencia pública, previa 
notificación al Secretario General de las Naciones Unidas y a los representantes de los 
Miembros de las Naciones Unidas, de los otros Estados y de las organizaciones 
internacionales directamente interesados.  
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Artículo 68. En el ejercicio de sus funciones consultivas, la Corte se guiará además por las 
disposiciones de este Estatuto que rijan en materia contenciosa, en la medida en que la propia 
Corte las considere aplicables. 
 
 
 
CAPITULO V. REFORMAS  
Artículo 69. Las reformas al presente Estatuto se efectuarán mediante el mismo procedimiento 
que establece la Carta de las Naciones Unidas para la reforma de dicha Carta, con sujeción a 
las disposiciones que la Asamblea General adopte, previa recomendación del Consejo de 
Seguridad, con respecto a la participación de Estados que sean partes en el Estatuto, pero no 
Miembros de las Naciones Unidas.  
Artículo 70. La Corte estará facultada para proponer las reformas que juzgue necesarias al 
presente Estatuto, comunicándolas por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas a 
fin de que sean consideradas de conformidad con las disposiciones del Artículo 69. 
 
 
Fuente: http://www.un.org/spanish/aboutun/icjstat.htm 
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EN NOMBRE DE SUS PUEBLOS LOS ESTADOS REPRESENTADOS EN LA IX 
CONFERENCIA INTERNACIONAL AMERICANA, 
Convencidos de que la misión histórica de América es ofrecer al hombre una tierra de libertad y 
un ámbito favorable para el desarrollo de su personalidad y la realización de sus justas 
aspiraciones; 
Conscientes de que esa misión ha inspirado ya numerosos convenios y acuerdos cuya virtud 
esencial radica en el anhelo de convivir en paz y de propiciar, mediante su mutua comprensión 
y su respeto por la soberanía de cada uno, el mejoramiento de todos en la independencia, en la 
igualdad y en el derecho; 
Ciertos de que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la 
paz y el desarrollo de la región; 
Seguros de que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecindad no 
puede ser otro que el de consolidar en este Continente, dentro del marco de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los 
derechos esenciales del hombre; 
Persuadidos de que el bienestar de todos ellos, así como su contribución al progreso y la 
civilización del mundo, habrá de requerir, cada día más, una intensa cooperación continental; 
Determinados a perseverar en la noble empresa que la Humanidad ha confiado a las Naciones 
Unidas, cuyos principios y propósitos reafirman solemnemente; 
Convencidos de que la organización jurídica es una condición necesaria para la seguridad y la 
paz, fundadas en el orden moral y en la justicia, y 

http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch1
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch2
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch3
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch4
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch5
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch6
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch7
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch8
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch9
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch10
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch11
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch12
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch13
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch14
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch15
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch16
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch17
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch18
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch19
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch20
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch21
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#ch22


30 

 

De acuerdo con la Resolución IX de la Conferencia sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, 
reunida en la Ciudad de México, 
 
HAN CONVENIDO 
en suscribir la siguiente 
CARTA DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
Primera Parte 
Capítulo I. NATURALEZA Y PROPOSITOS 
Artículo 1. Los Estados americanos consagran en esta Carta la organización internacional que 
han desarrollado para lograr un orden de paz y de justicia, fomentar su solidaridad, robustecer 
su colaboración y defender su soberanía, su integridad territorial y su independencia. Dentro de 
las Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos constituye un organismo 
regional. 
La Organización de los Estados Americanos no tiene más facultades que aquellas que 
expresamente le confiere la presente Carta, ninguna de cuyas disposiciones la autoriza a 
intervenir en asuntos de la jurisdicción interna de los Estados miembros. 
Artículo 2. La Organización de los Estados Americanos, para realizar los principios en que se 
funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, 
establece los siguientes propósitos esenciales: a) Afianzar la paz y la seguridad del Continente; 
b) Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no 
intervención; c) Prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica de 
controversias que surjan entre los Estados miembros; d) Organizar la acción solidaria de éstos 
en caso de agresión; e) Procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos 
que se susciten entre ellos; f) Promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo 
económico, social y cultural; g) Erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al 
pleno desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio, y h) Alcanzar una efectiva 
limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al 
desarrollo económico y social de los Estados miembros. 
 
Capítulo II. PRINCIPIOS 
Artículo 3. Los Estados americanos reafirman los siguientes principios: a) El derecho 
internacional es norma de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas. b)  El orden 
internacional está esencialmente constituido por el respeto a la personalidad, soberanía e 
independencia de los Estados y por el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los 
tratados y de otras fuentes del derecho internacional. c)  La buena fe debe regir las relaciones 
de los Estados entre sí. d) La solidaridad de los Estados americanos y los altos fines que con 
ella se persiguen, requieren la organización política de los mismos sobre la base del ejercicio 
efectivo de la democracia representativa. e) Todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias 
externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le 
convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo 
arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con 
independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales. f)  La 
eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la promoción y consolidación de la 
democracia representativa y constituye responsabilidad común y compartida de los Estados 
americanos. g) Los Estados americanos condenan la guerra de agresión: la victoria no da 
derechos. h) La agresión a un Estado americano constituye una agresión a todos los demás 
Estados americanos. i) Las controversias de carácter internacional que surjan entre dos o más 
Estados americanos deben ser resueltas por medio de procedimientos pacíficos. j) La justicia y 
la seguridad sociales son bases de una paz duradera. k) La cooperación económica es 
esencial para el bienestar y la prosperidad comunes de los pueblos del Continente. l) Los 
Estados americanos proclaman los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer 
distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo. m) La unidad espiritual del Continente se basa 
en el respeto de la personalidad cultural de los países americanos y demanda su estrecha 
cooperación en las altas finalidades de la cultura humana. n) La educación de los pueblos debe 
orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz. 
 
Capítulo III. MIEMBROS 
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Artículo 4. Son miembros de la Organización todos los Estados americanos que ratifiquen la 
presente Carta. 
Artículo 5. En la Organización tendrá su lugar toda nueva entidad política que nazca de la 
unión de varios de sus Estados miembros y que como tal ratifique esta Carta. El ingreso de la 
nueva entidad política en la Organización producirá, para cada uno de los Estados que la 
constituyen, la pérdida de la calidad de miembro de la Organización. 
Artículo 6. Cualquier otro Estado americano independiente que quiera ser miembro de la 
Organización, deberá manifestarlo mediante nota dirigida al Secretario General, en la cual 
indique que está dispuesto a firmar y ratificar la Carta de la Organización así como a aceptar 
todas las obligaciones que entraña la condición de miembro, en especial las referentes a la 
seguridad colectiva, mencionadas expresamente en los artículos 28 y 29 de la Carta. 
Artículo 7. La Asamblea General, previa recomendación del Consejo Permanente de la 
Organización, determinará si es procedente autorizar al Secretario General para que permita al 
Estado solicitante firmar la Carta y para que acepte el depósito del instrumento de ratificación 
correspondiente. Tanto la recomendación del Consejo Permanente, como la decisión de la 
Asamblea General, requerirán el voto afirmativo de los dos tercios de los Estados miembros. 
Artículo 8. La condición de miembro de la Organización estará restringida a los Estados 
independientes del Continente que al 10 de diciembre de 1985 fueran miembros de las 
Naciones Unidas y a los territorios no autónomos mencionados en el documento OEA/Ser.P, 
AG/doc.1939/85, del 5 de noviembre de 1985, cuando alcancen su independencia. 
Artículo 9. Un miembro de la Organización cuyo gobierno democráticamente constituido sea 
derrocado por la fuerza podrá ser suspendido del ejercicio del derecho de participación en las 
sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta, de los Consejos de la 
Organización y de las Conferencias Especializadas, así como de las comisiones, grupos de 
trabajo y demás cuerpos que se hayan creado. a) La facultad de suspensión solamente será 
ejercida cuando hayan sido infructuosas las gestiones diplomáticas que la Organización 
hubiera emprendido con el objeto de propiciar el restablecimiento de la democracia 
representativa en el Estado miembro afectado. b) La decisión sobre la suspensión deberá ser 
adoptada en un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, por el voto 
afirmativo de los dos tercios de los Estados miembros. c) La suspensión entrará en vigor 
inmediatamente después de su aprobación por la Asamblea General. d) La Organización 
procurará, no obstante la medida de suspensión, emprender nuevas gestiones diplomáticas 
tendientes a coadyuvar al restablecimiento de la democracia representativa en el Estado 
miembro afectado. e) El miembro que hubiere sido objeto de suspensión deberá continuar 
observando el cumplimiento de sus obligaciones con la Organización. f)  La Asamblea General 
podrá levantar la suspensión por decisión adoptada con la aprobación de dos tercios de los 
Estados miembros. g) Las atribuciones a que se refiere este artículo se ejercerán de 
conformidad con la presente Carta. 
 
Capítulo IV. DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES DE LOS ESTADOS 
Artículo 10. Los Estados son jurídicamente iguales, disfrutan de iguales derechos e igual 
capacidad para ejercerlos, y tienen iguales deberes. Los derechos de cada uno no dependen 
del poder de que disponga para asegurar su ejercicio, sino del simple hecho de su existencia 
como persona de derecho internacional. 
Artículo 11. Todo Estado americano tiene el deber de respetar los derechos de que disfrutan 
los demás Estados de acuerdo con el derecho internacional. 
Artículo 12. Los derechos fundamentales de los Estados no son susceptibles de menoscabo 
en forma alguna. 
Artículo 13. La existencia política del Estado es independiente de su reconocimiento por los 
demás Estados. Aun antes de ser reconocido, el Estado tiene el derecho de defender su 
integridad e independencia, proveer a su conservación y prosperidad y, por consiguiente, de 
organizarse como mejor lo entendiere, legislar sobre sus intereses, administrar sus servicios y 
determinar la jurisdicción y competencia de sus tribunales. El ejercicio de estos derechos no 
tiene otros límites que el ejercicio de los derechos de otros Estados conforme al derecho 
internacional. 
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Artículo 14. El reconocimiento implica que el Estado que lo otorga acepta la personalidad del 
nuevo Estado con todos los derechos y deberes que, para uno y otro, determina el derecho 
internacional. 
Artículo 15. El derecho que tiene el Estado de proteger y desarrollar su existencia no lo 
autoriza a ejecutar actos injustos contra otro Estado. 
Artículo 16. La jurisdicción de los Estados en los límites del territorio nacional se ejerce 
igualmente sobre todos los habitantes, sean nacionales o extranjeros. 
Artículo 17. Cada Estado tiene el derecho a desenvolver libre y espontáneamente su vida 
cultural, política y económica. En este libre desenvolvimiento el Estado respetará los derechos 
de la persona humana y los principios de la moral universal. 
Artículo 18. El respeto y la fiel observancia de los tratados constituyen normas para el 
desarrollo de las relaciones pacíficas entre los Estados. Los tratados y acuerdos 
internacionales deben ser públicos. 
Artículo 19. Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, directa o 
indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. 
El principio anterior excluye no solamente la fuerza armada, sino también cualquier otra forma 
de injerencia o de tendencia atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos 
políticos, económicos y culturales que lo constituyen. 
Artículo 20. Ningún Estado podrá aplicar o estimular medidas coercitivas de carácter 
económico y político para forzar la voluntad soberana de otro Estado y obtener de éste 
ventajas de cualquier naturaleza. 
Artículo 21. El territorio de un Estado es inviolable; no puede ser objeto de ocupación militar ni 
de otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado, directa o indirectamente, cualquiera que 
fuere el motivo, aun de manera temporal. No se reconocerán las adquisiciones territoriales o 
las ventajas especiales que se obtengan por la fuerza o por cualquier otro medio de coacción. 
Artículo 22. Los Estados americanos se obligan en sus relaciones internacionales a no recurrir 
al uso de la fuerza, salvo el caso de legítima defensa, de conformidad con los tratados vigentes 
o en cumplimiento de dichos tratados. 
Artículo 23. Las medidas que, de acuerdo con los tratados vigentes, se adopten para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad, no constituyen violación de los principios enunciados 
en los artículos 19 y 21. 
 
Capítulo V. SOLUCION PACIFICA DE CONTROVERSIAS 
Artículo 24. Las controversias internacionales entre los Estados miembros deben ser 
sometidas a los procedimientos de solución pacífica señalados en esta Carta. 
Esta disposición no se interpretará en el sentido de menoscabar los derechos y obligaciones de 
los Estados miembros de acuerdo con los artículos 34 y 35 de la Carta de las Naciones Unidas. 
Artículo 25. Son procedimientos pacíficos: la negociación directa, los buenos oficios, la 
mediación, la investigación y conciliación, el procedimiento judicial, el arbitraje y los que 
especialmente acuerden, en cualquier momento, las Partes. 
Artículo 26. Cuando entre dos o más Estados americanos se suscite una controversia que, en 
opinión de uno de ellos, no pueda ser resuelta por los medios diplomáticos usuales, las Partes 
deberán convenir en cualquier otro procedimiento pacífico que les permita llegar a una 
solución. 
Artículo 27. Un tratado especial establecerá los medios adecuados para resolver las 
controversias y determinará los procedimientos pertinentes a cada uno de los medios pacíficos, 
en forma de no dejar que controversia alguna entre los Estados americanos pueda quedar sin 
solución definitiva dentro de un plazo razonable. 
 
Capítulo VI. SEGURIDAD COLECTIVA 
Artículo 28. Toda agresión de un Estado contra la integridad o la inviolabilidad del territorio o 
contra la soberanía o la independencia política de un Estado americano, será considerada 
como un acto de agresión contra los demás Estados americanos. 
Artículo 29. Si la inviolabilidad o la integridad del territorio o la soberanía o la independencia 
política de cualquier Estado americano fueren afectadas por un ataque armado o por una 
agresión que no sea ataque armado, o por un conflicto extracontinental o por un conflicto entre 
dos o más Estados americanos o por cualquier otro hecho o situación que pueda poner en 
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peligro la paz de América, los Estados americanos en desarrollo de los principios de la 
solidaridad continental o de la legítima defensa colectiva, aplicarán las medidas y 

procedimientos establecidos en los tratados especiales, existentes en la materia. 
 
Capítulo VII. DESARROLLO INTEGRAL 
Artículo 30. Los Estados miembros, inspirados en los principios de solidaridad y cooperación 
interamericanas, se comprometen a aunar esfuerzos para lograr que impere la justicia social 
internacional en sus relaciones y para que sus pueblos alcancen un desarrollo integral, 
condiciones indispensables para la paz y la seguridad. El desarrollo integral abarca los campos 
económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico, en los cuales deben obtenerse 
las metas que cada país defina para lograrlo. 
Artículo 31. La cooperación interamericana para el desarrollo integral es responsabilidad 
común y solidaria de los Estados miembros en el marco de los principios democráticos y de las 
instituciones del sistema interamericano. Ella debe comprender los campos económico, social, 
educacional, cultural, científico y tecnológico, apoyar el logro de los objetivos nacionales de los 
Estados miembros y respetar las prioridades que se fije cada país en sus planes de desarrollo, 
sin ataduras ni condiciones de carácter político. 
Artículo 32. La cooperación interamericana para el desarrollo integral debe ser continua y 
encauzarse preferentemente a través de organismos multilaterales, sin perjuicio de la 
cooperación bilateral convenida entre Estados miembros. 
Los Estados miembros contribuirán a la cooperación interamericana para el desarrollo integral 
de acuerdo con sus recursos y posibilidades, y de conformidad con sus leyes. 
Artículo 33. El desarrollo es responsabilidad primordial de cada país y debe constituir un 
proceso integral y continuo para la creación de un orden económico y social justo que permita y 
contribuya a la plena realización de la persona humana. 
Artículo 34. Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la 
eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así 
como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, 
son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo 
en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas: 
a) Incremento sustancial y autosostenido del producto nacional per cápita; b) Distribución 
equitativa del ingreso nacional; c) Sistemas impositivos adecuados y equitativos; 
d) Modernización de la vida rural y reformas que conduzcan a regímenes equitativos y eficaces 
de tenencia de la tierra, mayor productividad agrícola, expansión del uso de la tierra, 
diversificación de la producción y mejores sistemas para la industrialización y comercialización 
de productos agrícolas, y fortalecimiento y ampliación de los medios para alcanzar estos fines; 
e) Industrialización acelerada y diversificada, especialmente de bienes de capital e intermedios; 
f)  Estabilidad del nivel de precios internos en armonía con el desarrollo económico sostenido y 
el logro de la justicia social; g) Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de 
trabajo aceptables para todos; h) Erradicación rápida del analfabetismo y ampliación, para 
todos, de las oportunidades en el campo de la educación; i) Defensa del potencial humano 
mediante la extensión y aplicación de los modernos conocimientos de la ciencia médica; j) 
Nutrición adecuada, particularmente por medio de la aceleración de los esfuerzos nacionales 
para incrementar la producción y disponibilidad de alimentos; k)  Vivienda adecuada para todos 
los sectores de la población; l) Condiciones urbanas que hagan posible una vida sana, 
productiva y digna; m)  Promoción de la iniciativa y la inversión privadas en armonía con la 
acción del sector público, y n)  Expansión y diversificación de las exportaciones. 
Artículo 35. Los Estados miembros deben abstenerse de ejercer políticas, acciones o medidas 
que tengan serios efectos adversos sobre el desarrollo de otros Estados miembros. 
Artículo 36. Las empresas transnacionales y la inversión privada extranjera están sometidas a 
la legislación y a la jurisdicción de los tribunales nacionales competentes de los países 
receptores y a los tratados y convenios internacionales en los cuales éstos sean Parte y, 
además, deben ajustarse a la política de desarrollo de los países receptores. 
Artículo 37. Los Estados miembros convienen en buscar, colectivamente, solución a los 
problemas urgentes o graves que pudieren presentarse cuando el desarrollo o estabilidad 
económicos, de cualquier Estado miembro, se vieren seriamente afectados por situaciones que 
no pudieren ser resueltas por el esfuerzo de dicho Estado. 
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Artículo 38. Los Estados miembros difundirán entre sí los beneficios de la ciencia y de la 
tecnología, promoviendo, de acuerdo con los tratados vigentes y leyes nacionales, el 
intercambio y el aprovechamiento de los conocimientos científicos y técnicos. 
Artículo 39. Los Estados miembros, reconociendo la estrecha interdependencia que hay entre 
el comercio exterior y el desarrollo económico y social, deben realizar esfuerzos, individuales y 
colectivos, con el fin de conseguir: a) Condiciones favorables de acceso a los mercados 
mundiales para los productos de los países en desarrollo de la región, especialmente por 
medio de la reducción o eliminación, por parte de los países importadores, de barreras 
arancelarias y no arancelarias que afectan las exportaciones de los Estados miembros de la 
Organización, salvo cuando dichas barreras se apliquen para diversificar la estructura 
económica, acelerar el desarrollo de los Estados miembros menos desarrollados e intensificar 
su proceso de integración económica, o cuando se relacionen con la seguridad nacional o las 
necesidades del equilibrio económico; b) La continuidad de su desarrollo económico y social 
mediante: i. Mejores condiciones para el comercio de productos básicos por medio de 
convenios internacionales, cuando fueren adecuados; procedimientos ordenados de 
comercialización que eviten la perturbación de los mercados, y otras medidas destinadas a 
promover la expansión de mercados y a obtener ingresos seguros para los productores, 
suministros adecuados y seguros para los consumidores, y precios estables que sean a la vez 
remunerativos para los productores y equitativos para los consumidores; ii. Mejor cooperación 
internacional en el campo financiero y adopción de otros medios para aminorar los efectos 
adversos de las fluctuaciones acentuadas de los ingresos por concepto de exportaciones que 
experimenten los países exportadores de productos básicos; iii. Diversificación de las 
exportaciones y ampliación de las oportunidades para exportar productos manufacturados y 
semimanufacturados de países en desarrollo, y iv. Condiciones favorables al incremento de los 
ingresos reales provenientes de las exportaciones de los Estados miembros, especialmente de 
los países en desarrollo de la región, y al aumento de su participación en el comercio 
internacional. 
Artículo 40. Los Estados miembros reafirman el principio de que los países de mayor 
desarrollo económico, que en acuerdos internacionales de comercio efectúen concesiones en 
beneficio de los países de menor desarrollo económico en materia de reducción y eliminación 
de tarifas u otras barreras al comercio exterior, no deben solicitar de esos países concesiones 
recíprocas que sean incompatibles con su desarrollo económico y sus necesidades financieras 
y comerciales. 
Artículo 41. Los Estados miembros, con el objeto de acelerar el desarrollo económico, la 
integración regional, la expansión y el mejoramiento de las condiciones de su comercio, 
promoverán la modernización y la coordinación de los transportes y de las comunicaciones en 
los países en desarrollo y entre los Estados miembros. 
Artículo 42. Los Estados miembros reconocen que la integración de los países en desarrollo 
del Continente es uno de los objetivos del sistema interamericano y, por consiguiente, 
orientarán sus esfuerzos y tomarán las medidas necesarias para acelerar el proceso de 
integración, con miras al logro, en el más corto plazo, de un mercado común latinoamericano. 
Artículo 43. Con el fin de fortalecer y acelerar la integración en todos sus aspectos, los 
Estados miembros se comprometen a dar adecuada prioridad a la preparación y ejecución de 
proyectos multinacionales y a su financiamiento, así como a estimular a las instituciones 
económicas y financieras del sistema interamericano para que continúen dando su más amplio 
respaldo a las instituciones y a los programas de integración regional. 
Artículo 44. Los Estados miembros convienen en que la cooperación técnica y financiera, 
tendiente a fomentar los procesos de integración económica regional, debe fundarse en el 
principio del desarrollo armónico, equilibrado y eficiente, asignando especial atención a los 
países de menor desarrollo relativo, de manera que constituya un factor decisivo que los 
habilite a promover, con sus propios esfuerzos, el mejor desarrollo de sus programas de 
infraestructura, nuevas líneas de producción y la diversificación de sus exportaciones. 
Artículo 45. Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar la 
plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de 
desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la 
aplicación de los siguientes principios y mecanismos: a) Todos los seres humanos, sin 
distinción de raza, sexo, nacionalidad, credo o condición social, tienen derecho al bienestar 
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material y a su desarrollo espiritual, en condiciones de libertad, dignidad, igualdad de 
oportunidades y seguridad económica; b)  El trabajo es un derecho y un deber social, otorga 
dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de 
salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su 
familia, tanto en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo 
prive de la posibilidad de trabajar; c) Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales como 
urbanos, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus 
intereses, incluyendo el derecho de negociación colectiva y el de huelga por parte de los 
trabajadores, el reconocimiento de la personería jurídica de las asociaciones y la protección de 
su libertad e independencia, todo de conformidad con la legislación respectiva; d) Justos y 
eficientes sistemas y procedimientos de consulta y colaboración entre los sectores de la 
producción, tomando en cuenta la protección de los intereses de toda la sociedad; e) El 
funcionamiento de los sistemas de administración pública, banca y crédito, empresa, 
distribución y ventas, en forma que, en armonía con el sector privado, responda a los 
requerimientos e intereses de la comunidad; f) La incorporación y creciente participación de los 
sectores marginales de la población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida económica, 
social, cívica, cultural y política de la nación, a fin de lograr la plena integración de la 
comunidad nacional, el aceleramiento del proceso de movilidad social y la consolidación del 
régimen democrático. El estímulo a todo esfuerzo de promoción y cooperación populares que 
tenga por fin el desarrollo y progreso de la comunidad; g) El reconocimiento de la importancia 
de la contribución de las organizaciones, tales como los sindicatos, las cooperativas y 
asociaciones culturales, profesionales, de negocios, vecinales y comunales, a la vida de la 
sociedad y al proceso de desarrollo; h) Desarrollo de una política eficiente de seguridad social, 
e i) Disposiciones adecuadas para que todas las personas tengan la debida asistencia legal 
para hacer valer sus derechos. 
Artículo 46. Los Estados miembros reconocen que, para facilitar el proceso de la integración 
regional latinoamericana, es necesario armonizar la legislación social de los países en 
desarrollo, especialmente en el campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los 
derechos de los trabajadores sean igualmente protegidos, y convienen en realizar los máximos 
esfuerzos para alcanzar esta finalidad. 
Artículo 47. Los Estados miembros darán importancia primordial, dentro de sus planes de 
desarrollo, al estímulo de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura orientadas hacia el 
mejoramiento integral de la persona humana y como fundamento de la democracia, la justicia 
social y el progreso. 
Artículo 48. Los Estados miembros cooperarán entre sí para satisfacer sus necesidades 
educacionales, promover la investigación científica e impulsar el adelanto tecnológico para su 
desarrollo integral, y se considerarán individual y solidariamente comprometidos a preservar y 
enriquecer el patrimonio cultural de los pueblos americanos. 
Artículo 49. Los Estados miembros llevarán a cabo los mayores esfuerzos para asegurar, de 
acuerdo con sus normas constitucionales, el ejercicio efectivo del derecho a la educación, 
sobre las siguientes bases: a) La educación primaria será obligatoria para la población en edad 
escolar, y se ofrecerá también a todas las otras personas que puedan beneficiarse de ella. 
Cuando la imparta el Estado, será gratuita; b) La educación media deberá extenderse 
progresivamente a la mayor parte posible de la población, con un criterio de promoción social. 
Se diversificará de manera que, sin perjuicio de la formación general de los educandos, 
satisfaga las necesidades del desarrollo de cada país, y c) La educación superior estará abierta 
a todos, siempre que, para mantener su alto nivel, se cumplan las normas reglamentarias o 
académicas correspondientes.  
Artículo 50. Los Estados miembros prestarán especial atención a la erradicación del 
analfabetismo; fortalecerán los sistemas de educación de adultos y habilitación para el trabajo; 
asegurarán el goce de los bienes de la cultura a la totalidad de la población, y promoverán el 
empleo de todos los medios de difusión para el cumplimiento de estos propósitos. 
Artículo 51. Los Estados miembros fomentarán la ciencia y la tecnología mediante actividades 
de enseñanza, investigación y desarrollo tecnológico y programas de difusión y divulgación, 
estimularán las actividades en el campo de la tecnología con el propósito de adecuarla a las 
necesidades de su desarrollo integral, concertarán eficazmente su cooperación en estas 
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materias, y ampliarán sustancialmente el intercambio de conocimientos, de acuerdo con los 
objetivos y leyes nacionales y los tratados vigentes. 
Artículo 52. Los Estados miembros acuerdan promover, dentro del respeto debido a la 
personalidad de cada uno de ellos, el intercambio cultural como medio eficaz para consolidar la 
comprensión interamericana y reconocen que los programas de integración regional deben 
fortalecerse con una estrecha vinculación en los campos de la educación, la ciencia y la 
cultura. 
 
Segunda Parte. Capítulo VIII. DE LOS ÓRGANOS 
Artículo 53. La Organización de los Estados Americanos realiza sus fines por medio de: 
a) La Asamblea General; 
b) La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores; 
c) Los Consejos; 
d) El Comité Jurídico Interamericano; 
e) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 
f) La Secretaría General; 
g) Las Conferencias Especializadas, y 
h) Los Organismos Especializados. 
Se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones, 
los órganos subsidiarios, organismos y las otras entidades que se estimen necesarios. 
 
Capítulo IX. LA ASAMBLEA GENERAL 
Artículo 54. La Asamblea General es el órgano supremo de la Organización de los Estados 
Americanos. Tiene como atribuciones principales, además de las otras que le señala la Carta, 
las siguientes: a) Decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la 
estructura y funciones de sus órganos y considerar cualquier asunto relativo a la convivencia 
de los Estados americanos; b) Dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de 
los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las 
de las otras instituciones del sistema interamericano; c) Robustecer y armonizar la cooperación 
con las Naciones Unidas y sus organismos especializados; d) Propiciar la colaboración, 
especialmente en los campos económico, social y cultural, con otras organizaciones 
internacionales que persigan propósitos análogos a los de la Organización de los Estados 
Americanos; e) Aprobar el programa-presupuesto de la Organización y fijar las cuotas de los 
Estados miembros; f) Considerar los informes de la Reunión de Consulta de Ministros de 
Relaciones Exteriores y las observaciones y recomendaciones que, con respecto a los informes 
que deben presentar los demás órganos y entidades, le eleve el Consejo Permanente, de 
conformidad con lo establecido en el párrafo f) del artículo 91, así como los informes de 
cualquier órgano que la propia Asamblea General requiera; g) Adoptar las normas generales 
que deben regir el funcionamiento de la Secretaría General, y h) Aprobar su reglamento y, por 
dos tercios de los votos, su temario. 
La Asamblea General ejercerá sus atribuciones de acuerdo con lo dispuesto en la Carta y en 
otros tratados interamericanos. 
Artículo 55. La Asamblea General establece las bases para fijar la cuota con que debe 
contribuir cada uno de los Gobiernos al sostenimiento de la Organización, tomando en cuenta 
la capacidad de pago de los respectivos países y la determinación de éstos de contribuir en 
forma equitativa. Para tomar decisiones en asuntos presupuestarios, se necesita la aprobación 
de los dos tercios de los Estados miembros. 
Artículo 56.Todos los Estados miembros tienen derecho a hacerse representar en la Asamblea 
General. Cada Estado tiene derecho a un voto. 
Artículo 57. La Asamblea General se reunirá anualmente en la época que determine el 
reglamento y en la sede seleccionada conforme al principio de rotación. En cada período 
ordinario de sesiones se determinará, de acuerdo con el reglamento, la fecha y sede del 
siguiente período ordinario. Si por cualquier motivo la Asamblea General no pudiere celebrarse 
en la sede escogida, se reunirá en la Secretaría General, sin perjuicio de que si alguno de los 
Estados miembros ofreciere oportunamente sede en su territorio, el Consejo Permanente de la 
Organización pueda acordar que la Asamblea General se reúna en dicha sede. 
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Artículo 58. En circunstancias especiales y con la aprobación de los dos tercios de los Estados 
miembros, el Consejo Permanente convocará a un período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General. 
Artículo 59. Las decisiones de la Asamblea General se adoptarán por el voto de la mayoría 
absoluta de los Estados miembros, salvo los casos en que se requiere el voto de los dos 
tercios, conforme a lo dispuesto en la Carta, y aquellos que llegare a determinar la Asamblea 
General, por la vía reglamentaria. 
Artículo 60. Habrá una Comisión Preparatoria de la Asamblea General, compuesta por 
representantes de todos los Estados miembros, que tendrá las siguientes funciones: 
a) Formular el proyecto de temario de cada período de sesiones de la Asamblea General; 
b) Examinar el proyecto de programa-presupuesto y el de resolución sobre cuotas, y presentar 
a la Asamblea General un informe sobre los mismos, con las recomendaciones que estime 
pertinentes, y c) Las demás que le asigne la Asamblea General. 
El proyecto de temario y el informe serán transmitidos oportunamente a los Gobiernos de los 
Estados miembros. 
 
Capítulo X. LA REUNIÓN DE CONSULTA DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES 
Artículo 61 
La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores deberá celebrarse con el fin de 
considerar problemas de carácter urgente y de interés común para los Estados americanos, y 
para servir de Órgano de Consulta. 
Artículo 62. Cualquier Estado miembro puede pedir que se convoque la Reunión de Consulta. 
La solicitud debe dirigirse al Consejo Permanente de la Organización, el cual decidirá por 
mayoría absoluta de votos si es procedente la Reunión. 
Artículo 63. El temario y el reglamento de la Reunión de Consulta serán preparados por el 
Consejo Permanente de la Organización y sometidos a la consideración de los Estados 
miembros. 
Artículo 64. Si excepcionalmente el Ministro de Relaciones Exteriores de cualquier país no 
pudiere concurrir a la Reunión, se hará representar por un Delegado Especial. 
Artículo 65. En caso de ataque armado al territorio de un Estado americano o dentro de la 
región de seguridad que delimita el tratado vigente, el Presidente del Consejo Permanente 
reunirá al Consejo sin demora para determinar la convocatoria de la Reunión de Consulta, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca por lo que atañe 
a los Estados Partes en dicho instrumento. 
Artículo 66. Se establece un Comité Consultivo de Defensa para asesorar al Órgano de 
Consulta en los problemas de colaboración militar que puedan suscitarse con motivo de la 
aplicación de los tratados especiales existentes en materia de seguridad colectiva. 
Artículo 67. El Comité Consultivo de Defensa se integrará con las más altas autoridades 
militares de los Estados americanos que participen en la Reunión de Consulta. 
Excepcionalmente los Gobiernos podrán designar sustitutos. Cada Estado tendrá derecho a un 
voto. 
Artículo 68. El Comité Consultivo de Defensa será convocado en los mismos términos que el 
Órgano de Consulta, cuando éste haya de tratar asuntos relativos a la defensa contra la 
agresión. 
Artículo 69. Cuando la Asamblea General o la Reunión de Consulta o los Gobiernos, por 
mayoría de dos terceras partes de los Estados miembros, le encomienden estudios técnicos o 
informes sobre temas específicos, el Comité se reunirá también para ese fin. 
 
Capítulo XI. LOS CONSEJOS DE LA ORGANIZACIÓN. Disposiciones Comunes 
Artículo 70. El Consejo Permanente de la Organización y el Consejo Interamericano para el 
Desarrollo Integral, dependen directamente de la Asamblea General y tienen la competencia 
que a cada uno de ellos asignan la Carta y otros instrumentos interamericanos, así como las 
funciones que les encomienden la Asamblea General y la Reunión de Consulta de Ministros de 
Relaciones Exteriores. 
Artículo 71. Todos los Estados miembros tienen derecho a hacerse representar en cada uno 
de los consejos. Cada Estado tiene derecho a un voto. 
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Artículo 72. Dentro de los límites de la Carta y demás instrumentos interamericanos, los 
consejos podrán hacer recomendaciones en el ámbito de sus atribuciones. 
Artículo 73. Los consejos, en asuntos de su respectiva competencia, podrán presentar 
estudios y propuestas a la Asamblea General, someterle proyectos de instrumentos 
internacionales y proposiciones referentes a la celebración de Conferencias Especializadas, a 
la creación, modificación, o supresión de organismos especializados y otras entidades 
interamericanas, así como sobre la coordinación de sus actividades. Igualmente los consejos 
podrán presentar estudios, propuestas y proyectos de instrumentos internacionales a las 
Conferencias Especializadas. 
Artículo 74. Cada consejo, en casos urgentes, podrá convocar, en materias de su 
competencia, Conferencias Especializadas, previa consulta con los Estados miembros y sin 
tener que recurrir al procedimiento previsto en el artículo 122. 
Artículo 75. Los consejos, en la medida de sus posibilidades y con la cooperación de la 
Secretaría General, prestarán a los Gobiernos los servicios especializados que éstos soliciten. 
Artículo 76. Cada consejo está facultado para requerir del otro, así como de los órganos 
subsidiarios y de los organismos que de ellos dependen, que le presten, en los campos de sus 
respectivas competencias, información y asesoramiento. Los consejos podrán igualmente 
solicitar los mismos servicios de las demás entidades del sistema interamericano. 
Artículo 77. Con la aprobación previa de la Asamblea General, los consejos podrán crear los 
órganos subsidiarios y los organismos que consideren convenientes para el mejor ejercicio de 
sus funciones. Si la Asamblea General no estuviere reunida, dichos órganos y organismos 
podrán ser establecidos provisionalmente por el consejo respectivo. Al integrar estas entidades, 
los consejos observarán, en lo posible, los principios de rotación y de equitativa representación 
geográfica. 
Artículo 78. Los consejos podrán celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado 
miembro, cuando así lo estimen conveniente y previa aquiescencia del respectivo Gobierno. 
Artículo 79. Cada consejo redactará su estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General y aprobará su reglamento y los de sus órganos subsidiarios, organismos y comisiones. 
Capítulo XII. EL CONSEJO PERMANENTE DE LA ORGANIZACIÓN 
Artículo 80. El Consejo Permanente de la Organización se compone de un representante por 
cada Estado miembro, nombrado especialmente por el Gobierno respectivo con la categoría de 
embajador. Cada Gobierno podrá acreditar un representante interino, así como los 
representantes suplentes y asesores que juzgue conveniente. 
Artículo 81. La presidencia del Consejo Permanente será ejercida sucesivamente por los 
representantes en el orden alfabético de los nombres en español de sus respectivos países y la 
vicepresidencia en idéntica forma, siguiendo el orden alfabético inverso. 
El presidente y el vicepresidente desempeñarán sus funciones por un período no mayor de seis 
meses, que será determinado por el estatuto. 
Artículo 82. El Consejo Permanente conoce, dentro de los límites de la Carta y de los tratados 
y acuerdos interamericanos, de cualquier asunto que le encomienden la Asamblea General o la 
Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores. 
Artículo 83. El Consejo Permanente actuará provisionalmente como Órgano de Consulta de 
conformidad con lo establecido en el tratado especial sobre la materia. 
Artículo 84. El Consejo Permanente velará por el mantenimiento de las relaciones de amistad 
entre los Estados miembros y, con tal fin, les ayudará de una manera efectiva en la solución 
pacífica de sus controversias, de acuerdo con las disposiciones siguientes. 
Artículo 85. Con arreglo a las disposiciones de la Carta, cualquier Parte en una controversia 
en la que no se encuentre en trámite ninguno de los procedimientos pacíficos previstos en la 
Carta, podrá recurrir al Consejo Permanente para obtener sus buenos oficios. El Consejo, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, asistirá a las Partes y recomendará los 
procedimientos que considere adecuados para el arreglo pacífico de la controversia. 
Artículo 86. El Consejo Permanente, en el ejercicio de sus funciones, con la anuencia de las 
Partes en la controversia, podrá establecer comisiones ad hoc. 
Las comisiones ad hoc tendrán la integración y el mandato que en cada caso acuerde el 
Consejo Permanente con el consentimiento de las Partes en la controversia. 
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Artículo 87. El Consejo Permanente podrá, asimismo, por el medio que estime conveniente, 
investigar los hechos relacionados con la controversia, inclusive en el territorio de cualquiera de 
las Partes, previo consentimiento del Gobierno respectivo. 
Artículo 88. Si el procedimiento de solución pacífica de controversias recomendado por el 
Consejo Permanente, o sugerido por la respectiva comisión ad hoc dentro de los términos de 
su mandato, no fuere aceptado por alguna de las Partes, o cualquiera de éstas declarare que el 
procedimiento no ha resuelto la controversia, el Consejo Permanente informará a la Asamblea 
General, sin perjuicio de llevar a cabo gestiones para el avenimiento entre las Partes o para la 
reanudación de las relaciones entre ellas. 
Artículo 89. El Consejo Permanente, en el ejercicio de estas funciones, adoptará sus 
decisiones por el voto afirmativo de los dos tercios de sus miembros, excluidas las Partes, 
salvo aquellas decisiones cuya aprobación por simple mayoría autorice el reglamento. 
Artículo 90. En el desempeño de sus funciones relativas al arreglo pacífico de controversias, el 
Consejo Permanente y la comisión ad hoc respectiva deberán observar las disposiciones de la 
Carta y los principios y normas de derecho internacional, así como tener en cuenta la 
existencia de los tratados vigentes entre las Partes. 
Artículo 91. Corresponde también al Consejo Permanente: a) Ejecutar aquellas decisiones de 
la Asamblea General o de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores cuyo 
cumplimiento no haya sido encomendado a ninguna otra entidad; b) Velar por la observancia 
de las normas que regulan el funcionamiento de la Secretaría General y, cuando la Asamblea 
General no estuviere reunida, adoptar las disposiciones de índole reglamentaria que habiliten a 
la Secretaría General para cumplir sus funciones administrativas; c) Actuar como Comisión 
Preparatoria de la Asamblea General en las condiciones determinadas por el artículo 60 de la 
Carta, a menos que la Asamblea General lo decida en forma distinta; d) Preparar, a petición de 
los Estados miembros, y con la cooperación de los órganos apropiados de la Organización, 
proyectos de acuerdos para promover y facilitar la colaboración entre la Organización de los 
Estados Americanos y las Naciones Unidas o entre la Organización y otros organismos 
americanos de reconocida autoridad internacional. Estos proyectos serán sometidos a la 
aprobación de la Asamblea General; e) Formular recomendaciones a la Asamblea General 
sobre el funcionamiento de la Organización y la coordinación de sus órganos subsidiarios, 
organismos y comisiones; f) Considerar los informes del Consejo Interamericano para el 
Desarrollo Integral, del Comité Jurídico Interamericano, de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, de la Secretaría General, de los organismos y conferencias 
especializados y de los demás órganos y entidades, y presentar a la Asamblea General las 
observaciones y recomendaciones que estime del caso, y g)     Ejercer las demás atribuciones 
que le señala la Carta. 
Artículo 92. El Consejo Permanente y la Secretaría General tendrán la misma sede. 
 
Capítulo XIII. EL CONSEJO INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 
Artículo 93. El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral se compone de un 
representante titular, a nivel ministerial o su equivalente, por cada Estado miembro, nombrado 
especialmente por el Gobierno respectivo. Conforme lo previsto en la Carta, el Consejo 
Interamericano para el Desarrollo Integral podrá crear los órganos subsidiarios y los 
organismos que considere convenientes para el mejor ejercicio de sus funciones. 
Artículo 94. El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral tiene como finalidad 
promover la cooperación entre los Estados americanos con el propósito de lograr su desarrollo 
integral, y en particular para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica, de conformidad 
con las normas de la Carta y en especial las consignadas en el Capítulo VII de la misma, en los 
campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico. 
Artículo 95. Para realizar sus diversos fines, particularmente en el área específica de la 
cooperación técnica, el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral deberá: a) Formular 
y recomendar a la Asamblea General el plan estratégico que articule las políticas, los 
programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el 
marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General. b) Formular 
directrices para elaborar el programa-presupuesto de cooperación técnica, así como para las 
demás actividades del Consejo. c) Promover, coordinar y responsabilizar de la ejecución de 
programas y proyectos de desarrollo a los órganos subsidiarios y organismos 
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correspondientes, con base en las prioridades determinadas por los Estados miembros, en 
áreas tales como: 1) Desarrollo económico y social, incluyendo el comercio, el turismo, la 
integración y el medio ambiente; 2) Mejoramiento y extensión de la educación a todos los 
niveles y la promoción de la investigación científica y tecnológica, a través de la cooperación 
técnica, así como el apoyo a las actividades del área cultural, y 3) Fortalecimiento de la 
conciencia cívica de los pueblos americanos, como uno de los fundamentos del ejercicio 
efectivo de la democracia y la observancia de los derechos y deberes de la persona humana. 
Para estos efectos se contará con el concurso de mecanismos de participación sectorial y de 
otros órganos subsidiarios y organismos previstos en la Carta y en otras disposiciones de la 
Asamblea General. d) Establecer relaciones de cooperación con los órganos correspondientes 
de las Naciones Unidas y con otras entidades nacionales e internacionales, especialmente en 
lo referente a la coordinación de los programas interamericanos de cooperación técnica. 
e) Evaluar periódicamente las actividades de cooperación para el desarrollo integral, en cuanto 
a su desempeño en la consecución de las políticas, los programas y proyectos, en términos de 
su impacto, eficacia, eficiencia, aplicación de recursos, y de la calidad, entre otros, de los 
servicios de cooperación técnica prestados, e informar a la Asamblea General. 
Artículo 96. El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral celebrará, por lo menos, una 
reunión cada año a nivel ministerial o su equivalente, y podrá convocar la celebración de 
reuniones al mismo nivel para los temas especializados o sectoriales que estime pertinentes, 
en áreas de su competencia. Se reunirá, además, cuando lo convoque la Asamblea General, la 
Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o por propia iniciativa, o para los 
casos previstos en el Artículo 37 de la Carta. 
Artículo 97. El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral tendrá las Comisiones 
Especializadas No Permanentes que decida establecer y que se requieran para el mejor 
desempeño de sus funciones. Dichas comisiones tendrán la competencia, funcionarán y se 
integrarán conforme a lo que se establezca en el estatuto del Consejo. 
Artículo 98. La ejecución y, en su caso, la coordinación de los proyectos aprobados se 
encargará a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, la cual informará sobre los 
resultados de ejecución de los mismos al Consejo. 
 
Capítulo XIV. EL COMITÉ JURIDICO INTERAMERICANO 
Artículo 99. El Comité Jurídico Interamericano tiene como finalidad servir de cuerpo consultivo 
de la Organización en asuntos jurídicos; promover el desarrollo progresivo y la codificación del 
derecho internacional, y estudiar los problemas jurídicos referentes a la integración de los 
países en desarrollo del Continente y la posibilidad de uniformar sus legislaciones en cuanto 
parezca conveniente. 
Artículo 100. El Comité Jurídico Interamericano emprenderá los estudios y trabajos 
preparatorios que le encomienden la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros 
de Relaciones Exteriores o los consejos de la Organización. Además, puede realizar, a 
iniciativa propia, los que considere conveniente, y sugerir la celebración de conferencias 
jurídicas especializadas. 
Artículo 101. El Comité Jurídico Interamericano estará integrado por once juristas nacionales 
de los Estados miembros, elegidos por un período de cuatro años, de ternas presentadas por 
dichos Estados. La Asamblea General hará la elección mediante un régimen que tenga en 
cuenta la renovación parcial y procure, en lo posible, una equitativa representación geográfica. 
En el Comité no podrá haber más de un miembro de la misma nacionalidad. 
Las vacantes producidas por causas distintas de la expiración normal de los mandatos de los 
miembros del Comité, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización siguiendo los 
mismos criterios establecidos en el párrafo anterior. 
Artículo 102. El Comité Jurídico Interamericano representa al conjunto de los Estados 
miembros de la Organización, y tiene la más amplia autonomía técnica. 
Artículo 103. El Comité Jurídico Interamericano establecerá relaciones de cooperación con las 
universidades, institutos y otros centros docentes, así como con las comisiones y entidades 
nacionales e internacionales dedicadas al estudio, investigación, enseñanza o divulgación de 
los asuntos jurídicos de interés internacional. 
Artículo 104. El Comité Jurídico Interamericano redactará su estatuto, el cual será sometido a 
la aprobación de la Asamblea General. 
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El Comité adoptará su propio reglamento. 
Artículo 105. El Comité Jurídico Interamericano tendrá su sede en la ciudad de Río de Janeiro, 
pero en casos especiales podrá celebrar reuniones en cualquier otro lugar que oportunamente 
se designe, previa consulta con el Estado miembro correspondiente. 
 
Capítulo XV. LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Artículo 106. Habrá una Comisión Interamericana de Derechos Humanos que tendrá, como 
función principal, la de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y de 
servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia. 
Una convención interamericana sobre derechos humanos determinará la estructura, 
competencia y procedimiento de dicha Comisión, así como los de los otros órganos 
encargados de esa materia. 
 
Capítulo XVI. LA SECRETARÍA GENERAL 
Artículo 107. La Secretaría General es el órgano central y permanente de la Organización de 
los Estados Americanos. Ejercerá las funciones que le atribuyan la Carta, otros tratados y 
acuerdos interamericanos y la Asamblea General, y cumplirá los encargos que le encomienden 
la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y los 
consejos. 
Artículo 108. El Secretario General de la Organización será elegido por la Asamblea General 
para un período de cinco años y no podrá ser reelegido más de una vez ni sucedido por una 
persona de la misma nacionalidad. En caso de que quedare vacante el cargo de Secretario 
General, el Secretario General Adjunto asumirá las funciones de aquél hasta que la Asamblea 
General elija un nuevo titular para un período completo. 
Artículo 109. El Secretario General dirige la Secretaría General, tiene la representación legal 
de la misma y, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 91, inciso b), es responsable ante la 
Asamblea General del cumplimiento adecuado de las obligaciones y funciones de la Secretaría 
General. 
Artículo 110. El Secretario General, o su representante, podrá participar con voz pero sin voto 
en todas las reuniones de la Organización. 
El Secretario General podrá llevar a la atención de la Asamblea General o del Consejo 
Permanente cualquier asunto que, en su opinión, pudiese afectar la paz y la seguridad del 
Continente o el desarrollo de los Estados miembros. 
Las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior se ejercerán de conformidad con la 
presente Carta. 
Artículo 111. En concordancia con la acción y la política decididas por la Asamblea General y 
con las resoluciones pertinentes de los Consejos, la Secretaría General promoverá las 
relaciones económicas, sociales, jurídicas, educativas, científicas y culturales entre todos los 
Estados miembros de la Organización, con especial énfasis en la cooperación para la 
eliminación de la pobreza crítica. 
Artículo 112. La Secretaría General desempeña además las siguientes funciones: 
a) Transmitir ex officio a los Estados miembros la convocatoria de la Asamblea General, de la 
Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, del Consejo Interamericano para 
el Desarrollo Integral y de las Conferencias Especializadas; b) Asesorar a los otros órganos, 
según corresponda, en la preparación de los temarios y reglamentos; c) Preparar el proyecto 
de programa-presupuesto de la Organización, sobre la base de los programas adoptados por 
los consejos, organismos y entidades cuyos gastos deban ser incluidos en el programa-
presupuesto y, previa consulta con esos consejos o sus comisiones permanentes, someterlo a 
la Comisión Preparatoria de la Asamblea General y después a la Asamblea misma; 
d) Proporcionar a la Asamblea General y a los demás órganos servicios permanentes y 
adecuados de secretaría y cumplir sus mandatos y encargos. Dentro de sus posibilidades, 
atender a las otras reuniones de la Organización; e) Custodiar los documentos y archivos de 
las Conferencias Interamericanas, de la Asamblea General, de las Reuniones de Consulta de 
Ministros de Relaciones Exteriores, de los consejos y de las Conferencias Especializadas; 
f) Servir de depositaria de los tratados y acuerdos interamericanos, así como de los 
instrumentos de ratificación de los mismos; g) Presentar a la Asamblea General, en cada 
período ordinario de sesiones, un informe anual sobre las actividades y el estado financiero de 
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la Organización, y h) Establecer relaciones de cooperación, de acuerdo con lo que resuelva la 
Asamblea General o los consejos, con los Organismos Especializados y otros organismos 
nacionales e internacionales. 
Artículo 113. Corresponde al Secretario General: a) Establecer las dependencias de la 
Secretaría General que sean necesarias para la realización de sus fines, y b) Determinar el 
número de funcionarios y empleados de la Secretaría General, nombrarlos, reglamentar sus 
atribuciones y deberes y fijar sus emolumentos. 
El Secretario General ejercerá estas atribuciones de acuerdo con las normas generales y las 
disposiciones presupuestarias que establezca la Asamblea General. 
Artículo 114. El Secretario General Adjunto será elegido por la Asamblea General para un 
período de cinco años y no podrá ser reelegido más de una vez ni sucedido por una persona 
de la misma nacionalidad. En caso de que quedare vacante el cargo de Secretario General 
Adjunto, el Consejo Permanente elegirá un sustituto que ejercerá dicho cargo hasta que la 
Asamblea General elija un nuevo titular para un período completo. 
Artículo 115. El Secretario General Adjunto es el Secretario del Consejo Permanente. Tiene el 
carácter de funcionario consultivo del Secretario General y actuará como delegado suyo en 
todo aquello que le encomendare. Durante la ausencia temporal o impedimento del Secretario 
General, desempeñará las funciones de éste. 
El Secretario General y el Secretario General Adjunto deberán ser de distinta nacionalidad. 
Artículo 116. La Asamblea General, con el voto de los dos tercios de los Estados miembros, 
puede remover al Secretario General o al Secretario General Adjunto, o a ambos, cuando así lo 
exija el buen funcionamiento de la Organización. 
Artículo 117. El Secretario General designará, con la aprobación del Consejo Interamericano 
para el Desarrollo Integral, un Secretario Ejecutivo para el Desarrollo Integral. 
Artículo 118. En el cumplimiento de sus deberes, el Secretario General y el personal de la 
Secretaría no solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún Gobierno ni de ninguna autoridad 
ajena a la Organización, y se abstendrán de actuar en forma alguna que sea incompatible con 
su condición de funcionarios internacionales responsables únicamente ante la Organización. 
Artículo 119. Los Estados miembros se comprometen a respetar la naturaleza exclusivamente 
internacional de las responsabilidades del Secretario General y del personal de la Secretaría 
General y a no tratar de influir sobre ellos en el desempeño de sus funciones. 
Artículo 120. Para integrar el personal de la Secretaría General se tendrá en cuenta, en primer 
término, la eficiencia, competencia y probidad; pero se dará importancia, al propio tiempo, a la 
necesidad de que el personal sea escogido, en todas las jerarquías, con un criterio de 
representación geográfica tan amplio como sea posible. 
Artículo 121. La sede de la Secretaría General es la ciudad de Washington, D.C. 
 
Capítulo XVII. LAS CONFERENCIAS ESPECIALIZADAS 
Artículo 122. Las Conferencias Especializadas son reuniones intergubernamentales para tratar 
asuntos técnicos especiales o para desarrollar determinados aspectos de la cooperación 
interamericana, y se celebran cuando lo resuelva la Asamblea General o la Reunión de 
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, por iniciativa propia o a instancia de alguno de 
los consejos u Organismos Especializados. 
Artículo 123. El temario y el reglamento de las Conferencias Especializadas serán preparados 
por los consejos correspondientes o por los Organismos Especializados interesados, y 
sometidos a la consideración de los Gobiernos de los Estados miembros. 
 
Capítulo XVIII. LOS ORGANISMOS ESPECIALIZADOS 
Artículo 124. Se consideran como Organismos Especializados Interamericanos, para los 
efectos de esta Carta, los organismos intergubernamentales establecidos por acuerdos 
multilaterales que tengan determinadas funciones en materias técnicas de interés común para 
los Estados americanos. 
Artículo 125. La Secretaría General mantendrá un registro de los organismos que llenen las 
condiciones del artículo anterior, según la determinación de la Asamblea General, previo 
informe del respectivo consejo. 
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Artículo 126. Los Organismos Especializados disfrutan de la más amplia autonomía técnica, 
pero deberán tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea General y de los consejos, 
de conformidad con las disposiciones de la Carta. 
Artículo 127. Los Organismos Especializados enviarán a la Asamblea General informes 
anuales sobre el desarrollo de sus actividades y acerca de sus presupuestos y cuentas 
anuales. 
Artículo 128. Las relaciones que deben existir entre los Organismos Especializados y la 
Organización serán determinadas mediante acuerdos celebrados entre cada Organismo y el 
Secretario General, con la autorización de la Asamblea General. 
Artículo 129. Los Organismos Especializados deben establecer relaciones de cooperación con 
organismos mundiales de la misma índole, a fin de coordinar sus actividades. Al concertar 
acuerdos con organismos internacionales de carácter mundial, los Organismos Especializados 
Interamericanos deben mantener su identidad y posición como parte integrante de la 
Organización de los Estados Americanos, aun cuando desempeñen funciones regionales de 
los Organismos Internacionales. 
Artículo 130. En la ubicación de los Organismos Especializados se tendrán en cuenta los 
intereses de todos los Estados miembros y la conveniencia de que las sedes de los mismos 
sean escogidas con un criterio de distribución geográfica tan equitativa como sea posible. 
 
Tercera Parte. Capítulo XIX. NACIONES UNIDAS 
Artículo 131. Ninguna de las estipulaciones de esta Carta se interpretará en el sentido de 
menoscabar los derechos y obligaciones de los Estados miembros de acuerdo con la Carta de 
las Naciones Unidas. 
 
Capítulo XX. DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 132. La asistencia a las reuniones de los órganos permanentes de la Organización de 
los Estados Americanos o a las conferencias y reuniones previstas en la Carta, o celebradas 
bajo los auspicios de la Organización, se verificará de acuerdo con el carácter multilateral de 
los órganos, conferencias y reuniones precitados y no depende de las relaciones bilaterales 
entre el Gobierno de cualquier Estado miembro y el Gobierno del país sede. 
Artículo 133. La Organización de los Estados Americanos gozará en el territorio de cada uno 
de sus miembros de la capacidad jurídica, privilegios e inmunidades que sean necesarios para 
el ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos. 
Artículo 134. Los representantes de los Estados miembros en los órganos de la Organización, 
el personal de las representaciones, el Secretario General y el Secretario General Adjunto, 
gozarán de los privilegios e inmunidades correspondientes a sus cargos y necesarios para 
desempeñar con independencia sus funciones. 
Artículo 135. La situación jurídica de los Organismos Especializados y los privilegios e 
inmunidades que deben otorgarse a ellos y a su personal, así como a los funcionarios de la 
Secretaría General, serán determinados en un acuerdo multilateral. Lo anterior no impide que 
se celebren acuerdos bilaterales cuando se estime necesario. 
Artículo 136. La correspondencia de la Organización de los Estados Americanos, incluso 
impresos y paquetes, cuando lleve su sello de franquicia, circulará exenta de porte por los 
correos de los Estados miembros. 
Artículo 137. La Organización de los Estados Americanos no admite restricción alguna por 
cuestión de raza, credo o sexo en la capacidad para desempeñar cargos en la Organización y 
participar en sus actividades. 
Artículo 138. Los órganos competentes procurarán, dentro de las disposiciones de la presente 
Carta, una mayor colaboración de los países no miembros de la Organización en materia de 
cooperación para el desarrollo. 
 
 
Capítulo XXI. RATIFICACION Y VIGENCIA 
Artículo 139. La presente Carta queda abierta a la firma de los Estados americanos, y será 
ratificada de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. El instrumento 
original, cuyos textos en español, inglés, portugués y francés son igualmente auténticos, será 
depositado en la Secretaría General, la cual enviará copias certificadas a los Gobiernos para 
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los fines de su ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la Secretaría 
General y ésta notificará dicho depósito a los Gobiernos signatarios. 
Artículo 140. La presente Carta entrará en vigor, entre los Estados que la ratifiquen, cuando 
los dos tercios de los Estados signatarios hayan depositado sus ratificaciones. En cuanto a los 
Estados restantes, entrará en vigor en el orden en que depositen sus ratificaciones. 
Artículo 141. La presente Carta será registrada en la Secretaría de las Naciones Unidas por 
medio de la Secretaría General. 
Artículo 142. Las reformas a la presente Carta sólo podrán ser adoptadas en una Asamblea 
General convocada para tal objeto. Las reformas entrarán en vigor en los mismos términos y 
según el procedimiento establecido en el artículo 140. 
Artículo 143. Esta Carta regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada por cualquiera de 
los Estados miembros, mediante comunicación escrita a la Secretaría General, la cual 
comunicará en cada caso a los demás las notificaciones de denuncia que reciba. Transcurridos 
dos años a partir de la fecha en que la Secretaría General reciba una notificación de denuncia, 
la presente Carta cesará en sus efectos respecto del Estado denunciante, y éste quedará 
desligado de la Organización después de haber cumplido con las obligaciones emanadas de la 
presente Carta. 
 
Capítulo XXII. DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Artículo 144. El Comité Interamericano de la Alianza para el Progreso actuará como comisión 
ejecutiva permanente del Consejo Interamericano Económico y Social mientras esté en 
vigencia dicha Alianza. 
Artículo 145. Mientras no entre en vigor la convención interamericana sobre derechos 
humanos a que se refiere el capítulo XV, la actual Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos velará por la observancia de tales derechos. 
Artículo 146. El Consejo Permanente no formulará ninguna recomendación ni la Asamblea 
General tomará decisión alguna sobre la solicitud de admisión presentada por una entidad 
política cuyo territorio esté sujeto, total o parcialmente y con anterioridad a la fecha del 18 de 
diciembre de 1964, fijada por la Primera Conferencia Interamericana Extraordinaria, a litigio o 
reclamación entre un país extracontinental y uno o más Estados miembros de la Organización, 
mientras no se haya puesto fin a la controversia mediante procedimiento pacífico. El presente 
artículo regirá hasta el 10 de diciembre de 1990. 

 
* Suscrita en Bogotá en 1948 y reformada por el Protocolo de Buenos Aires en 1967, por el 
Protocolo de Cartagena de Indias en 1985, por el Protocolo de Washington en 1992, y por el 
Protocolo de Managua en 1993.  
 
Fuente:  
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-
41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm 
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Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados celebrados entre 
Estados (1969).  

 
 
 
Parte I - Introducción. 
Parte II - Celebración y entrada en vigor de los tratados. 
Parte III - Observancia, aplicación e interpretación de los tratados. 
Parte IV - Enmienda y modificación de los tratados. 
Parte V - Nulidad, terminación y suspensión de los tratados. 
Parte VI - Disposiciones diversas. 
Parte VII - Depositarios, notificaciones, correcciones y registro. 
Parte VIII - Disposiciones finales. 
Anexos 

 
Los Estados Partes en la presente Convención 
Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de las relaciones 
internacionales; 
Reconociendo la importancia cada vez mayor de los tratados como fuente del derecho 
internacional y como medio de desarrollar la cooperación pacífica entre las naciones, sean 
cuales fueren sus regímenes constitucionales y sociales: 
Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena fe y la norma "pacta sunt 
servanda" están universalmente reconocidos 
Afirmando que las controversias relativas a los tratados, al igual que las demás controversias 
internacionales deben resolverse por medios pacíficos y de conformidad con los principios de la 
justicia y del derecho internacional; 
Recordando la resolución de los pueblos de las Naciones Unidas de crear condiciones bajo las 
cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones emanadas de los tratados: 
Teniendo presentes los principios de derecho internacional incorporados en la Carta de las 
Naciones Unidas, tales como los principios de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y la independencia de todos los 
Estados, de la no injerencia en los asuntos internos de los Estados, de la prohibición de la 
amenaza o el uso de la fuerza y del respeto universal a los derechos humanos y a las 
libertades fundamentales de todos y la efectividad de tales derechos y libertades. 
Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo del derecho de los tratados 
logrados en la presente Convención contribuirán a la consecución de los propósitos de las 
Naciones Unidas enunciados en la Carta, que consisten en mantener la paz y la seguridad 
internacionales, fomentar entre las naciones las relaciones de amistad y realizar la cooperación 
internacional; 
Afirmando que las normas de derecho internacional consuetudinario continuaran rigiendo las 
cuestiones no reguladas en las disposiciones de la presente Convención, 
Han convenido lo siguiente: 
 
PARTE I. Introducción. 
Artículo 1. Alcance de la presente Convención. La presente Convención se aplica a los 
tratados entre Estados. 
Artículo 2. Términos empleados. 1. Para los efectos de la presente Convención: a) se entiende 
por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el 
derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos 
y cualquiera que sea su denominación particular; b) se entiende por "ratificación", "aceptación", 
"aprobación" y "adhesión", según el caso, el acto internacional así denominado por el cual un 
Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento en obligarse por un tratado; 
c) se entiende por "plenos poderes" un documento que emana de la autoridad competente de 
un Estado y por el que se designa a una o varias personas para representar al Estado en la 
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negociación, la adopción o la autenticación del texto de un tratado, para expresar el 
consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, o para ejecutar cualquier otro acto con 
respecto a un tratado; 
d) se entiende por "reserva" una declaración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o 
denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al 
adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones 
del tratado en su aplicación a ese Estado; e) se entiende por un "Estado negociador" un Estado 
que ha participado en la elaboración y adopción del texto del tratado; f) se entiende por "Estado 
contratante" un Estado que ha consentido en obligarse por el tratado, haya o no entrado en 
vigor el tratado; g) se entiende por "parte" un Estado que ha consentido en obligarse por el 
tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor; h) se entiende por "Tercer Estado" un 
Estado que no es parte en el tratado; i) se entiende por "organización internacional" una 
organización intergubernamental. 
2. Las disposiciones del párrafo I sobre los términos empleados en la presente Convención se 
entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos o del sentido que se les pueda dar en el 
derecho interno de cualquier Estado. 
Artículo 3. Acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la presente 
Convención. El hecho de que la presente Convención no se aplique ni a los acuerdos 
internacionales celebrados entre Estados y otros sujetos de derecho internacional o entre esos 
otros sujetos de derecho internacional, ni a los acuerdos internacionales no celebrados por 
escrito, no afectara: a) al valor jurídico de tales acuerdos; b) a la aplicación a los mismos de 
cualquiera de las normas enunciadas en la presente Convención a que estuvieren sometidos 
en virtud del derecho internacional independientemente de esta Convención; c) a la aplicación 
de la Convención a las relaciones de los Estados entre sí en virtud de acuerdos internacionales 
en los que fueren asimismo partes otros sujetos de derecho internacional. 
Artículo 4. Irretroactividad de la presente Convención. Sin perjuicio de la aplicación de 
cualesquiera normas enunciadas en la presente Convención a las que los tratados estén 
sometidos en virtud del derecho internacional independientemente de la Convención, esta solo 
se aplicara a los tratados que sean celebrados por Estados después de la entrada en vigor de 
la presente Convención con respecto a tales Estados.  
Artículo 5. Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados adoptados en el 
ámbito de una organización internacional. La presente Convención se aplicara a todo tratado 
que sea un instrumento constitutivo de una organización interna nacional y a todo tratado 
adoptado en el ámbito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier norma 
pertinente de la organización. 
 
PARTE II. Celebración y entrada en vigor de los tratados.  
SECCIÓN PRIMERA. Celebración de los tratados. 
Artículo 6. Capacidad de los Estados para celebrar tratados. Todo Estado tiene capacidad 
para celebrar tratados. 
Artículo 7. Plenos poderes. 1. Para la adopción la autenticación del texto de un tratado, para 
manifestar el consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se considerará que una 
persona representa a un Estado: a) si se presentan los adecuados plenos poderes, o b) si se 
deduce de la práctica seguida por los Estados interesados o de otras circunstancias, que la 
intención de esos Estados ha sido considerar a esa persona representante del Estado para 
esos efectos y prescindir de la presentación de plenos poderes. 
2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se considerará que 
representan a su Estado: a) los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de relaciones 
exteriores, para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de un tratado; b) los 
Jefes de misión diplomáticas, para la adopción del texto de un tratado entre el Estado 
acreditante y el Estado ante el cual se encuentran acreditados; c) los representantes 
acreditados por los Estados ante una conferencia internacional o ante una organización 
internacional o uno de sus órganos, para la adopción del texto de un tratado en tal conferencia. 
Organización u órgano. 
Artículo 8. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización. Un acto relativo a la 
celebración de un tratado ejecutado por una persona que, conforme al artículo 7, no pueda 
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considerarse autorizada para representar con tal fin a un Estado, no surtirá efectos jurídicos a 
menos que sea ulteriormente confirmado por ese Estado. 
Artículo 9. Adopción del texto. 1. La adopción del texto de un tratado se efectuara por 
consentimiento de todos los Estados participantes en su elaboración, salvo lo dispuesto en el 
párrafo 2. 
2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional se efectuara por 
mayoría de dos tercios de los Estados presentes y votantes, a menos que esos Estados 
decidan por igual mayoría aplicar una regla diferente. 
Artículo 10. Autenticación del texto. El texto de un tratado quedara establecido como auténtico 
y definitivo 
a) mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los Estados que hayan 
participado en su elaboración; o 
b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma "ad referéndum" o la rúbrica puesta 
por los representantes de esos Estados en el texto del tratado o en el acta final de la 
conferencia en la que figure el texto. 
Artículo 11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado. El 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá manifestarse mediante la firma, 
el canje de instrumentos que constituyan un tratado la ratificación, la aceptación, la aprobación 
o la adhesión, o en cualquier otra forma que se hubiere convenido. 
Artículo 12. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la firma. El 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestara mediante la firma de 
su representante: a) cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto; b) cuando 
conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido que la firma tenga ese 
efecto; o c) cuando la intención del Estado de dar ese efecto a la firma se desprenda de los 
plenos poderes de su representante o se haya manifestado durante la negociación. 
2. Para los efectos del párrafo l: a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado 
cuando conste que los Estados negociadores así lo han convenido; b) la firma "ad referéndum" 
de un tratado por un representante equivaldrá a la firma definitiva del tratado si su Estado la 
confirma. 
Artículo 13. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante el canje de 
instrumentos que constituyen un tratado. El consentimiento de los Estados en obligarse por un 
tratado constituido por instrumentos canjeados entre ellos se manifestara mediante este canje: 
a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto; o b) cuando conste de 
otro modo que esos Estados han convenido que el canje de los instrumentos tenga ese efecto. 
Artículo 14. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la ratificación, la 
aceptación o la aprobación. I. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 
manifestara mediante la ratificación: a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe 
manifestarse mediante la ratificación; b) cuando conste de otro modo que los Estados 
negociadores han convenido que se exija la ratificación; c) cuando el representante del Estado 
haya firmado el tratado a reserva de ratificación; o d) cuando la intención del Estado de firmar 
el tratado a reserva de ratificación se desprenda de los plenos poderes de su representante o 
se haya manifestado durante la negociación. 
2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestará mediante la 
aceptación o la aprobación en condiciones semejantes a las que rigen para la ratificación. 
Artículo 15. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la adhesión. El 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestara mediante la adhesión: 
a) cuando el tratado disponga que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la 
adhesión: b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido que 
ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; o c) cuando todas las 
partes hayan consentido ulteriormente que ese Estado puede manifestar tal consentimiento 
mediante la adhesión. 
Artículo 16. Canje o deposito de los instrumentos de ratificación aceptación aprobación o 
adhesión. Salvo que el tratado disponga otra cosa los instrumentos de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión harán constar el consentimiento de un Estado en obligarse por un 
tratado al efectuarse: a) su canje entre los Estados contratantes: b) su depósito en poder del 
depositario; o c) su notificación a los Estados contratantes o al depositario si así se ha 
convenido. 
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Artículo 17. Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y opción entre 
disposiciones diferentes. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el 
consentimiento de un Estado en obligarse respecto de parte de un tratado solo surtirá efecto si 
el tratado lo permite o los demás Estados contratantes convienen en ello 
2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que permita una opción entre 
disposiciones diferentes solo surtirá efecto si se indica claramente a que disposiciones se 
refiere el consentimiento. 
Artículo 18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su entrada en 
vigor. Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y el 
fin de un tratado: a) si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el 
tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya manifestado su 
intención de no llegar a ser parte en el tratado: o b) si ha manifestado su consentimiento en 
obligarse por el tratado, durante el periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y 
siempre que esta no se retarde indebidamente. 
 
SECCIÓN SEGUNDA. Reservas 
Artículo 19. Formulación de reservas. Un Estado podrá formular una reserva en el momento 
de firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos: a) que la 
reserva esté prohibida por el tratado; b) que el tratado disponga que únicamente pueden 
hacerse determinadas reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o c) que, 
en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea incompatible con el objeto y 
el fin del tratado. 
Artículo 20. Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 1. Una reserva 
expresamente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de los demás Estados 
contratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 
2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y del fin del tratado se 
desprenda que la aplicación del tratado en su integridad entre todas las partes es condición 
esencial del consentimiento de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva 
exigirá la aceptación de todas las partes. 
3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización internacional y a 
menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exigirá la aceptación del órgano 
competente de esa organización 
4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el tratado disponga 
otra cosa: a) la aceptación de una reserva por otro Estado contratante constituirá al Estado 
autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese Estado sí el tratado ya está en 
vigor o cuando entre en vigor para esos Estados: b) la objeción hecha por otro Estado 
contratante a una reserva no impedirá la entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya 
hecho la objeción y el Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de la objeción 
manifieste inequívocamente la intención contraria; c) un acto por el que un Estado manifieste 
su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga una reserva surtirá efecto en 
cuanto acepte la reserva al menos otro Estado contratante. 
5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4 y a menos que el tratado disponga otra cosa, se 
considerara que una reserva ha sido aceptada por un Estado cuando este no ha formulado 
ninguna objeción a la reserva dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hayan 
recibido la notificación de la reserva o en la fecha en que haya manifestado su consentimiento 
en obligarse por el tratado si esta última es posterior. 
Artículo 21. Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Una reserva 
que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de conformidad con los artículos 19, 20 
y 23: a) modificara con respecto al Estado autor de la reserva en sus relaciones con esa otra 
parte las disposiciones del tratado a que se refiera la reserva en la medida determinada por la 
misma: b) modificara en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta a esa otra 
parte en el tratado en sus relaciones con el Estado autor de la reserva. 
2. La reserva no modificara las disposiciones del tratado en lo que respecta a las otras partes 
en el tratado en sus relaciones "inter se". 
3. Cuando un Estado que haya hecho una objeción a una reserva no se oponga a la entrada en 
vigor del tratado entre él y el Estado autor de la reserva, las disposiciones a que se refiera esta 
no se aplicaran entre los dos Estados en la medida determinada por la reserva. 
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Artículo 22. Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Salvo que el tratado 
disponga otra cosan una reserva podrá ser retirada en cualquier momento y no se exigirá para 
su retiro el consentimiento del Estado que la haya aceptado. 
2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva podrá ser retirada en 
cualquier momento. 
3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: a) el retiro de una reserva solo 
surtirá efecto respecto de otro Estado contratante cuando ese Estado haya recibido la 
notificación: b) el retiro de una objeción a una reserva solo surtirá efecto cuando su notificación 
haya sido recibida por el Estado autor de la reserva. 
Artículo 23. Procedimiento relativo a las reservas. 1. La reserva, la aceptación expresa de una 
reserva v la objeción a una reserva habrán de formularse por escrito y comunicarse a los 
Estados contratantes v a los demás Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado. 
2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que haya de ser objeto 
de ratificación, aceptación o aprobación, habrá de ser confirmada formalmente por el Estado 
autor de la reserva al manifestar su consentimiento en obligarse por el tratado. En tal caso se 
considerará que la reserva ha sido hecha en la fecha de su confirmación. 
3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva anteriores a la 
confirmación de la misma, no tendrán que ser a su vez confirmadas. 
4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de formularse por escrito. 
 
SECCIÓN TERCERA. Entrada en vigor y aplicación provisional de los tratados. 
Artículo 24. Entrada en vigor. 1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en 
él se disponga o que acuerden los Estados negociadores. 
2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrara en vigor tan pronto como haya 
constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores en obligarse por el tratado. 
3. Cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se haga constar en una 
fecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho tratado, este entrará en vigor con relación a 
ese Estado en dicha fecha, a menos que el tratado disponga otra cosa. 
4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticidad de su texto, la constancia del 
consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, la manera o la fecha de su entrada 
en vigor, las reservas las funciones del depositario y otras cuestiones que se susciten 
necesariamente antes de la entrada en vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la 
adopción de su texto. 
Artículo 25. Aplicación provisional. 1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente 
antes de su entrada en vigor: a) si el propio tratado así lo dispone: o b) si los Estados 
negociadores han convenido en ello de otro modo. 
2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto de un Estado terminará 
si éste notifica a los Estados entre los cuales el tratado se aplica provisionalmente su intención 
de no llegar a ser parte en el mismo, a menos que el tratado disponga o los Estados 
negociadores hayan convenido otra cosa al respecto. 
 
PARTE III. Observancia, aplicación e interpretación de los tratados. 
SECCION PRIMERA. Observancia de los tratados. 
Artículo 26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 
cumplido por ellas de buena fe. 
Artículo 27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta 
norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46. 
SECCION SEGUNDA. Aplicación de los tratados. 
Artículo 28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no obligaran a una 
parte respecto de ningún acto o hecho que haba tenido lugar con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya 
dejado de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro 
modo. 
Artículo 29. Ámbito territorial de los tratados. Un tratado será obligatorio para cada una de las 
partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se 
desprenda de él o conste de otro modo. 
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Artículo 30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 1. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas, los derechos y 
las obligaciones de los Estados partes en tratados sucesivos concernientes a la misma materia 
se determinaran conforme a los párrafos siguientes. 
2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado anterior o posterior o que 
no debe ser considerado incompatible con ese otro tratado prevalecerán las disposiciones de 
este último. 
3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el tratado posterior, 
pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplicación suspendida conforme al artículo 
59, el tratado anterior se aplicara únicamente en la medida en que sus disposiciones sean 
compatibles con las del tratado posterior. 
4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el tratado posterior: a) 
en las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados se aplicará la norma enunciada 
en el párrafo 3: b) en las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un 
Estado que sólo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones recíprocos se regirán por el 
tratado en el que los dos Estados sean partes. 
5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 41 y no prejuzgará ninguna 
cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de un tratado conforme al artículo 60 ni 
ninguna cuestión de responsabilidad en que pueda incurrir un Estado por la celebración o 
aplicación de un tratado cuyas disposiciones sean incompatibles con las obligaciones 
contraídas con respecto a otro Estado en virtud de otro tratado. 
 
SECCION TERCERA. Interpretación de los tratados. 
Artículo 31. Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe 
conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de 
estos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado el contexto comprenderá, además del 
texto, incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido 
concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado: b) todo instrumento 
formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las 
demás como instrumento referente al tratado; 
3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: a) todo acuerdo ulterior entre las 
partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones: b) toda 
práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las 
partes acerca de la interpretación del tratado: c) toda forma pertinente de derecho internacional 
aplicable en las relaciones entre las partes. 
4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes. 
Artículo 32. Medios de interpretación complementarios. Se podrán acudir a medios de 
interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las 
circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del 
artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el 
artículo 31: a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o b) conduzca a un resultado manifiestamente 
absurdo o irrazonable. 
Artículo 33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 1. Cuando un 
tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada 
idioma, a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia 
prevalecerá uno de los textos. 
2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido autenticado el texto 
será considerada como texto auténtico únicamente si el tratado así lo dispone o las partes así 
lo convienen. 
3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido.  
4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo previsto en el 
párrafo 1, cuando la comparación de los textos autenticas revele una diferencia de sentido que 
no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor 
concilie esos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado. 
SECCION CUARTA. Los tratados y los terceros Estados. 
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Artículo 34. Norma general concerniente a terceros Estados. Un tratado no crea obligaciones 
ni derechos para un tercer Estado sin su consentimiento. 
Artículo 35. Tratados en que se prevén obligaciones para terceros Estados. Una disposición 
de un tratado dará origen a una obligación para un tercer Estado si las partes en el tratado 
tienen la intención de que tal disposición sea el medio de crear la obligación y si el tercer 
Estado acepta expresamente por escrito esa obligación. 
Artículo 36. Tratados en que se prevén derechos para terceros Estados. 1. Una disposición de 
un tratado dará origen a un derecho para un tercer Estado si con ella las partes en el tratado 
tienen la intención de conferir ese derecho al tercer Estado o a un grupo de Estados al cual 
pertenezca, o bien a todos los Estados y si el tercer Estado asiente a ello. Su asentimiento se 
presumirá mientras no haya indicación en contrario, salvo que el tratado disponga otra cosa. 
2. Un Estado que ejerza un derecho con arreglo al párrafo I deberá cumplir las condiciones que 
para su ejercicio estén prescritas en el tratado o se establezcan conforme a éste. 
Artículo 37. Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de terceros Estados. 1. 
Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una obligación para un tercer 
Estado, tal obligación no podrá ser revocada ni modificada sino con el consentimiento de las 
partes en el tratado y del tercer Estado, a menos que conste que habían convenido otra cosa al 
respecto. 
2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho para un tercer 
Estado, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado por las partes si consta que se tuvo la 
intención de que el derecho no fuera revocable ni modificable sin el consentimiento del tercer 
Estado. 
Artículo 38. Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terceros Estados en 
virtud de una costumbre internacional. Lo dispuesto en los artículos 34 a 37 no impedirá que 
una norma enunciada en un tratado llegue a ser obligatoria para un tercer Estado como norma 
consuetudinaria de derecho internacional reconocida como tal. 
 
PARTE IV. Enmienda y modificación de los tratados. 
Artículo 39. Norma general concerniente a la enmienda de los tratados. Un tratado podrá ser 
enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a tal acuerdo las normas enunciadas en 
la Parte II, salvo en la medida en que el tratado disponga otra cosa. 
Artículo 40. Enmienda de los tratados multilaterales. 1. Salvo que el tratado disponga otra 
cosa, la enmienda de los tratados multilaterales se regirá por los párrafos siguientes. 
2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones entre todas las 
partes habrá de ser notificada a todos los Estados contratantes, cada uno de los cuales tendrá 
derecho a participar: a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a 
tal propuesta: b) en la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por objeto 
enmendar el tratado. 
3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará también facultado para 
llegar a ser parte en el tratado en su forma enmendada. 
4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a ningún Estado que sea ya 
parte en el tratado que no llegue a serlo en ese acuerdo, con respecto a tal Estado se aplicará 
el apartado b) del párrafo 4 del artículo 30. 
5. Todo Estado que llegue a ser parte en el tratado después de la entrada en vigor del acuerdo 
en virtud del cual se enmiende el tratado será considerado, de no haber manifestado ese 
Estado una intención diferente: a) parte en el tratado en su forma enmendada; y b) parte en el 
tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado que no esté obligada por el 
acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado. 
Artículo 41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre algunas de las partes 
únicamente. 1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo que 
tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus relaciones mutuas: a) si la posibilidad 
de tal modificación esta prevista por el tratado: o b) si tal modificación no está prohibida por el 
tratado a condición de que: i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes 
correspondan en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y ii) no se refiera a 
ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con la consecución efectiva del objeto 
y del fin del tratado en su conjunto. 
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2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, 
las partes interesadas deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar el acuerdo 
y la modificación del tratado que en ese acuerdo se disponga. 
 
PARTE V. Nulidad, terminación y suspensión de la aplicación de los tratados. 
SECCION PRIMERA. Disposiciones generales. 
Artículo 42. Validez y continuación en vigor de los tratados. 1. La validez de un tratado o del 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado no podrá ser impugnada sino 
mediante la aplicación de la presente Convención. 
2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no podrán tener lugar sino 
como resultado de la aplicación de las disposiciones del tratado o de la presente Convención. 
La misma norma se aplicará a la suspensión de la aplicación de un tratado. 
Artículo 43. Obligaciones impuestas por el derecho internacional independientemente de un 
tratado. La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el retiro de una de las partes o la 
suspensión de la aplicación del tratado, cuando resulten de la aplicación de la presente 
Convención o de las disposiciones del tratado, no menoscabarán en nada el deber de un 
Estado de cumplir toda obligación enunciada en el tratado a la que esté sometido en virtud del 
derecho internacional independientemente de ese tratado. 
Artículo 44. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado. 1. El derecho de una parte, 
previsto en un tratado o emanado del artículo 56, a denunciar ese tratado, retirarse de él o 
suspender su aplicación no podrá ejercerse sino con respecto a la totalidad del tratado, a 
menos que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto. 
2. U una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de las partes o de 
suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en la presente Convención no podrá 
alegarse sino con respecto a la totalidad del tratado, salvo en los casos previstos en los 
párrafos siguientes o en el artículo 60. 
3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse sino con respecto a 
esas cláusulas cuando: a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que 
respecta a su aplicación; b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación 
de esas cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en el tratado una base 
esencial de su consentimiento en obligarse por el tratado en su conjunto y c) la continuación 
del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 
4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado facultado para alegar el dolo o la 
corrupción podrá hacerlo en lo que respecta a la totalidad del tratado o, en el caso previsto en 
el párrafo 3, en lo que respecta a determinadas cláusulas únicamente. 
5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la división de las 
disposiciones del tratado. 
Artículo 45. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad, terminación, retiro o 
suspensión de la aplicación de un tratado. Un Estado no podrá ya alegar una causa para anular 
un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos 46 a 50 o en los artículos 60 y 62, si, después de haber tenido 
conocimiento de los hechos, ese Estado: a) ha convenido expresamente en que el tratado es 
válido, permanece en vigor o continúa en aplicación, según el caso; o b) se ha comportado de 
tal manera que debe considerarse que ha dado su aquiescencia a la validez del tratado o a su 
continuación en vigor o en aplicación. Según el caso. 
SECCIÓN SEGUNDA. Nulidad de los tratados. 
Artículo 46. Disposiciones de derecho interno concernientes a la competencia para celebrar 
tratados. 1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado haya 
sido manifiesto en violación de una disposición de su derecho interno concerniente a la 
competencia para celebrar tratados no podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su 
consentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de importancia 
fundamental de su derecho interno. 
2. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier Estado que 
proceda en la materia conforme a la práctica usual y de buena fe. 
Artículo 47. Restricción específica de los poderes para manifestar el consentimiento de un 
Estado. Si los poderes de un representante para manifestar el consentimiento de un Estado en 
obligarse por un tratado determinado han sido objeto de una restricción específica, la 
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inobservancia de esa restricción por tal representante no podrá alegarse como vicio del 
consentimiento manifestado por él, a menos que la restricción haya sido notificadas con 
anterioridad a la manifestación de ese consentimiento, a los demás Estados negociadores. 
Artículo 48. Error. 1. Un Estado podrá alegar un error en un tratado como vicio de su 
consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un hecho o a una situación 
cuya existencia diera por supuesta ese Estado en el momento de la celebración del tratado y 
constituyera una base esencial de su consentimiento en obligarse por el tratado. 
2. El párrafo I no se aplicara si el Estado de que se trate contribuyó con su conducta al error o 
si las circunstancias fueron tales que hubiera quedado advertido de la posibilidad de error. 
3. Un error que concierna sólo a la redacción del texto de un tratado no afectará a la validez de 
éste: en tal caso se aplicará el artículo 79. 
Artículo 49. Dolo. Si un Estado ha sido inducido a celebrar un tratado por la conducta 
fraudulenta de otro Estado negociador, podrá alegar el dolo como vicio de su consentimiento 
en obligarse por el tratado. 
Artículo 50. Corrupción del representante de un Estado. Si la manifestación del consentimiento 
de un Estado en obligarse por un tratado ha sido obtenida mediante la corrupción de su 
representante, efectuada directa o indirectamente por otro Estado negociador, aquel Estado 
podrá alegar esa corrupción como vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado. 
Artículo 51. Coacción sobre el representante de un Estado. La manifestación del 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que haya sido obtenida por coacción 
sobre su representante mediante actos o amenazas dirigidos contra él carecerá de todo efecto 
jurídico. 
Artículo 52. Coacción sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza. Es nulo todo 
tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza o el uso de la fuerza en violación de 
los principios de derecho internacional incorporados en la Carta de las Naciones Unidas. 
Artículo 53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración 
esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos 
de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una 
norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como 
norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma 
ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 
SECCION TERCERA. Terminación de los tratados y suspensión de su aplicación. 
Artículo 54. Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus disposiciones o por 
consentimiento de las partes. La terminación de un tratado o el retiro de una parte podrán tener 
lugar: a) conforme a las disposiciones del tratado, o b) en cualquier momento, por 
consentimiento de todas las partes después de consultar a los demás Estados contratantes. 
Artículo 55. Reducción del número de partes en un tratado multilateral a un número inferior al 
necesario para su entrada en vigor. Un tratado multilateral no terminará por el solo hecho de 
que el número de partes llegue a ser inferior al necesario para su entrada en vigor, salvo que el 
tratado disponga otra cosa. 
Artículo 56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga disposiciones sobre la 
terminación, la denuncia o el retiro. 1. Un tratado que no contenga disposiciones sobre su 
terminación ni prevea la denuncia o el retiro del mismo, no podrá ser objeto de denuncia o de 
retiro a menos: a) que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de denuncia 
o de retiro: o b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza del 
tratado. 
2. Una parte deberá notificar con doce meses, por lo menos, de antelación su intención de 
denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al párrafo 1. 
Artículo 57. Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus disposiciones o por 
consentimiento de las partes. La aplicación de un tratado podrá suspenderse con respecto a 
todas las partes o a una parte determinada: a) conforme a las disposiciones del tratado, o b) en 
cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa consulta con los demás 
Estados contratantes. 
Artículo 58. Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por acuerdo entre algunas 
de las partes únicamente. 1. Dos o más parte en un tratado multilateral podrán celebrar un 
acuerdo que tenga por objeto suspender la aplicación de disposiciones del tratado, 
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temporalmente y sólo en sus relaciones mutuas: a) si la posibilidad de tal suspensión está 
prevista por el tratado: o b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado a condición de 
que: i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan en virtud del 
tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y ii) no sea incompatible con el objeto y el fin del 
tratado. 
2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, 
las partes interesadas deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar el acuerdo 
y las disposiciones del tratado cuya aplicación se propone suspender. 
Artículo 59. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación implícitas como 
consecuencia de la celebración de un tratado posterior. 1. Se considerará que un tratado ha 
terminado si todas las partes en él celebran ulteriormente un tratado sobre la misma materia y: 
a) se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido intención de las partes 
que la materia se rija por ese tratado; o b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal 
punto incompatibles con las del tratado anterior que los dos tratados no pueden aplicarse 
simultáneamente. 
2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha quedado únicamente suspendida si 
se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que tal ha sido la intención de las 
partes. 
Artículo 60. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como consecuencia de 
su violación. 1. Una violación grave de un tratado bilateral por una de las partes facultará a la 
otra para alegar la violación como causa para dar por terminado el tratado o para suspender su 
aplicación total o parcialmente. 
2. Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes facultará: a) a las otras 
partes procediendo por acuerdo unánime para suspender la aplicación del tratado total o 
parcialmente o darlo por terminado sea: i) en las relaciones entre ellas y el Estado autor de la 
violación: o ii) entre todas las partes; b) a una parte especialmente perjudicada por la violación 
para alegar ésta como causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente en 
las relaciones entre ella y el Estado autor de la violación; c) a cualquier parte, que no sea el 
Estado autor de la violación, para alegar la violación como causa para suspender la aplicación 
del tratado total o parcialmente con respecto a sí misma, sí el tratado es de tal índole que una 
violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radicalmente la situación de cada 
parte con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud del tratado. 
3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violación grave de un tratado: a) un 
rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o b) la violación de una 
disposición esencial para la consecución del objeto o del fin del tratado. 
4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposiciones del tratado 
aplicables en caso de violación. 
5. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicará a las disposiciones relativas a la protección 
de la persona humana contenidas en tratados de carácter humanitario, en particular a las 
disposiciones que prohíben toda forma de represalias con respecto a las personas protegidas 
por tales tratados. 
Artículo 61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 1. Una parte podrá alegar la 
imposibilidad de cumplir un tratado como causa para darlo por terminado o retirarse de él si esa 
imposibilidad resulta de la desaparición o destrucción definitivas de un objeto indispensable 
para el cumplimiento del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente 
como causa para suspender la aplicación del tratado. 
2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes como causa para 
dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender su aplicación si resulta de una 
violación, por la parte que la alegue, de una obligación nacida del tratado o de toda otra 
obligación internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 
Artículo 62. Cambio fundamental en las circunstancias. 1. Un cambio fundamental en las 
circunstancias ocurrido con respecto a las existentes en el momento de la celebración de un 
tratado y que no fue previsto por las partes no podrá alegarse como causa para dar por 
terminado el tratado o retirarse de él a menos que: a) la existencia de esas circunstancias 
constituyera una base esencial del consentimiento de las partes en obligarse por el tratado, y b) 
ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente el alcance de las obligaciones que todavía 
deban cumplirse en virtud del tratado. 
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2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como causa para dar por 
terminado un tratado o retirarse de él: a) si el tratado establece una frontera; o b) si el cambio 
fundamental resulta de una violación por la parte que lo alega, de una obligación nacida del 
tratado o de toda otra obligación internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 
3. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de las partes pueda 
alegar un cambio fundamental en las circunstancias como causa para dar por terminado un 
tratado o para retirarse de él, podrá también alegar ese cambio como causa para suspender la 
aplicación del tratado. 
Artículo 63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares. La ruptura de relaciones 
diplomáticas o consulares entre partes de un tratado no afectará a las relaciones jurídicas 
establecidas entre ellas por el tratado, salvo en la medida en que la existencia de relaciones 
diplomáticas o consulares sea indispensable para la aplicación del tratado. 
Artículo 64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional general ("jus 
cogens"). Si surge una nueva norma imperativa de derecho internacional general, todo tratado 
existente que esté en oposición con esa norma se convertirá en nulo y terminará. 
SECCION CUARTA. Procedimiento 
Artículo 65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o terminación de un 
tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. La parte que, 
basándose en las disposiciones de la presente Convención, alegue un vicio de su 
consentimiento en obligarse por un tratado o una causa para impugnar la validez de un tratado, 
darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación, deberá notificar a las demás 
partes su pretensión. En la notificación habrá de indicarse la medida que se proponga adoptar 
con respecto al tratado y las razones en que esta se funde. 
2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no habrá de ser inferior a 
tres meses contados desde la recepción de la notificación, ninguna parte ha formulado 
objeciones, la parte que haya hecho la notificación podrá adoptar en la forma prescrita en el 
articulo 67 la medida que haya propuesto. 
3. Si por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una objeción, las partes 
deberán buscar una solución por los medios indicados en el artículo 33 de la Carta de las 
Naciones Unidas. 
4. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectara a los derechos o a las 
obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposiciones en vigor entre ellas 
respecto de la solución de controversias. 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado no haya efectuado 
la notificación prescrita en el párrafo 1 no le impedirá hacerla en respuesta a otra parte que 
pida el cumplimiento del tratado o alegue su violación. 
Artículo 66. Procedimientos de arreglo judicial de arbitraje y de conciliación. Si, dentro de los 
doce meses siguientes a la fecha en que se haya formulado la objeción, no se ha llegado a 
ninguna solución conforme al párrafo 3 del artículo 65, se seguirán los procedimientos 
siguientes: a) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la 
interpretación del artículo 53 o el artículo 64 podrá, mediante solicitud escrita, someterla a la 
decisión de la Corte Internacional de Justicia a menos que las partes convengan de común 
acuerdo someter la controversia al arbitraje: b) cualquiera de las partes en una controversia 
relativa a la aplicación o la interpretación de cualquiera de los restantes artículos de la parte V 
de la presente Convención podrá iniciar el procedimiento indicado en el anexo de la 
Convención presentando al Secretario general de las Naciones Unidas una solicitud a tal 
efecto. 
Artículo 67. Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo por terminado, retirarse 
de él o suspender su aplicación. 1. La notificación prevista en el párrafo 1 del artículo 65 habrá 
de hacerse por escrito. 
2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por terminado, retirarse de 
él o suspender su aplicación de conformidad con las disposiciones del tratado o de los párrafos 
2 ó 3 del artículo 65, se hará constar en un instrumento que será comunicado a las demás 
partes. Si el instrumento no está firmado por el Jefe del Estado, el Jefe del Gobierno o el 
Ministro de Relaciones Exteriores, el representante del Estado que lo comunique podrá ser 
invitado a presentar sus plenos poderes. 
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Artículo 68. Revocación de las notificaciones y de los instrumentos previstos en los artículos 
65 y 67. Las notificaciones o los instrumentos previstos en los artículos 65 y 67 podrán ser 
revocados en cualquier momento antes de que surtan efecto. 
SECCION QUINTA. Consecuencias de la nulidad, la terminación o la suspensión de la 
aplicación de un tratado. 
Artículo 69. Consecuencias de la nulidad de un tratado. 1. Es nulo un tratado cuya nulidad 
quede determinada en virtud de la presente Convención. Las disposiciones de un tratado nulo 
carecen de fuerza jurídica. 
2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado: a) toda parte podrá exigir de 
cualquier otra parte que en la medida de lo posible establezca en sus relaciones mutuas la 
situación que habría existido si no se hubieran ejecutado esos actos; b) los actos ejecutados de 
buena le antes de que se haya alegado la nulidad no resultarán ilícitos por el solo hecho de la 
nulidad del tratado; 
3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50,51 ó 52, no se aplicará el párrafo 2 con 
respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, el acto de corrupción o 1a coacción. 
4. En caso de que el consentimiento de un Estado determinado en obligarse por un tratado 
multilateral este viciado, las normas precedentes se aplicarán a las relaciones entre ese Estado 
y las partes en el tratado. 
Artículo 70. Consecuencias de la terminación de un tratado. 1. Salvo que el tratado disponga o 
las partes convengan otra cosa al respecto, la terminación de un tratado en virtud de sus 
disposiciones o conforme a la presente Convención: a) eximirá a las partes de la obligación de 
seguir cumpliendo el tratado; b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de 
las partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 
2. Si un Estado denuncia un tratado multilateral o se retira de él, se aplicará el párrafo 1 a las 
relaciones entre ese Estado y cada una de las demás partes en el tratado desde la fecha en 
que surta efectos tal denuncia o retiro. 
Artículo 71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición con una norma 
imperativa de derecho internacional general. I. Cuando un tratado sea nulo en virtud del artículo 
53, las partes deberán: a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto, que se haya 
ejecutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma imperativa de 
derecho internacional general, y b) ajustar sus relaciones mutuas a la norma imperativa de 
derecho internacional general. 
2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 64, la terminación del 
tratado: a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo él tratado; b) no 
afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes creados por la ejecución 
del tratado antes de su terminación; sin embargo, esos derechos, obligaciones o situaciones 
podrán en adelante mantenerse únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté por 
sí mismo en oposición con la nueva norma imperativa de derecho internacional general. 
Artículo 72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. Salvo que el 
tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la suspensión de la aplicación 
de un tratado basada en sus disposiciones o conforme a la presente Convención: a) eximirá a 
las partes entre las que se suspenda la aplicación del tratado de la obligación de cumplirlo en 
sus relaciones mutuas durante el periodo de suspensión; b) no afectará de otro modo a las 
relaciones jurídicas que el tratado haya establecido entre las partes. 
2. Durante el período de suspensión las partes deberán abstenerse de todo acto encaminado a 
obstaculizar la reanudación de la aplicación del tratado. 
 
PARTE VI. Disposiciones diversas. 
Artículo 73. Casos de sucesión de Estados, de responsabilidad de un Estado o de ruptura de 
hostilidades. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgaran ninguna cuestión 
que con relación a un tratado pueda surgir como consecuencia de una sucesión de Estados, de 
la responsabilidad internacional de un Estado o de la ruptura de hostilidades entre Estados. 
Artículo 74. Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados. La ruptura o la 
ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o más Estados no impedirá la 
celebración de tratados entre dichos Estados. Tal celebración por sí misma no prejuzgará 
acerca de la situación de las relaciones diplomáticas o consulares. 
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Artículo 75. Caso de un Estado agresor. Las disposiciones de la presente Convención se 
entenderán sin perjuicio de cualquier obligación que pueda originarse con relación a un tratado 
para un Estado agresor como consecuencia de medidas adoptadas conforme a la Carta de las 
Naciones Unidas con respecto a la agresión de tal Estado. 
 
PARTE VII. Depositarios, notificaciones, correcciones y registro. 
Artículo 76. Depositarios de los tratados. 1. La designación del depositario de un tratado podrá 
efectuarse por los Estados negociadores en el tratado mismo o de otro modo. El depositario 
podrá ser uno o más Estados, una organización internacional o el principal funcionario 
administrativo de tal organización. 
2. Las funciones del depositario de un tratado son de Carácter internacional y el depositario 
está obligado a actuar imparcialmente en el desempeño de ellas. En particular, el hecho de que 
un tratado no haya entrado en vigor entre algunas de las partes o de que haya surgido una 
discrepancia entre un Estado y un depositario acerca del desempeño de las funciones de éste 
no afectará a esa obligación del depositario. 
Artículo 77. Funciones de los depositarios. 1. Salvo que el tratado disponga o los Estados 
contratantes convengan otra cosa al respecto, las funciones del depositario comprenden en 
particular las siguientes: a) custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le 
hayan remitido: b) extender copias certificadas conformes del texto original y preparar todos los 
demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse en virtud del tratado y 
transmitirlos a las partes en el tratado y a los Estados facultados para llegar a serlo; c) recibir 
las firmas del tratado v recibir y custodiar los instrumentos, notificaciones y comunicaciones 
relativos a éste; d) examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comunicación 
relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, señalar el caso a la atención del 
Estado de que se trate; e) informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para 
llegar a serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos al tratado; f) informar a los 
Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado de la fecha en que se ha recibido o 
depositado el número de firmas o de instrumentos de ratificación, aceptación aprobación o 
adhesión necesario para la entrada en vigor del tratado; g) registrar el tratado en la Secretaría 
de las Naciones Unidas; h) desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de 
la presente Convención. 
2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el depositario acerca del desempeño de las 
funciones de éste, el depositario señalará la cuestión a la atención de los Estados signatarios y 
de los Estados contratantes o, si corresponde, del órgano competente de la organización 
internacional interesada. 
Artículo 78. Notificaciones y comunicaciones. Salvo cuando el tratado o la presente 
Convención disponga otra cosa al respecto, una notificación o comunicación que debe hacer 
cualquier Estado en virtud de la presente Convención: a) deberá ser transmitida si no hay 
depositario, directamente a los Estados a que esté destinada, o, si ha y depositario a éste; b) 
sólo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado de que se trate cuando haya sido 
recibida por el Estado al que fue transmitida o, en su caso, por el depositario; c) si ha sido 
transmitida a un depositario sólo se entenderá que ha sido recibida por el Estado al que estaba 
destinada cuando éste haya recibido del depositario la información prevista en el apartado el 
del párrafo 1 del artículo 77. 
Artículo 79. Corrección de errores en textos o en copias certificadas conformes de los 
tratados. 1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tratado los Estados 
signatarios y los Estados contratantes adviertan de común acuerdo que contiene un error, éste, 
a menos que tales Estados decidan proceder a su corrección de otro modo, será corregido: a) 
introduciendo la corrección pertinente en el texto y haciendo que sea rubricada por 
representantes autorizados en debida forma; b) formalizando un instrumento o canjeando 
instrumentos en los que se haga constar la corrección que se haya acordado hacer; o c) 
formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto original, un texto corregido de 
todo el tratado. 
2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a los Estados 
signatarios y a los Estados contratantes el error y la propuesta de corregirlo y fijará un plazo 
adecuado para hacer objeciones a la corrección propuesta. A la expiración del plazo fijado: a) 
si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y rubricará la corrección en el texto 
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extenderá un acta de rectificación del texto y comunicará copia de ella a las partes en el tratado 
y a los Estados facultados para llegar a serlo; b) si se ha hecho una objeción, el depositario 
comunicará la objeción a los Estados signatarios y a los Estados contratantes. 
3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el texto de un tratado 
haya sido autenticado en dos o más idiomas y se advierta una falta de concordancia que los 
Estados signatarios y los Estados contratantes convengan en que debe corregirse. 
4. El texto corregido sustituirá "ab initio" al texto defectuoso a menos que los Estados 
signatarios y los Estados contratantes decidan otra cosa al respecto. 
5. La corrección del texto de un tratado que haya sido registrado será notificada a la Secretaría 
de las Naciones Unidas. 
6. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un tratado, el depositario 
extenderá un acta en la que hará constar la rectificación y comunicará copia de ella a los 
Estados signatarios y a los Estados contratantes. 
Artículo 80. Registro y publicación de los tratados. 1. Los tratados, después de su entrada en 
vigor, se transmitirán a la Secretaria de las Naciones Unidas para su registro o archivo e 
inscripción, según el caso, y para su publicación. 
2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que éste realice los actos 
previstos en el párrafo; precedente. 
 
PARTE VIII. Disposiciones finales. 
Artículo 81. Firma. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los estados 
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado o del 
Organismo Internacional de Energía Atómica, así como de todo Estado parte en el Estatuto de 
la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas a ser parte en la Convención, de la manera siguiente: Hasta el 30 de 
noviembre de 1969, en el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de la República de 
Austria, y, después, hasta el 30 de abril de 1970, en la sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York. 
Artículo 82. Ratificación. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación se depositaran en poder del Secretario general de las Naciones Unidas. 
Artículo 83. Adhesión. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo Estado 
perteneciente a una de las categorías mencionadas en el artículo 81. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Secretario general de las Naciones Unidas. 
Artículo 84. Entrada en vigor. 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o 
de adhesión. 
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará 
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión. 
Artículo 85. Textos auténticos. El original de la presente Convención, cuyos textos en chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del 
Secretario general de las Naciones Unidas. 
En testimonio de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención. 
Hecha en Viena el día veintitrés de mayo de mil novecientos sesenta y nueve. 
 
ANEXO 
1. El Secretario general de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá una lista de 
amigables componedores integrada por juristas calificados. A tal efecto, se invitará a todo 
Estado que sea miembro de las Naciones Unidas o parte en la presente Convención a que 
designe dos amigables componedores; los nombres de las personas así designadas 
constituirán la lista. La designación de los amigables componedores, entre ellos los designados 
para cubrir una vacante accidental, se hará para un periodo de cinco años renovable. Al expirar 
el periodo para el cual hayan sido designados, los amigables componedores continuarán 
desempeñando las funciones para las cuales hayan sido elegidos con arreglo al párrafo 
siguiente. 
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2. Cuando se haya presentado una solicitud, conforme al artículo 66, al Secretario general, éste 
someterá la controversia a una comisión de conciliación, compuesta en la forma siguiente: 
El Estado o los Estados que constituyan una de las partes en la controversia nombrarán: a) un 
amigable componedor, de la nacionalidad de ese Estado o de uno de esos Estados, elegido o 
no de la lista mencionada en el párrafo 1, y b) un amigable componedor que no tenga la 
nacionalidad de ese Estado ni de ninguno de esos Estados, elegido de la lista. 
El Estado o los Estados que constituyan la otra parte en la controversia nombrarán dos 
amigables componedores de la misma manera. Los cuatro amigables componedores elegidos 
por las partes deberán ser nombrados dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que 
el Secretario General haya recibido la solicitud. 
Los cuatro amigables componedores, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que 
se haya efectuado el último de sus nombramientos, nombrarán un quinto amigable 
componedor, elegido de la lista, que será Presidente. 
Si el nombramiento del Presidente o de cualquiera de los demás amigables componedores no 
se hubiere realizado en el plazo antes prescrito para ello, lo efectuará el Secretario general 
dentro de los sesenta días siguientes a la expiración de ese plazo. El Secretario general podrá 
nombrar Presidente a una de las personas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión 
de Derecho Internacional. Cualquiera de los plazos en los cuales deban efectuarse los 
nombramientos podrá prorrogarse por acuerdo de las partes en la controversia. 
Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombramiento inicial. 
3. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Comisión, previo 
consentimiento de las partes en la controversia, podrá invitar a cualquiera de las partes en el 
tratado a exponerle sus opiniones verbalmente o por escrito. Las decisiones y 
recomendaciones de la Comisión se adoptarán por mayoría de votos de sus cinco miembros. 
4. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controversia todas las medidas 
que puedan facilitar una solución amistosa. 
5. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objeciones, y hará propuestas a 
las partes con miras a que lleguen a una solución amistosa de la controversia. 
6. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes a la fecha de su 
constitución. El informe se depositará en poder del Secretario general y se transmitirá a las 
partes en la controversia. El informe de la Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que 
en él se indiquen en cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará a las 
partes ni tendrá otro carácter que el de enunciado de recomendaciones presentadas a las 
partes para su consideración, a fin de facilitar una solución amistosa de la controversia. 
7. El Secretario general proporcionará a la Comisión la asistencia y facilidades que necesite. 
Los gastos de la Comisión serán sufragados por la Organización de las Naciones Unidas. 
 
Fuente: http://www.derechos.org/nizkor/ley/viena.html 
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Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales 

(1986)  
 
PARTE I 
INTRODUCCIÓN 
Artículo 1. Alcance de la presente Convención 
La presente Convención se aplica: a) a los tratados entre uno o varios Estados y una o varias 
organizaciones internacionales, y b) a los tratados entre organizaciones internacionales. 
Artículo 2. Términos empleados 
1. Para los efectos de la presente Convención: a) se entiende por "tratado" un acuerdo 
internacional regido por el derecho internacional y celebrado por escrito: i) entre uno o varios 
Estados y una o varias organizaciones internacionales; o  ii) entre organizaciones 
internacionales, ya conste ese acuerdo en un instrumento único o en dos o más instrumentos 
conexos y cualquiera que sea su denominación particular; b) se entiende por "ratificación" el 
acto internacional así denominado por el cual un Estado hace constar en el ámbito 
internacional su consentimiento en obligarse por un tratado; b bis) se entiende por "acto de 
confirmación formal" un acto internacional que corresponde al de la ratificación por un Estado y 
por el cual una organización internacional hace constar en el ámbito internacional su 
consentimiento en obligarse por un tratado; b ter) se entiende por "aceptación", "aprobación" y 
"adhesión", según el caso, el acto internacional así denominado por el cual un Estado o una 
organización internacional hace constar en el ámbito internacional su consentimiento en 
obligarse por un tratado; c) se entiende por "plenos poderes" un documento que emana de la 
autoridad competente de un Estado o del órgano competente de una organización internacional 
y por el que se designa a una o varias personas para representar al Estado o a la organización 
en la negociación, la adopción o la autenticación del texto de un tratado, para expresar el 
consentimiento del Estado o de la organización en obligarse por un tratado, o para ejecutar 
cualquier otro acto con respecto a un tratado; d) se entiende por "reserva" una declaración 
unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado o por una 
organización internacional al firmar, ratificar, confirmar formalmente, aceptar o aprobar un 
tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas 
disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado o a esa organización; e) se entiende 
por "Estado negociador" y por "organización negociadora", respectivamente: i)  un  Estado, o 
ii) una organización internacional, que ha participado en la elaboración y adopción del texto del 
tratado; f) se entiende por "Estado contratante" y por "organización contratante", 
respectivamente: i) un Estado, o ii) una organización internacional, que ha consentido en 
obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor el tratado; g) se entiende por "parte" un 
Estado o una organización internacional que ha consentido en obligarse por el tratado y con 
respecto al cual o a la cual el tratado está en vigor; h) se entiende por "tercer Estado" y por 
"tercera organización", respectivamente:  i) un Estado, o  ii) una organización internacional, que 
no es parte en el tratado; i) se entiende por "organización internacional" una organización 
intergubernamental; j) se entiende por "reglas de la organización" en particular los instrumentos 
constitutivos de la organización, sus decisiones y resoluciones adoptadas de conformidad con 
éstos y su práctica establecida. 
2. Las disposiciones del párrafo 1 sobre los términos empleados en la presente Convención se 
entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos o del sentido que se les pueda dar en el 
derecho interno de cualquier estado o en las reglas de una organización internacional. 
Artículo 3. Acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la presente 
Convención. El hecho de que la presente Convención no se aplique: i) ni a los acuerdos 
internacionales en los que fueren partes uno o varios Estados, una o varias organizaciones 
internacionales y uno o varios sujetos de derecho internacional que no sean Estados ni 
organizaciones; ii) ni a los acuerdos internacionales en los que fueren partes una o varias 
organizaciones internacionales y uno o varios sujetos de derecho internacional que no sean 
Estados ni organizaciones; iii) ni a los acuerdos internacionales no celebrados por escrito 
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entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones internacionales, o entre 
organizaciones internacionales; iv) ni a los acuerdos internacionales entre sujetos de derecho 
internacional que no sean Estados ni organizaciones internacionales; no afectará: a) al valor 
jurídico de tales acuerdos; b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas 
enunciadas en la presente Convención a que estuvieren sometidos en virtud del derecho 
internacional independientemente de esta Convención; c) a la aplicación de la Convención a 
las relaciones entre Estados y organizaciones internacionales o a las relaciones de las 
organizaciones entre sí, cuando estas relaciones se rijan por acuerdos internacionales en los 
que fueren asimismo partes otros sujetos de derecho internacional. 
Artículo 4. Irretroactividad de la presente Convención. Sin perjuicio de la aplicación de 
cualesquiera normas enunciadas en la presente Convención a las que los tratados entre uno o 
varios Estados y una o varias organizaciones internacionales o entre organizaciones 
internacionales estén sometidos en virtud del derecho internacional independientemente de la 
Convención, ésta sólo se aplicará a los tratados de esa índole que sean celebrados después 
de la entrada en vigor de la presente Convención con respecto a esos Estados y esas 
organizaciones. 
Artículo 5. Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados 
adoptados en el ámbito de una organización internacional. La presente Convención se 
aplicará a todo tratado entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones 
internacionales que sea un instrumento constitutivo de una organización internacional y a todo 
tratado adoptado en el ámbito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier 
regla pertinente de la organización. 
 
PARTE II. CELEBRACIÓN Y ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS 
SECCIÓN 1. Celebración de los Tratados 
Artículo 6. Capacidad de las organizaciones internacionales para celebrar tratados. La 
capacidad de una organización internacional para celebrar tratados se rige por las reglas de 
esa organización. 
Artículo 7. Plenos poderes. 1. Para la adopción o la autenticación del texto de un tratado o 
para manifestar el consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se considerará que 
una persona representa a un Estado: a)  si presenta los adecuados plenos poderes; o b) si se 
deduce de la práctica o de otras circunstancias que la intención de los Estados y de las 
organizaciones internacionales de que se trate ha sido considerar a esa persona representante 
del Estado para esos efectos sin la presentación de plenos poderes. 
2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se considerará que 
representan a su Estado: a) los jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de relaciones 
exteriores, para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de un tratado entre 
uno o varios Estados y una o varias organizaciones internacionales; b) los representantes 
acreditados por los Estados en una conferencia internacional, para la adopción del texto de un 
tratado entre Estados y organizaciones internacionales; c) los representantes acreditados por 
los Estados ante una organización internacional o uno de sus órganos, para la adopción del 
texto de un tratado en tal organización u órgano; d) los jefes de misiones permanentes ante 
una organización internacional, para la adopción del texto de un tratado entre los Estados 
acreditantes y esa organización. 
3. Para la adopción o la autenticación del texto de un tratado o para manifestar el 
consentimiento de una organización en obligarse por un tratado, se considerará que una 
persona representa a esa organización internacional: a)  si presenta los adecuados plenos 
poderes; o b) si se deduce de las circunstancias que la intención de los Estados y de las 
organizaciones internacionales de que se trate ha sido considerar a esa persona representante 
de la organización para esos efectos, de conformidad con las reglas de la organización y sin la 
presentación de plenos poderes. 
Artículo 8. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización. Un acto relativo a 
la celebración de un tratado ejecutado por una persona que, conforme al artículo 7 no pueda 
considerarse autorizada para representar con tal fin a un Estado o a una organización 
internacional, no surtirá efectos jurídicos a menos que sea ulteriormente confirmado por ese 
Estado o esa organización. 
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Artículo 9. Adopción del texto. 1. La adopción del texto de un tratado se efectuará por 
consentimiento de todos los Estados y de todas las organizaciones internacionales o, según el 
caso, de todas las organizaciones participantes en su elaboración, salvo lo dispuesto en el 
párrafo 2. 
2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional se efectuará con 
arreglo al procedimiento que acuerden los participantes en esa conferencia. Si, no obstante, no 
se logra un acuerdo sobre tal procedimiento, la adopción del texto se efectuará por mayoría de 
dos tercios de los participantes presentes y votantes, a menos que esos participantes decidan 
por igual mayoría aplicar una regla diferente. 
Artículo 10. Autenticación del texto. 1. El texto de un tratado entre uno o varios Estados y 
una o varias organizaciones internacionales quedará establecido como auténtico y definitivo: a) 
mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los Estados y las 
organizaciones que hayan participado en su elaboración; o b) A falta de tal procedimiento, 
mediante la firma, la firma ad referéndum o la rúbrica puesta por los representantes de esos 
Estados y de esas organizaciones en el texto del tratado o en el acta final de la conferencia en 
la que figure el texto. 
2. El texto de un tratado entre organizaciones internacionales quedará establecido como 
auténtico y definitivo: a) mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan las 
organizaciones que hayan participado en su elaboración; o b) A falta de tal procedimiento, 
mediante la firma, la firma ad referéndum o la rúbrica puesta por los representantes de esas 
organizaciones en el texto del tratado o en el acta final de la conferencia en la que figure el 
texto. 
Artículo 11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado. 
1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá manifestarse mediante la 
firma, el canje de instrumentos que constituyan un tratado, la ratificación, la aceptación, la 
aprobación o la adhesión, o en cualquier otra forma que se hubiere convenido. 
2. El consentimiento de una organización internacional en obligarse por un tratado podrá 
manifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan un tratado, un acto de 
confirmación formal, la aceptación, la aprobación o la adhesión, o en cualquier otra forma que 
se hubiere convenido. 
Artículo 12. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la firma. 
1. El consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por un 
tratado se manifestará mediante la firma de su representante: a) cuando el tratado disponga 
que la firma tendrá ese efecto; b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y 
las organizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones negociadoras han 
convenido en que la firma tenga ese efecto; o c) cuando la intención del Estado o de la 
organización de dar ese efecto a la firma se desprenda de los plenos poderes de su 
representante o se haya manifestado durante la negociación. 
2. Para los efectos del párrafo 1: a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado 
cuando conste que los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el 
caso, las organizaciones negociadoras así lo han convenido; b) la firma ad referéndum de un 
tratado por el representante de un Estado o de una organización internacional equivaldrá a la 
firma definitiva del tratado si ese Estado o esa organización la confirma. 
Artículo 13. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante el canje 
de instrumentos que constituyen un tratado. El consentimiento de los Estados o de las 
organizaciones internacionales en obligarse por un tratado constituido por instrumentos 
canjeados entre ellos se manifestará mediante este canje: a) cuando los instrumentos 
dispongan que su canje tendrá ese efecto; o b) cuando conste de otro modo que esos Estados 
y esas organizaciones o, según el caso, esas organizaciones han convenido en que el canje de 
los instrumentos tenga ese efecto. 
Artículo 14. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 
ratificación, un acto de confirmación formal, la aceptación o la aprobación. 1. El 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestará mediante la 
ratificación: a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse mediante 
la ratificación; b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las 
organizaciones negociadoras han convenido en que se exija la ratificación; c) cuando el 
representante del Estado haya firmado el tratado a reserva de ratificación; o d)  intención del 
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Estado de firmar el tratado a reserva de ratificación se desprenda de los plenos poderes de su 
representante o se haya manifestado durante la negociación. 
2. El consentimiento de una organización internacional en obligarse por un tratado se 
manifestará mediante un acto de confirmación formal: a) cuando el tratado disponga que tal 
consentimiento debe manifestarse mediante un acto de confirmación formal; b) cuando conste 
de otro modo que los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el 
caso, las organizaciones negociadoras han convenido en que se exija un acto de confirmación 
formal; c) cuando el representante de la organización haya firmado el tratado a reserva de un 
acto de confirmación formal; o d) cuando la intención de la organización de firmar el tratado a 
reserva de un acto de confirmación formal se desprenda de los plenos poderes de su 
representante o se haya manifestado durante la negociación. 
3. El consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por un 
tratado se manifestará mediante la aceptación o la aprobación en condiciones semejantes a las 
que rigen para la ratificación o, según el caso, para un acto de confirmación formal. 
Artículo 15. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 
adhesión. El consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse 
por un tratado se manifestará mediante la adhesión: a) cuando el tratado disponga que ese 
Estado o esa organización puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; b) 
cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras 
o, según el caso, las organizaciones negociadoras han convenido en que ese Estado o esa 
organización puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; o c) cuando todas las 
partes hayan convenido ulteriormente en que ese Estado o esa organización puede manifestar 
tal consentimiento mediante la adhesión. 
Artículo 16. Canje o depósito de los instrumentos de ratificación, confirmación formal, 
aceptación, aprobación o adhesión. 1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, los 
instrumentos de ratificación, los instrumentos relativos a un acto de confirmación formal, o los 
instrumentos de aceptación, aprobación o adhesión harán constar el consentimiento de un 
Estado o de una organización internacional en obligarse por un tratado entre uno o varios 
Estados y una o varias organizaciones internacionales al efectuarse: a) su canje entre los 
Estados contratantes y las organizaciones contratantes; b) su depósito en poder del 
depositario; o c) su notificación a los Estados contratantes y a las organizaciones contratantes 
o al depositario, si así se ha convenido. 
2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, los instrumentos relativos a un acto de confirmación 
formal, o los instrumentos de aceptación, aprobación o adhesión harán constar el 
consentimiento de una organización internacional en obligarse por un tratado entre 
organizaciones internacionales al efectuarse: a) su canje entre las organizaciones contratantes; 
b) su depósito en poder del depositario; o c)  su notificación a las organizaciones 
contratantes o al depositario, si así se ha convenido. 
Artículo 17. Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y opción entre 
disposiciones diferentes. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el 
consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse respecto de 
parte de un tratado sólo surtirá efecto si el tratado lo permite o los Estados contratantes y las 
organizaciones contratantes o, según el caso, las organizaciones contratantes convienen en 
ello. 
2. El consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por un 
tratado que permita una opción entre disposiciones diferentes sólo surtirá efecto si se indica 
claramente a qué disposiciones se refiere el consentimiento. 
Artículo 18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su entrada 
en vigor. Un Estado o una organización internacional deberá abstenerse de actos en virtud de 
los cuales se frustren el objeto y el fin de un tratado: a) si ese Estado o esa organización ha 
firmado el tratado o ha canjeado los instrumentos que constituyen el tratado a reserva de 
ratificación, de un acto de confirmación formal, de aceptación o de aprobación, mientras ese 
Estado o esa organización no haya manifestado su intención de no llegar a ser parte en el 
tratado; o b) si ese Estado o esa organización ha manifestado su consentimiento en obligarse 
por el tratado durante el período que preceda a su entrada en vigor y siempre que ésta no se 
retarde indebidamente. 
SECCIÓN 2. Reservas 
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Artículo 19. Formulación de reservas. Un Estado o una organización internacional podrá 
formular una reserva en el momento de firmar, ratificar, confirmar formalmente, aceptar o 
aprobar un tratado o de adherirse a él, a menos: a) que la reserva esté prohibida por el tratado; 
b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas reservas, entre las 
cuales no figure la reserva de que se trate; o c) que, en los casos no previstos en los 
apartados a) y b), la reserva sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 
Artículo 20. Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 1. Una reserva 
expresamente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de los Estados 
contratantes y de las organizaciones contratantes o, según el caso, de las organizaciones 
contratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 
2. Cuando el número reducido de Estados negociadores y organizaciones negociadoras o, 
según el caso, de organizaciones negociadoras y del objeto y del fin del tratado se desprenda 
que la aplicación del tratado en su integridad entre todas las partes es condición esencial del 
consentimiento de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la 
aceptación de todas las partes. 
3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización internacional y a 
menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exigirá la aceptación del órgano 
competente de esa organización. 
4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el tratado disponga 
otra cosa: a) la aceptación de una reserva por un Estado contratante o por una organización 
contratante constituirá al Estado o a la organización internacional autor de la reserva en parte 
en el tratado en relación con el Estado o la organización que haya aceptado la reserva si el 
tratado ya está en vigor o cuando entre en vigor para el autor de la reserva y el Estado o la 
organización que ha aceptado la reserva; b) la objeción hecha por un Estado contratante o por 
una organización contratante a una reserva no impedirá la entrada en vigor del tratado entre el 
Estado o la organización internacional que haya hecho la objeción y el Estado o la organización 
autor de la reserva, a menos que el Estado o la organización autor de la objeción manifieste 
inequívocamente la intención contraria; c) un acto por el que un Estado o una organización 
internacional manifieste su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga una 
reserva surtirá efecto en cuanto acepte la reserva al menos un Estado contratante o una 
organización contratante. 
5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4, y a menos que el tratado disponga otra cosa, se 
considerará que una reserva ha sido aceptada por un Estado o una organización internacional 
cuando el Estado o la organización internacional no ha formulado ninguna objeción a la reserva 
dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que haya recibido la notificación de la 
reserva o en la fecha en que haya manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, si 
esta última es posterior. 
Artículo 21. Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Una 
reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de conformidad con 
los artículos 19, 20 y 23: a) modificará con respecto al Estado o a la organización internacional 
autor de la reserva en sus relaciones con esa otra parte las disposiciones del tratado a que se 
refiera la reserva en la medida determinada por la misma; y  b) modificará, en la misma 
medida, esas disposiciones en lo que respecta a esa otra parte en el tratado en sus relaciones 
con el Estado o con la organización internacional autor de la reserva. 
2. La reserva no modificará las disposiciones del tratado en lo que respecta a las otras partes 
en el tratado en sus relaciones inter se. 
3. Cuando un Estado o una organización internacional que haya hecho una objeción a una 
reserva no se oponga a la entrada en vigor del tratado entre él o ella y el Estado o la 
organización autor de la reserva, las disposiciones a que se refiera ésta no se aplicarán entre el 
autor de la reserva y el Estado o la organización que ha formulado la objeción en la medida 
determinada por la reserva. 
Artículo 22. Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Salvo que el 
tratado disponga otra cosa, una reserva podrá ser retirada en cualquier momento y no se 
exigirá para su retiro el consentimiento del Estado o de la organización internacional que la 
haya aceptado. 
2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva podrá ser retirada en 
cualquier momento. 
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3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: a) el retiro de una reserva sólo 
surtirá efecto respecto de un Estado contratante o de una organización contratante cuando ese 
Estado o esa organización haya recibido la notificación; b) el retiro de una objeción a una 
reserva sólo surtirá efecto cuando su notificación haya sido recibida por el Estado o la 
organización internacional autor de la reserva. 
Artículo 23. Procedimiento relativo a las reservas. 1. La reserva, la aceptación expresa de 
una reserva y la objeción a una reserva habrán de formularse por escrito y comunicarse a los 
Estados contratantes y a las organizaciones contratantes y a los demás Estados y 
organizaciones internacionales facultados para llegar a ser partes en el tratado. 
2. La reserva que se formula en el momento de la firma de un tratado que haya de ser objeto 
de ratificación, acto de confirmación formal, aceptación o aprobación habrá de ser confirmada 
formalmente por el Estado o por la organización autor de la reserva al manifestar su 
consentimiento en obligarse por el tratado. En tal caso, se considerará que la reserva ha sido 
hecha en la fecha de su confirmación. 
3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva, anteriores a la 
confirmación de la misma, no tendrán que ser a su vez confirmadas. 
4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de formularse por escrito. 
 
SECCIÓN 3. Entrada en vigor y aplicación provisional de los tratados 
Artículo 24. Entrada en vigor. 1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que 
en él se disponga o que acuerden los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras 
o, según el caso, las organizaciones negociadoras. 
2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrará en vigor tan pronto como haya 
constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores y todas las organizaciones 
negociadoras o, según el caso, de todas las organizaciones negociadoras en obligarse por el 
tratado. 
3. Cuando el consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por 
un tratado se haga constar en una fecha posterior a la entrada en vigor de dicho tratado, éste 
entrará en vigor con relación a ese Estado o a esa organización en dicha fecha, a menos que el 
tratado disponga otra cosa. 
4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticación de su texto, la constancia del 
consentimiento en obligarse por el tratado, la manera o la fecha de su entrada en vigor, las 
reservas, las funciones del depositario y otras cuestiones que se susciten necesariamente 
antes de la entrada en vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adopción de su 
texto. 
Artículo 25. Aplicación provisional. 1. Un tratado o una parte de él se aplicará 
provisionalmente antes de su entrada en vigor: a) si el propio tratado así lo dispone; o b) si los 
Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones 
negociadoras han convenido en ello de otro modo. 
2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto de un Estado o de una 
organización internacional terminará si ese Estado o esa organización notifica a los Estados y a 
las organizaciones con respecto a los cuales el tratado se aplica provisionalmente su intención 
de no llegar a ser parte en el mismo, a menos que el tratado disponga o los Estados 
negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones 
negociadoras hayan convenido otra cosa al respecto. 
 
PARTE III. OBSERVANCIA, APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LOS TRATADOS 
SECCIÓN 1. Observancia de los Tratados 
Artículo 26. Pacta sunt servanda. Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 
cumplido por ellas de buena fe. 
Artículo 27. El derecho interno de los Estados, las reglas de las organizaciones 
internacionales y la observancia de los tratados. 1. Un Estado parte en un tratado no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento del 
tratado. 
2. Una organización internacional parte en un tratado no podrá invocar las reglas de la 
organización como justificación del incumplimiento del tratado. 
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3. Las normas enunciadas en los párrafos precedentes se entenderán sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 46. 
 
SECCIÓN 2. Aplicación de los tratados 
Artículo 28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no obligarán a 
una parte respecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya 
dejado de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro 
modo. 
Artículo 29. Ámbito territorial de los tratados. Un tratado entre uno o varios Estados y una o 
varias organizaciones internacionales será obligatorio para cada uno de los Estados partes por 
lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de 
él o conste de otro modo. 
Artículo 30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 1. Los 
derechos y las obligaciones de los Estados y de las organizaciones internacionales partes en 
tratados sucesivos concernientes a la misma materia se determinarán conforme a los párrafos 
siguientes. 
2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado anterior o posterior o que 
no debe ser considerado incompatible con ese otro tratado, prevalecerán las disposiciones de 
este último. 
3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el tratado posterior 
pero el tratado anterior no queda terminado ni su aplicación suspendida conforme 
al artículo 59, el tratado anterior se aplicará únicamente en la medida en que sus disposiciones 
sean compatibles con las del tratado posterior. 
4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el tratado posterior: a) 
en las relaciones entre dos partes, que lo sean en ambos tratados, se aplicará la norma 
enunciada en el párrafo 3; b en las relaciones entre una parte en ambos tratados y una parte 
en un tratado solamente, los derechos y obligaciones recíprocos se regirán por el tratado en el 
que las dos sean partes. 
5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y no prejuzgará ninguna 
cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de un tratado conforme al artículo 60 ni 
ninguna cuestión de responsabilidad en que pueda incurrir un Estado o una organización 
internacional por la celebración o aplicación de un tratado cuyas disposiciones sean 
incompatibles con las obligaciones contraídas con respecto a un Estado o a una organización 
en virtud de otro tratado. 
6. Los párrafos precedentes se entenderán sin perjuicios de que, en caso de conflicto entre las 
obligaciones contraídas en virtud de la Carta de las Naciones Unidas y las obligaciones 
contraídas en virtud de un tratado, prevalecerán las obligaciones impuestas por la Carta. 
 
SECCIÓN 3. Interpretación de los Tratados 
Artículo 31. Regla general de interpretación. 1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe 
conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de 
éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además del 
texto, incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo que se refiere al tratado y haya sido 
concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado; b) todo instrumento 
formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las 
demás como instrumento referente al tratado. 
3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: a) todo acuerdo ulterior entre las 
partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones; b)  toda  
práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las 
partes acerca de la interpretación del tratado; c) toda norma pertinente de derecho 
internacional aplicable en las relaciones entre las partes. 
4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes. 
Artículo 32. Medios de interpretación complementarios. Se podrá acudir a medios de 
interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las 
circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación 
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del artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con 
el artículo 31: a) deja ambiguo u oscuro el sentido; o b) conduzca a un resultado 
manifiestamente absurdo o irrazonable. 
Artículo 33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 1. Cuando un 
tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada 
idioma, a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia 
prevalecerá uno de los textos. 
2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido autenticado el texto 
será considerada como texto auténtico únicamente si el tratado así lo dispone o las partes así 
lo convienen. 
3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido. 
4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo previsto en el 
párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticos revele una diferencia de sentido que 
no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 32, se adoptará el sentido que mejor 
concilie esos textos, habida cuenta del objeto y del fin del tratado. 
 
SECCIÓN 4. Los tratados y los terceros estados o las terceras organizaciones 
Artículo 34. Norma general concerniente a terceros Estados y terceras organizaciones. 
Un tratado no crea obligaciones ni derechos para un tercer Estado o una tercera organización 
sin el consentimiento de ese Estado o de esa organización. 
Artículo 35. Tratados en que se prevén obligaciones para terceros Estados o terceras 
organizaciones. Una disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer 
Estado o una tercera organización si las partes en el tratado tienen la intención de que tal 
disposición sea el medio de crear la obligación y si el tercer Estado o la tercera organización 
acepta expresamente por escrito esa obligación. La aceptación de tal obligación por la tercera 
organización se regirá por las reglas de esa organización. 
Artículo 36. Tratados en que se prevén derechos para terceros Estados o terceras 
organizaciones. 1. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer 
Estado si con ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir ese derecho al tercer 
Estado o a un grupo de Estados al cual pertenezca, o bien a todos los Estados, y si el tercer 
Estado asiente a ello. Su asentimiento se presumirá mientras no haya indicación en contrario, 
salvo que el tratado disponga otra cosa. 
2. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para una tercera organización si con 
ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir ese derecho a la tercera organización 
o a un grupo de organizaciones internacionales al cual pertenezca, o bien a todas las 
organizaciones, y si la tercera organización asiente a ello. Su asentimiento se regirá por las 
reglas de la organización. 
3. Un Estado o una organización internacional que ejerza un derecho con arreglo al párrafo 1 o 
2 deberá cumplir las condiciones que para su ejercicio estén prescritas en el tratado o se 
establezcan conforme a éste. 
Artículo 37. Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de tercero 
Estados o de terceras organizaciones. 1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya 
originado una obligación para un tercer Estado o una tercera organización, tal obligación no 
podrá ser revocada ni modificada sino con el consentimiento de las partes en el tratado y del 
tercer Estado o de la tercera organización, a menos que conste que habían convenido en otra 
cosa al respecto. 
2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho para un tercer 
Estado o una tercera organización, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado por las 
partes si consta que se tuvo la intención de que el derecho no fuera revocable ni modificable 
sin el consentimiento del tercer Estado o de la tercera organización. 
3. El consentimiento de una organización internacional parte en el tratado o de una tercera 
organización, previsto en los párrafos precedentes, se regirá por las reglas de esa 
organización. 
Artículo 38. Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terceros Estados o 
terceras organizaciones en virtud de una costumbre internacional. Lo dispuesto en 
los artículos 34 a 37 no impedirá que una norma enunciada en un tratado llegue a ser 
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obligatoria para un tercer Estado o una tercera organización como norma consuetudinaria de 
derecho internacional reconocida como tal. 
 
PARTE IV. ENMIENDA Y MODIFICACIÓN DE LOS TRATADOS 
Artículo 39. Norma General concerniente a la enmienda de los tratados. 1. Un tratado 
podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a tal acuerdo las normas 
enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en que el tratado disponga otra cosa. 
2. El consentimiento de una organización internacional a un acuerdo de la índole mencionada 
en el párrafo 1 se regirá por las reglas de esa organización. 
Artículo 40. Enmienda de los tratados multilaterales. 1. Salvo que el tratado disponga otra 
cosa, la enmienda de los tratados multilaterales se regirá por los párrafos siguientes. 
2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones entre todas las 
partes habrá de ser notificada a todos los Estados Contratantes y a todas las organizaciones 
contratantes, cada uno los cuales tendrá derecho a participar: a) En la decisión sobre las 
medidas que haya que adoptar con relación a tal propuesta; b) En la negociación y la 
celebración de cualquier acuerdo que tenga por objeto enmendar el tratado. 
3. Todo Estado y toda organización internacional facultados para llegar a ser partes en el 
tratado estarán también facultados para llegar a ser partes en el tratado en su forma 
enmendada. 
4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a ningún Estado ni a 
ninguna organización internacional que sea ya parte en el tratado pero no llegue a serlo en ese 
acuerdo; con respecto a tal Estado o a tal organización se aplicará el apartado b) del párrafo 4 
del artículo 30. 
5. Todo Estado o toda organización internacional que llegue a ser parte en el tratado después 
de la entrada en vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será considerado, 
de no haber manifestado una intención diferente: a) Parte en el tratado en su forma 
enmendada; b) Parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado que 
no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado. 
Artículo 41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre algunas de las partes 
únicamente. 1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo que 
tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus relaciones mutuas: a) Si la posibilidad 
de tal modificación está prevista por el tratado; o b) Si tal modificación no está prohibida por el 
tratado, a condición de que: i) No afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes 
correspondan en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones; ii) No se refiera a 
ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con la consecución efectiva del objeto 
y del fin del tratado en su conjunto. 
2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, 
las partes interesadas deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar el acuerdo 
y la modificación del tratado que en ese acuerdo se disponga. 
 
PARTE V 
NULIDAD, TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN DE LA APLICACIÓN DE LOS TRATADOS 
SECCIÓN 1. 
Disposiciones Generales 
Artículo 42. Validez y continuación en vigor de los tratados. 1. La validez de un tratado o 
del consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por un tal 
tratado no podrá ser impugnada sino mediante la aplicación de la presente Convención. 
2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no podrán tener lugar sino 
como resultado de la aplicación de las disposiciones del tratado o de la presente Convención. 
La misma norma se aplicará a la suspensión de la aplicación de un tratado. 
Artículo 43. Obligaciones impuestas por el derecho internacional independientemente de 
un tratado. La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el retiro de una de las partes o la 
suspensión de la aplicación del tratado, cuando resulten de la aplicación de la presente 
Convención o de las disposiciones del tratado, no menoscabarán en nada el deber de un 
Estado o de una organización internacional de cumplir toda obligación enunciada en el tratado 
a la que ese Estado o esa organización estén sometidos en virtud del derecho internacional 
independientemente de dicho tratado. 
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Artículo 44. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado. 1. El derecho de una parte, 
previsto en un tratado o emanado del artículo 56, a denunciar ese tratado, retirarse de él o 
suspender su aplicación no podrá ejercerse sino con respecto a la totalidad del tratado, a 
menos que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto. 
2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de las partes o de 
suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en la presente Convención no podrá 
alegarse sino con respecto a la totalidad del tratado, salvo en los casos previstos en los 
párrafos siguientes o en el artículo 60. 
3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse sino con respecto a 
esas cláusulas cuando: a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que 
respecta a su aplicación; b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación 
de esas cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en el tratado una base 
esencial de su consentimiento en obligarse por el tratado en su conjunto; y c) la continuación 
del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 
4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado o la organización internacional 
facultados para alegar el dolo o la corrupción podrán hacerlo en lo que respecta a la totalidad 
del tratado o, en el caso previsto en el párrafo 3, en lo que respecta a determinadas cláusulas 
únicamente. 
5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la división de las 
disposiciones del tratado. 
Artículo 45. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad terminación, retiro o 
suspensión de la aplicación de un tratado. 1. Un Estado no podrá ya alegar una causa para 
anular un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos 46 a 50 o en los artículos 60 y 62, si, después de haber tenido 
conocimiento de los hechos, ese Estado: a) ha convenido expresamente en que el tratado es 
válido, permanece en vigor o continúa en aplicación, según el caso; o b) se ha comportado de 
tal manera que debe considerarse que ha dado su aquiescencia a la validez del tratado o a su 
continuación en vigor o en aplicación, según el caso. 2. Una organización internacional no 
podrá ya alegar una causa para anular un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o 
suspender su aplicación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 46 a 50 o en los 
artículos 60 y 62, si, después de haber tenido conocimiento de los hechos: a) esa organización 
ha convenido expresamente en que el tratado es válido, permanece en vigor o continúa en 
aplicación, según el caso; o b) el órgano competente se ha comportado de tal manera que 
debe considerarse que la organización ha renunciado al derecho a alegar esa causa. 
 
SECCIÓN 2. Nulidad de los tratados 
Artículo 46. Disposiciones de derecho interno del Estado y reglas de la organización 
internacional concernientes a la competencia para celebrar tratados. 1. El hecho de que el 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado haya sido manifestado en violación de 
una disposición de su derecho interno concerniente a la competencia para celebrar tratados no 
podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos que esa 
violación sea manifiesta y afecta a una norma de importancia fundamental de su derecho 
interno. 
2. El hecho de que el consentimiento de una organización internacional en obligarse por un 
tratado haya sido manifestado en violación de las reglas de la organización concernientes a la 
competencia para celebrar tratados no podrá ser alegado por dicha organización como vicio de 
su consentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una regla de 
importancia fundamental. 
3. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier Estado o 
cualquier organización internacional que proceda en la materia conforme a la práctica usual de 
los Estados y, en su caso, de las organizaciones internacionales y de buena fe. 
Artículo 47. Restricción específica de los poderes para manifestar el consentimiento 
de un Estado o de una organización internacional. Si los poderes de un representante para 
manifestar el consentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse por 
un tratado determinado han sido objeto de una restricción específica, la inobservancia de esa 
restricción por tal representante no podrá alegarse como vicio del consentimiento manifestado 
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por él, a menos que la restricción haya sido notificada, con anterioridad a la manifestación de 
ese consentimiento, a los Estados negociadores y a las organizaciones negociadoras. 
Artículo 48. Error. 1. Un Estado o una organización internacional podrá alegar un error en un 
tratado como vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un 
hecho o a una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado o esa organización en 
el momento de la celebración del tratado y constituyera una base esencial de su 
consentimiento en obligarse por el tratado. 
2. El párrafo 1 no se aplicará si el Estado o la organización internacional de que se trate 
contribuyó con su conducta al error o si las circunstancias fueron tales que hubiera quedado 
advertido de la posibilidad de error. 
3. Un error que concierna sólo a la redacción del texto de un tratado no afectará a la validez de 
éste; en tal caso se aplicará el artículo 80. 
Artículo 49. Dolo. Un Estado o una organización internacional inducido a celebrar un tratado 
por la conducta fraudulenta de un Estado negociador o de una organización negociadora podrá 
alegar el dolo como vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado. 
Artículo 50. Corrupción del representante de un Estado o de una organización 
internacional. Un Estado o una organización internacional cuya manifestación del 
consentimiento en obligarse por un tratado ha sido obtenida mediante la corrupción de su 
representante, efectuada directa o indirectamente por un Estado negociador o por una 
organización negociadora, podrá alegar esa corrupción como vicio de su consentimiento en 
obligarse por el tratado. 
Artículo 51. Coacción sobre el representante de un Estado o de una organización 
internacional. La manifestación por un tratado o por una organización internacional del 
consentimiento en obligarse por un tratado que haya sido obtenida por coacción sobre el 
representante de dicho Estado o de dicha organización mediante actos o amenazas dirigidos 
contra él carecerá de todo efecto jurídico. 
Artículo 52. Coacción sobre un Estado o una organización internacional por la amenaza 
o el uso de la fuerza. Es nulo todo tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza 
o el uso de la fuerza en violación de los principios de derecho internacional incorporados en la 
Carta de las Naciones Unidas. 
Artículo 53. Tratados que estén en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general (jus cogens). Es nulo todo tratado que, en el momento de su 
celebración, esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. 
Para los efectos de la presente Convención una norma imperativa de derecho internacional 
general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su 
conjunto como no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma 
ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 
 
SECCIÓN 3. Terminación de los tratados y suspensión de su aplicación 
Artículo 54. Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus disposiciones o por 
consentimiento de las partes. La terminación de un tratado o el retiro de una parte podrán 
tener lugar: a) conforme a las disposiciones del tratado; o b) en cualquier momento, por 
consentimiento de todas las partes después de consultar a los Estados contratantes y a las 
organizaciones contratantes. 
Artículo 55. Reducción del número de partes en un tratado multilateral a un número 
inferior al necesario para su entrada en vigor. Un tratado multilateral no terminará por el solo 
hecho de que el número de partes llegue a ser inferior al necesario para su entrada en vigor, 
salvo que el tratado disponga otra cosa. 
Artículo 56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga disposiciones 
sobre la terminación la denuncia o el retiro. 1. Un tratado que no contenga disposiciones 
sobre su terminación ni prevea la denuncia o el retiro no podrá ser objeto de denuncia o de 
retiro a menos: a) que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de denuncia 
o de retiro; o b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza del 
tratado. 
2. Una parte deberá notificar con dos meses por lo menos de antelación su intención de 
denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al párrafo 1. 
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Artículo 57. Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus disposiciones o 
por consentimiento de las partes. La aplicación de un tratado podrá suspenderse con 
respecto a todas las partes o a una parte determinada: a) conforme a las disposiciones del 
tratado; o b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa consulta con 
los Estados contratantes y las organizaciones contratantes. 
Artículo 58. Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por acuerdo entre 
algunas de las partes únicamente. 1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán 
celebrar un acuerdo que tenga por objeto suspender la aplicación de disposiciones del tratado, 
temporalmente y sólo en sus relaciones mutuas: a) si la posibilidad de tal suspensión está 
prevista por el tratado; o b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado, a condición de 
que: i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan en virtud del 
tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones; y ii) no sea incompatible con el objeto y el fin del 
tratado. 
2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado disponga otra cosa, 
las partes interesadas deberán notificar a las demás partes su intención de celebrar el acuerdo 
y las disposiciones del tratado cuya aplicación se proponen suspender. 
Artículo 59. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación implícitas como 
consecuencia de la celebración de un tratado posterior. 1. Se considerará que un tratado 
ha terminado si todas las partes en él, celebran ulteriormente un tratado sobre la misma 
materia y: a) se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido intención de 
las partes que la materia se rija por este tratado; o b) las disposiciones del tratado posterior son 
hasta tal punto incompatibles con las del tratado anterior que los dos tratados no pueden, 
aplicarse simultáneamente.  
2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha quedado únicamente suspendida si 
se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que tal ha sido la intención de las 
partes. 
Artículo 60. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como 
consecuencia de su violación. 1. Una violación grave de un tratado bilateral por una de las 
partes facultará a la otra parte para alegar la violación como causa para dar por terminado el 
tratado o para suspender su aplicación total o parcialmente. 
2. Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes facultará: a) a las otras 
partes, procediendo por acuerdo unánime, para suspender la aplicación del tratado total o 
parcialmente o darlo por terminado: i) en las relaciones entre ellas y el Estado o la organización 
internacional autor de la violación, o ii) entre todas las partes; b) a una parte especialmente 
perjudicada por la violación, para alegar ésta como causa para suspender la aplicación del 
tratado total o parcialmente en las relaciones entre ella y el Estado o la organización 
internacional autor de la violación; c) a cualquier parte, que no sea el Estado o la organización 
internacional autor de la violación, para alegar la violación como causa para suspender la 
aplicación del tratado total o parcialmente con respecto a sí misma, si el tratado es de tal índole 
que una violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radicalmente la situación 
de cada parte con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud del tratado. 
3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violación grave de un tratado: a) un 
rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o b) la violación de una 
disposición esencial para la consecución del objeto o del fin del tratado. 
4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposiciones del tratado 
aplicables en caso de violación. 
5. Lo previsto en los párrafos 1 y 3 no se aplicará a las disposiciones relativas a la protección 
de la persona humana contenidas en tratados de carácter humanitario, en particular a las 
disposiciones que prohíben toda forma de represalias con respecto a las personas protegidas  
por tales tratados. 
Artículo 61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 1. Una parte podrá alegar la 
imposibilidad de cumplir un tratado como causa para darlo por terminado o retirarse de él si esa 
imposibilidad resulta de la desaparición o destrucción definitivas de un objeto indispensable 
para el cumplimiento del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente 
como causa para suspender la aplicación del tratado. 
2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes como causa para 
dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender su aplicación si resulta de una 
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violación, por la parte que la alegue, de una obligación nacida del tratado o de toda otra 
obligación internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 
Artículo 62. Cambio fundamental en las circunstancias. 1. Un cambio fundamental en las 
circunstancias ocurrido con respecto a las existentes en el momento de la celebración de un 
tratado y que no fue previsto por las partes no podrá alegarse como causa para dar por 
terminado el tratado o retirarse de él, a menos que: a) la existencia de esas circunstancias 
constituyera una base esencial del consentimiento de las partes en obligarse por el tratado; y b) 
ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente el alcance de las obligaciones que todavía 
deben cumplirse en virtud del tratado. 
2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como causa para dar por 
terminado un tratado entre dos o más Estados y una o más organizaciones internacionales o 
para retirarse de él si el tratado establece una frontera. 
3. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como causa para dar por 
terminado un tratado o para retirarse de él, si el cambio fundamental resulta de una violación, 
por la parte que lo alega, de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación 
internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 
4. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de las partes pueda 
alegar un cambio fundamental en las circunstancias como causa para dar por terminado un 
tratado o para retirarse de él, podrá también alegar ese cambio como causa para suspender la 
aplicación del tratado. 
Artículo 63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares. La ruptura de relaciones 
diplomáticas o consulares entre Estados partes en un tratado entre dos o más Estados y una o 
más organizaciones internacionales no afectará a las relaciones jurídicas establecidas entre 
esos Estados por el tratado, salvo en la medida en que la existencia de relaciones diplomáticas 
o consulares sea indispensable para la aplicación del tratado. 
Artículo 64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional general 
(jus cogens). Si surge una nueva norma imperativa de derecho internacional general, todo 
tratado existente que esté en oposición con esa norma se convertirá en nulo y terminará. 
 
SECCIÓN 4. Procedimiento 
Artículo 65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o terminación 
de un tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. La 
parte que, basándose en las disposiciones de la presente Convención, alegue un vicio de su 
consentimiento en obligarse por un tratado o una causa para impugnar la validez de un tratado, 
darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación, deberá notificar a las demás 
partes su pretensión. En la notificación habrá de indicarse la medida que se proponga adoptar 
con respecto al tratado y las razones en que ésta se funda. 
2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no habrá de ser inferior a 
tres meses contados desde la recepción de la notificación, ninguna parte ha formulado 
objeciones, la parte que haya hecho la notificación podrá adoptar en la forma prescripta en 
el artículo 67 la medida que haya propuesto. 
3. Si, por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una objeción, las partes 
deberán buscar una solución por los medios indicados en el artículo 33 de la Carta de las 
Naciones Unidas. 
4. La notificación o la objeción hecha por una organización internacional se regirá por las reglas 
de la organización. 
5. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectará a los derechos o a las 
obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposiciones en vigor entre ellas 
respecto de la solución de controversias. 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado o una organización 
internacional no haya efectuado la notificación, prescrita en el párrafo 1 no le impedirá hacerla 
en respuesta a otra parte que pida el cumplimiento del tratado o alegue su violación. 
Artículo 66. Procedimientos de arreglo judicial, de arbitraje y de conciliación. 1. Si, dentro 
de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya formulado la objeción, no se ha 
llegado a ninguna solución conforme al párrafo 3 del artículo 65, se seguirán los 
procedimientos que se indican en los siguientes párrafos. 
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2. Con respecto a una controversia relativa a la aplicación o la interpretación del artículo 53 o 
el artículo 64: a) si un Estado es parte en una controversia con uno o más Estados podrá, 
mediante solicitud escrita, someter la controversia a la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia; b) si un Estado es parte en una controversia en la que son partes una o varias 
organizaciones internacionales, el Estado podrá, por conducto de un Estado Miembro de las 
Naciones Unidas si es necesario, pedir a la Asamblea General o al Consejo de Seguridad o, 
cuando corresponda, al órgano competente de una organización internacional que sea parte en 
la controversia y esté autorizada de conformidad con el artículo 96 de la Carta de las Naciones 
Unidas, que solicite de la Corte Internacional de Justicia una opinión consultiva de conformidad 
con el artículo 65 del Estatuto de la Corte; c) si las Naciones Unidas o una organización 
internacional autorizada para ello de conformidad con el artículo 96 de la Carta de las Naciones 
Unidas es parte en una controversia, podrá solicitar de la Corte Internacional de Justicia una 
opinión consultiva de conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte; d) si una 
organización internacional distinta a las que se refiere el apartado c) es parte en una 
controversia podrá, por conducto de un Estado Miembro de las Naciones Unidas, seguir el 
procedimiento que se indica en el apartado b); e) la opinión consultiva que se emita de 
conformidad con los apartados b), c) o d) será aceptada como decisiva por todas las partes en 
la controversia de que se trate; f) si se rechaza la petición de una opinión consultiva de la 
Corte, conforme a los apartados b), c) o d), cualquiera de las partes en la controversia podrá 
someterla, mediante notificación escrita dirigida a la otra u otras partes en la controversia, al 
arbitraje de conformidad con las disposiciones del Anexo de la presente Convención. 
3. Se aplicarán las disposiciones del párrafo 2 a menos que todas las partes en una de las 
controversias mencionadas en ese párrafo convengan de común acuerdo en someter la 
controversia a un procedimiento de arbitraje, incluso el que se indica en el Anexo de la 
presente Convención. 
4. Con respecto a una controversia relativa a la aplicación o la interpretación de cualquiera de 
los artículos de la Parte V, salvo los artículos 53 y 64, de la presente Convención, cualquiera de 
las partes en la controversia podrá iniciar el procedimiento de conciliación indicado en 
el Anexo de la Convención presentando al Secretario General de las Naciones Unidas una 
solicitud a tal efecto. 
Artículo 67. Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo por terminado, 
retirarse de él o suspender su aplicación. 1. La notificación prevista en el párrafo 1 
del artículo 65 habrá de hacerse por escrito. 
2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por terminado, retirarse de 
él o suspender su aplicación de conformidad con las disposiciones del tratado o de los párrafos 
2 o 3 del artículo 65 se hará constar en un instrumento que será comunicado a las demás 
partes. Si el instrumento que dimane de un Estado no está firmado por el jefe de Estado, el jefe 
del gobierno o el ministro de relaciones exteriores, el representante del Estado que lo 
comunique podrá ser invitado a presentar sus plenos poderes. Si el instrumento dimana de una 
organización internacional, el representante de la organización que haga la comunicación 
podrá ser invitado a presentar sus plenos poderes. 
Artículo 68. Revocación de las modificaciones y de los instrumentos previstos en los 
artículos 65 y 67. Las notificaciones o los instrumentos previstos en los artículos 65  y 67 
podrán ser revocados en cualquier momento antes de que surtan efecto. 
 
SECCIÓN 5. Consecuencias de la nulidad, la terminación o la suspensión de la 
aplicación de un tratado 
Artículo 69. Consecuencias de la nulidad de un tratado. 1. Es nulo un tratado cuya nulidad 
quede determinada en virtud de la presente Convención. Las disposiciones de un tratado nulo 
carecen de fuerza jurídica. 
2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado: a) Toda parte podrá exigir 
de cualquier otra parte que en la medida de lo posible establezca en sus relaciones mutuas la 
situación que habría existido si no se hubieran ejecutado esos actos; b)  Los actos ejecutados 
de buena fe antes de que se haya alegado la nulidad no resultarán ilícitos por el solo hecho de 
la nulidad del tratado. 
3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51 ó 52, no se aplicará el párrafo 2 con 
respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, el acto de corrupción o la coacción. 
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4. En caso de que el consentimiento de un Estado o de una organización internacional 
determinados en obligarse por un tratado multilateral esté viciado, las normas precedentes se 
aplicarán a las relaciones entre ese Estado o esa organización y las partes en el tratado. 
Artículo 70. Consecuencias de la terminación de un tratado. 1. Salvo que el tratado 
disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la terminación de un tratado en virtud 
de sus disposiciones o conforme a la presente Convención: a) Eximirá a las partes de la 
obligación de seguir cumpliendo el tratado; b) no afectará a ningún derecho, obligación o 
situación jurídica de las partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 
2. Si un Estado o una organización internacional denuncia un tratado multilateral o se retira de 
él, se aplicará el párrafo 1 a las relaciones entre ese Estado o esa organización y cada una de 
las demás partes en el tratado desde la fecha en que surta efectos tal denuncia o retiro. 
Artículo 71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición con una 
norma imperativa de derecho internacional general. 1. Cuando un tratado sea nulo en virtud 
del artículo 53, las partes deberán: a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto que 
se haya ejecutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma 
imperativa de derecho internacional general; y b) ajustar sus relaciones mutuas a la norma 
imperativa de derecho internacional general. 
2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 64, la terminación del 
tratado: a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo el tratado; b) no 
afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes creados por la ejecución 
del tratado antes de su terminación; sin embargo, esos derechos, obligaciones o situaciones 
podrán en adelante mantenerse únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté por 
sí mismo en oposición con la nueva norma imperativa de derecho internacional general. 
Artículo 72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. Salvo que 
el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la suspensión de la 
aplicación de un tratado basada en sus disposiciones o conforme a la presente Convención: a) 
eximirá a las partes entre las que se suspenda la aplicación del tratado de la obligación de 
cumplirlo en sus relaciones mutuas durante el período de suspensión; b) no afectará de otro 
modo a las relaciones jurídicas que el tratado haya establecido entre las partes. 
2. Durante el período de suspensión, las partes deberán abstenerse de todo acto encaminado 
a obstaculizar la reanudación de la aplicación del tratado. 
 
PARTE VI. DISPOSICIONES DIVERSAS 
Artículo 73. Relación con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Entre 
Estados partes en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, las 
relaciones de esos Estados en virtud de un tratado entre dos o más Estados y una o varias 
organizaciones internacionales se regirán por dicha Convención. 
Artículo 74. Cuestiones no prejuzgadas por la presente Convención. 1. Las disposiciones 
de la presente Convención no prejuzgarán ninguna cuestión que con relación a un tratado entre 
uno o más Estados y una o varias organizaciones internacionales pueda surgir como 
consecuencia de una sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional de un Estado o 
de la ruptura de hostilidades entre Estados. 
2. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgarán ninguna cuestión que con 
relación a un tratado pueda surgir como consecuencia de la responsabilidad internacional de la 
organización internacional, de la terminación de su existencia o de la terminación de la 
participación de un Estado en calidad de miembro de la organización. 
3. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgarán ninguna cuestión que pueda 
surgir en relación con la creación de obligaciones y derechos para los Estados miembros de 
una organización internacional en virtud de un tratado en el que esa organización sea parte. 
Artículo 75. Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados. La ruptura o 
la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o más Estados no impedirá la 
celebración de tratados entre dos o más de dichos Estados y una o más organizaciones 
internacionales. Tal celebración por si misma no prejuzgará acerca de la situación de las 
relaciones diplomáticas o consulares. 
Artículo 76. Caso de un Estado agresor. Las disposiciones de la presente Convención se 
entenderán sin perjuicio de cualquier obligación que pueda originarse con relación a un Tratado 
entre uno o más Estados y una o más organizaciones internacionales para un Estado agresor 

http://www.parlamento.gub.uy/htmlstat/pl/convenciones/conv15195.htm
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como consecuencia de medidas adoptadas conforme a la Carta de las Naciones Unidas con 
respecto a la agresión cometida por ese Estado. 
 
PARTE VII. DEPOSITARIOS, NOTIFICACIONES, CORRECCIONES Y REGISTRO 
Artículo 77. Depositarios de los tratados. 1. La designación del depositario de un tratado 
podrá efectuarse por los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras, o, según el 
caso, las organizaciones negociadoras, en el tratado mismo o de otro modo. El depositario 
podrá ser uno o más Estados, una organización internacional o el principal funcionario 
administrativo de tal organización. 
2. Las funciones del depositario de un tratado son de carácter internacional y el depositario 
está obligado a actuar imparcialmente en el desempeño de ellas. En particular, el hecho de que 
un tratado no haya entrado en vigor entre algunas de las partes o de que haya surgido una 
discrepancia entre un Estado o una organización internacional y un depositario acerca del 
desempeño de las funciones de éste no afectará a esa obligación del depositario. 
Artículo 78. Funciones de los depositarios. Salvo que el tratado disponga o los Estados 
contratantes y las organizaciones contratantes o, según el caso, las organizaciones 
contratantes convengan otra cosa al respecto, las funciones del depositario comprenden en 
particular las siguientes: a) custodiar el texto original del tratado y los poderes que se le hayan 
remitido; b) extender copias certificadas conformes del texto original y preparar todos los 
demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse en virtud del tratado y 
trasmitirlos a las partes en el tratado y a los Estados y organizaciones internacionales 
facultados para llegar a serlo. 
Artículo 79. Notificaciones y comunicaciones. Salvo cuando el tratado o la presente 
Convención dispongan otra cosa al respecto, una notificación o comunicación que deba hacer 
cualquier Estado u organización internacional en virtud de la presente Convención: a) deberá 
ser transmitida, si no hay depositario, directamente a los Estados y a las organizaciones a que 
esté destinada, o, si hay depositario, a éste; b) sólo se entenderá que ha quedado hecha por el 
Estado o la organización de que se trate cuando haya sido recibida por el Estado o la 
organización a que fue transmitida o, en su caso, por el depositario; c) si ha sido transmitida a 
un depositario, sólo se entenderá que ha sido recibida por el Estado o la organización a que 
estaba destinada cuando ese Estado o esa organización haya recibido del depositario la 
información prevista en el apartado e) del párrafo 1 del artículo 78. 
Artículo 80. Corrección de errores en textos o en copias certificadas conformes de los 
tratados. 1. Cuando, después de la autentificación del texto de un tratado, los Estados y las 
organizaciones internacionales signatarios, los Estados contratantes y las organizaciones 
contratantes advierten de común acuerdo que contiene un error, éste, a menos que tales 
Estados y organizaciones decidan proceder a su corrección de otro modo, será corregido: a) 
introduciendo la corrección pertinente en el texto y haciendo que sea rubricada por 
representantes autorizados en debida forma; b) formalizando un instrumento o canjeando 
instrumentos en los que se haga constar la corrección que se haya acordado hacer; o c)recibir 
las firmas del tratado y recibir y custodiar los instrumentos, notificaciones y comunicaciones 
relativos a éste; d) examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comunicación 
relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, señalar el caso a la atención del 
Estado o la organización internacional de que se trate; e) informar a las partes en el tratado y a 
los Estados y las organizaciones internacionales facultados para llegar a serlo de los actos, 
notificaciones y comunicaciones relativos al tratado; f) informar a los Estados y las 
organizaciones internacionales facultados para llegar a ser partes en el tratado de la fecha en 
que se ha recibido o depositado el número de firmas o de instrumentos de ratificación, 
instrumentos relativos a un acto de confirmación formal, o instrumentos de aceptación, 
aprobación o adhesión necesario para la entrada en vigor del tratado; g) registrar el tratado en 
la Secretaría de las Naciones Unidas; h) desempeñar las funciones especificadas en otras 
disposiciones de la presente Convención. 
2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado o una organización internacional y el 
depositario acerca del desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión 
a la atención: a) de los Estados y las organizaciones signatarios, así como de los Estados 
contratantes y las organizaciones contratantes; o b) si corresponde, del órgano competente de 
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la organización interesada; c) formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto 
original, un texto corregido de todo el tratado. 
3. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a los Estados y las 
organizaciones internacionales signatarios y a los Estados contratantes y las organizaciones 
contratantes el error y la propuesta de corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer 
objeciones a la corrección propuesta. A la expiración del plazo fijado: a)  si no se ha hecho 
objeción alguna, al depositario efectuará y rubricará la corrección en el texto, extenderá un acta 
de rectificación del texto y comunicará copia de ella a las partes en el tratado y a los Estados y 
las organizaciones facultados para llegar a serlo; b) si se ha hecho una objeción, el depositario 
comunicará la objeción a los Estados y las organizaciones signatarios y a los Estados 
contratantes y las organizaciones contratantes. 
4. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el texto de un tratado 
haya sido autenticado en dos o más idiomas y se advierta una falta de concordancia que los 
Estados y las organizaciones internacionales signatarios, así como los estados contratantes y 
las organizaciones contratantes convengan en que debe corregirse. 
5. El texto corregido sustituirá ab initio al texto defectuoso, a menos que los Estados y las 
organizaciones internacionales signatarios, así como los Estados contratantes y las 
organizaciones contratantes decidan otra cosa al respecto. 
6. La corrección del texto de un tratado que haya sido registrado será notificada a la Secretaría 
de las Naciones Unidas. 
7. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un tratado, el depositario 
extenderá un acta en la que hará constar la rectificación y comunicará copia de ella a los 
Estados y las organizaciones internacionales signatarios, así como a los Estados contratantes 
y las organizaciones contratantes. 
Artículo 81. Registro y publicación de los tratados. 1. Los tratados, después de su entrada 
en vigor, se transmitirán a la Secretaría de las Naciones Unidas para su registro o archivo e 
inscripción, según el caso, y para su publicación. 
2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que éste realice los actos 
previstos en el párrafo precedente. 
PARTE VIII. DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 82. Firma. La presente Convención estará abierta hasta el 31 de diciembre de 1986, 
en el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de la República de Austria, y, después, hasta 
el 30 de junio de 1987, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, a la firma:  
a) de todos los Estados; 
b) de Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia; 
c) de las organizaciones internacionales invitadas a participar en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones 
Internacionales o entre Organizaciones Internacionales. 
Artículo 83. Ratificación o acto de confirmación formal. La presente Convención está sujeta 
a ratificación por los Estados y por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones 
Unidas para Namibia, y a actos de confirmación formal por las organizaciones internacionales. 
Los instrumentos de ratificación y los instrumentos relativos a los actos de confirmación formal 
se depositarán en poder del Secretario General de la Naciones Unidas. 
Artículo 84. Adhesión. 1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo 
Estado, de Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de 
toda organización internacional que tenga capacidad para celebrar tratados. 
2. El instrumento de adhesión de una organización internacional contendrá una declaración por 
la que se haga constar que la organización tiene capacidad para celebrar tratados. 
3. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario de las Naciones 
Unidas. 
Artículo 85. Entrada en vigor. 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o 
de adhesión por los Estados o por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones 
Unidas para Namibia. 
2. Para cada Estado, o para Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas 
para Namibia, que ratifique la Convención o se adhiere a ella después de haberse cumplido la 
condición establecida en el párrafo 1, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de 
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la fecha en que tal Estado o Namibia haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
3. Para cada organización internacional que deposite un instrumento relativo a un acto de 
confirmación formal o un instrumento de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que se haya efectuado ese depósito, o en la fecha en que la 
Convención entre en vigor conforme al párrafo 1, si esta última es posterior. 
Artículo 86. Textos auténticos. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
En Testimonio de lo cual, los plenipotenciarios infrascriptos, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, y los representantes debidamente autorizados del Consejo de las 
Naciones Unidas para Namibia y de las organizaciones internacionales, han firmado la 
presente Convención. 
Hecha en Viena, el día 21 de marzo de 1986. 
Es copia fiel del documento repartido por la Secretaría General de la Organización de las 
Naciones Unidas como "Convención de Viena sobre el derecho de los tratados entre Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales". 
  
ANEXO. PROCEDIMIENTOS DE ARBITRAJE Y DE CONCILIACIÓN ESTABLECIDOS EN 
APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 66 
I. Constitución del Tribunal Arbitral o de la Comisión de Conciliación 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá una lista, integrada 
por juristas calificados, de la cual las partes en una controversia podrán elegir las personas que 
hayan de constituir un tribunal arbitral o, según el caso, una comisión de conciliación. A tal 
efecto, se invitará a todo Estado que sea Miembro de las Naciones Unidas y a toda parte en la 
presente Convención a que designe dos personas; los nombres de las personas así 
designadas constituirán la lista, una copia de la cual se enviará al Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia. La designación de los integrantes de la lista, entre ellos los 
designados para cubrir una vacante accidental, se hará para un período de cinco años 
renovable. Al expirar el período para el cual hayan sido designadas, esas personas continuarán 
desempeñando las funciones para la cuales hayan sido elegidas con arreglo a los párrafos 
siguientes. 
2. Cuando se haya realizado una notificación conforme al apartado f) del párrafo 2 
del artículo 66, o se haya llegado a un acuerdo sobre el procedimiento en el presente Anexo 
conforme al párrafo 3, la controversia se someterá a un tribunal arbitral. Cuando se haya 
presentado una solicitud, conforme al párrafo 4 del artículo 66, al Secretario General, éste 
someterá la controversia a una comisión de conciliación. Tanto el tribunal arbitral como la 
comisión de conciliación se constituirán en la forma siguiente: 
Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el caso, los Estados y las 
organizaciones que constituyan una de las partes en la controversia nombrarán de común 
acuerdo: a) un árbitro, o, según el caso, un amigable componedor, elegido o no de la lista 
mencionada en el párrafo 1, y b) un árbitro, o, según el caso, un amigable componedor, elegido 
entre los incluidos en la lista que no tenga la nacionalidad de ninguno de los Estados, ni haya 
sido designado por ninguna de las organizaciones, que constituyan esa parte en la 
controversia; no obstante, una controversia entre dos organizaciones internacionales no podrá 
quedar sometida al conocimiento de nacionales de un mismo Estado. 
Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el caso, los Estados y las 
organizaciones que constituyan la otra parte en la controversia nombrarán dos árbitros, o, 
según el caso, dos amigables componedores, de la misma manera. Las cuatro personas 
elegidas por las partes deberán ser nombradas dentro de los sesenta días siguientes a la fecha 
en que la otra parte en la controversia haya recibido la notificación conforme al apartado f) del 
párrafo 2 del artículo 66, en que se haya llegado a un acuerdo sobre el procedimiento en el 
presente Anexo conforme al párrafo 3 o en que el Secretario General haya recibido la solicitud 
de conciliación. 
Las cuatro personas así elegidas, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se 
haya efectuado el último de sus nombramientos, nombrarán de la lista un quinto árbitro o 
amigable componedor, según el caso, que será presidente. 
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Si el nombramiento del presidente, o de cualquiera de los árbitros y de los amigables 
componedores, según el caso, no se hubiere realizado en el plazo antes prescripto para ello, lo 
efectuará el Secretario General de las Naciones Unidas dentro de los sesenta días siguientes a 
la expiración de ese plazo. El Secretario General podrá nombrar Presidente a una de las 
personas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión de Derecho Internacional. 
Cualquiera de los plazos en los cuales deben efectuarse los nombramientos podrá prorrogarse 
por acuerdo de las partes en la controversia. Si las Naciones Unidas son parte o están 
incluidas en una de las partes en la controversia, el Secretario General transmitirá la 
mencionada solicitud al Presidente de la Corte Internacional de Justicia, quien desempeñará 
las funciones que se asignan al Secretario General en este apartado. 
Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombramiento inicial. 
El nombramiento de árbitros o de amigables componedores por una organización internacional 
mencionado en los párrafos 1 y 2 se regirá por las reglas de la organización. 
II. Funcionamiento del Tribunal Arbitral 
3. Salvo que las partes en la controversia acuerden otra cosa, el Tribunal Arbitral fijará su 
propio procedimiento, garantizando a cada una de las partes en la controversia plena 
oportunidad de ser oída y de hacer la defensa de su causa. 
4. El Tribunal Arbitral, previo consentimiento de las partes en la controversia, podrá invitar a 
cualquier Estado u organización internacional interesado a exponerle sus opiniones, 
verbalmente o por escrito. 
5. Las decisiones del tribunal Arbitral se adoptarán por mayoría de sus miembros. En caso de 
empate, decidirá el voto del Presidente. 
6. Cuando una de las partes en la controversia no comparezca ante el Tribunal o se abstenga 
de hacer la defensa de su causa, la otra parte podrá pedir al Tribunal que prosiga las 
actuaciones y dicte su laudo. Antes de dictar dicho laudo el Tribunal deberá asegurarse no sólo 
de su competencia para decidir la controversia, sino también de que la pretensión está bien 
fundada en cuanto a los hechos y al derecho. 
7. El laudo del Tribunal Arbitral se limitará al asunto de la controversia y será motivado. 
Cualquier miembro del Tribunal podrá adjuntar una opinión separada o disidente del laudo. 
8. El laudo será definitivo e inapelable. Todas las partes en la controversia deberán someterse 
al laudo. 
9. El Secretario General proporcionará al Tribunal la asistencia y las facilidades que necesite. 
Los gastos del Tribunal serán sufragados por las Naciones Unidas. 
III. Funcionamiento de la Comisión de Conciliación 
10. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Comisión, previo 
consentimiento de las partes en la controversia, podrá invitar a cualquiera de las partes en el 
tratado a exponerle sus opiniones verbalmente o por escrito. Las decisiones y 
recomendaciones de la Comisión se adoptarán por mayoría de votos de sus cinco miembros. 
11. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controversia todas las medidas 
que puedan facilitar una solución amistosa. 
12. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objeciones, y hará propuestas 
a las partes con miras a que lleguen a una solución amistosa de la controversia. 
13. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes a la fecha de su 
constitución. El informe se depositará en poder del Secretario General y se transmitirá a las 
partes en la controversia. El informe de la Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que 
en él se indiquen en cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará a las 
partes ni tendrá otro carácter que el de anunciado de recomendaciones presentadas a las 
partes para su consideración a fin de facilitar una solución amistosa de la controversia. 
14. El Secretario General proporcionará a la Comisión la asistencia y las facilidades que 
necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por las Naciones Unidas. 

Fuente: http://www.parlamento.gub.uy/htmlstat/pl/convenciones/conv16173.htm 
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Principios rectores aplicables a las declaraciones unilaterales de los 

Estados capaces de crear obligaciones jurídicas (2006) 
  
La Comisión de Derecho Internacional,  
Observando que los Estados pueden resultar obligados por su comportamiento unilateral en el 
plano internacional, 
Observando que los comportamientos capaces de obligar jurídicamente a los Estados pueden 
adoptar la forma de declaraciones formales o consistir simplemente en una conducta informal, 
incluido, en determinadas situaciones, el silencio, en la que razonablemente pueden basarse 
los demás Estados, 
Observando también que la cuestión de si un comportamiento unilateral del Estado obliga a 
éste en una situación determinada depende de las circunstancias de cada caso, 
Observando además que a menudo es difícil en la práctica determinar si los efectos jurídicos 
dimanantes del comportamiento unilateral de un Estado son la consecuencia de la intención 
que ha manifestado o dependen de las expectativas que su conducta ha suscitado entre otros 
sujetos de derecho internacional, 
Aprueba los siguientes principios rectores, que sólo versan sobre los actos unilaterales stricto 
sensu, es decir, los que adoptan la forma de declaraciones formales formuladas por un Estado 
con la intención de producir obligaciones en virtud del derecho internacional, 
 
1. Unas declaraciones formuladas públicamente por las que se manifieste la voluntad de 
obligarse podrán surtir el efecto de crear obligaciones jurídicas. Cuando se dan las condiciones 
para que eso ocurra, el carácter obligatorio de tales declaraciones se funda en la buena fe; en 
tal caso, los Estados interesados podrán tenerlas en cuenta y basarse en ellas; esos Estados 
tienen derecho a exigir que se respeten esas obligaciones; 
2. Todo Estado tiene capacidad para contraer obligaciones jurídicas mediante declaraciones 
unilaterales; 
3. Para determinar los efectos jurídicos de tales declaraciones, es necesario tener en cuenta su 
contenido, todas las circunstancias de hecho en que se produjeron y las reacciones que 
suscitaron; 
4. Una declaración unilateral obliga internacionalmente al Estado sólo si emana de una 
autoridad que tenga competencia a estos efectos. En virtud de sus funciones, los jefes de 
Estado, jefes de gobierno y ministros de relaciones exteriores son competentes para formular 
tales declaraciones. Otras personas que representan al Estado en esferas determinadas 
podrán ser autorizadas para obligar a éste, mediante sus declaraciones, en las materias que 
correspondan a su esfera de competencia; 
5. Las declaraciones unilaterales podrán ser formuladas oralmente o por escrito; 
6. Las declaraciones unilaterales podrán ser dirigidas a la comunidad internacional en su 
conjunto, a uno o varios Estados o a otras entidades; 
7. Una declaración unilateral entraña obligaciones para el Estado que la ha formulado sólo si se 
enuncia en términos claros y específicos. En caso de duda en cuanto al alcance de las 
obligaciones resultantes de una declaración de esta índole, tales obligaciones deberán ser 
interpretadas restrictivamente. Para interpretar el contenido de esas obligaciones, se tendrá en 
cuenta ante todo el texto de la declaración, así como su contexto y las circunstancias en que se 
formuló; 
8. Es nula toda declaración unilateral que esté en oposición con una norma imperativa de 
derecho internacional general; 
9. De la declaración unilateral de un Estado no puede resultar ninguna obligación para los 
demás Estados. No obstante, el otro Estado o los otros Estados interesados pueden contraer 
obligaciones en relación con una declaración unilateral de esa índole en la medida en que 
hayan aceptado claramente tal declaración; 
10. Una declaración unilateral que ha creado obligaciones jurídicas para el Estado que hace la 
declaración no puede ser revocada arbitrariamente. Para determinar si una revocación sería 
arbitraria, habrá que tener en cuenta: i) Todos los términos de la declaración que se refieran 
específicamente a la revocación; ii) La medida en que los sujetos a quienes se deba el 
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cumplimiento de las obligaciones se hayan basado en ellas; iii) La medida en que se ha 
producido un cambio fundamental en las circunstancias. 
 
Texto adoptado por la Comisión de Derecho Internacional en su 58º período de sesiones, en 
2006, y presentado a la Asamblea General como parte del Informe de la Comisión que cubre 
su tarea (A/61/10). 
 
Fuente: http://www.dipublico.com.ar/instrumentos/122.html 

http://untreaty.un.org/ilc/reports/2006/2006report.htm
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RESOLUCIÓN 1514 (XV) de la Asamblea General de Naciones Unidas 

(1960) 
Declaración sobre la Concesión de la independencia a los países y 

pueblos coloniales. 
  
 
La Asamblea General, 
Teniendo presente que los pueblos del Mundo han proclamado en la Carta de las Naciones 
Unidas que están resueltos a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y 
de las naciones grandes y pequeñas y a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida 
dentro de un concepto más amplio de la libertad, 
Consciente de la necesidad de crear condiciones de estabilidad y bienestar y relaciones 
pacificas y amistosas basadas en el respeto de los principios de la igualdad de derechos y de 
la libre determinación de todos los pueblos, y de asegurar el respeto universal de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales para todos sin hacer distinción por motivos de raza, 
sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades, 
Reconociendo el apasionado deseo de libertad que abrigan todos los pueblos dependientes y 
el papel decisivo de dichos pueblos en el logro de su independencia, 
Consciente de los crecientes conflictos que origina el hecho de negar la libertad a esos pueblos 
o de impedirla, lo cual constituye una grave amenaza a la paz mundial, 
Considerando el importante papel que corresponde a las Naciones Unidas como medio de 
favorecer el movimiento en pro de la independencia en los territorios en fideicomiso y en los 
territorios no autónomos, 
Reconociendo que los pueblos del mundo desean ardientemente el fin del colonialismo en 
todas sus manifestaciones, 
Convencida de que la continuación del colonialismo impide el desarrollo de la cooperación 
económica internacional, entorpece el desarrollo social, cultural y económico de los pueblos 
dependientes y milita en contra del ideal de paz universal de las Naciones Unidas, 
Afirmando que los pueblos pueden, para sus propios fines, disponer libremente de sus riquezas 
y recursos naturales sin perjuicio de las obligaciones resultantes de la cooperación económica 
internacional, basada en el principio del provecho mutuo, y del derecho internacional, 
Creyendo que el proceso de liberación es irresistible e irreversible y que, a fin de evitar crisis 
graves, es preciso poner fin al colonialismo y a todas las prácticas de segregación y 
discriminación que lo acompañan, 
Celebrando que en los últimos años muchos territorios dependientes hayan alcanzado la 
libertad y la independencia, y reconociendo las tendencias cada vez más poderosas hacia la 
libertad que se manifiestan en los territorios que no han obtenido aun la independencia, 
Convencida de que todos los pueblos tienen un derecho inalienable a la libertad absoluta, al 
ejercicio de su soberanía y a la integridad de su territorio nacional, 
Proclama solemnemente la necesidad de poner fin rápida e incondicionalmente al colonialismo 
en todas sus formas y manifestaciones; 
Y a dicho efecto 
 
Declara que: 
1. La sujeción de pueblos a una subyugación, dominación y explotación extranjeras constituye 
una denegación de los derechos humanos fundamentales, es contraria a la Carta de las 
Naciones Unidas y compromete la causa de la paz y de la cooperación mundiales. 
2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación; en virtud de este derecho, 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural. 
3. La falta de preparación en el orden político, económico, social o educativo no deberá servir 
nunca de pretexto para retrasar la independencia. 
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4. A fin de que los pueblos dependientes puedan ejercer pacífica y libremente su derecho a la 
independencia completa, deberá cesar toda acción armada o toda medida represiva de 
cualquier índole dirigida contra ellos, y deberá respetarse la integridad de su territorio nacional. 
5. En los territorios en fideicomiso y no autónomos y en todos los demás territorios que no han 
logrado aún su independencia deberán tomarse inmediatamente medidas para traspasar todos 
los poderes a los pueblos de esos territorios, sin condiciones ni reservas, en conformidad con 
su voluntad y sus deseos libremente expresados, y sin distinción de raza, credo, ni color, para 
permitirles gozar de una libertad y una independencia absolutas. 
6. Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad 
territorial de un país es incompatible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas. 
7. Todos los Estados deberán observar fiel y estrictamente las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la presente 
Declaración sobre la base de la igualdad, de la no intervención en los asuntos internos de los 
demás Estados y del respeto de los derechos soberanos de todos los pueblos y de su 
integridad territorial. 
947

a
 sesión plenaria, 14 de diciembre de 1960 

 
Fuente: http://www.un.org/es/decolonization/declaration.shtml 
 

http://www.un.org/es/decolonization/declaration.shtml
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RESOLUCIÓN 2131 (XX) de la Asamblea General de Naciones Unidas 
(1965) 

Declaración sobre la inadmisibilidad de la intervención en los asuntos 
internos de los Estados y protección de su independencia y soberanía  

 
La Asamblea General, 
Vivamente preocupada por la gravedad de la situación internacional y por la amenaza creciente 
que se cierne sobre la paz universal debido a la intervención armada y a otras formas directas 
o indirectas de injerencia que atentan contra la personalidad soberana y la independencia 
política de los Estados, 
Considerando que las Naciones Unidas, de conformidad con su anhelo de eliminar la guerra, 
las amenazas a la paz y los actos de agresión, crearon una Organización basada en la 
igualdad soberana de los Estados cuyas relaciones de amistad deberían fundarse en el respeto 
a los principios de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos y en la 
obligación de sus Miembros de no recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 
integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, 
Reconociendo que, en cumplimiento del principio de la libre determinación, la Asamblea 
General manifestó por la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y 
pueblos coloniales, contenida en su resolución 1514 (XV) de 14 de diciembre de 1960, la 
convicción de que todos los pueblos tienen un derecho inalienable a la libertad absoluta, al 
ejercicio de su soberanía y a la integridad de su territorio nacional, y que en virtud de este 
derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural, 
Recordando que la Asamblea General proclamó en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de 
la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 
familia humana, sin discriminación de cualquier Índole, 
Reafirmando el principio de no intervención, proclamado en las Cartas de la Organización de 
los Estados Americanos, de la Liga de Estados Árabes y de la Organización de la Unidad 
Africana, y afirmado en las Conferencias de Montevideo, Buenos Aires, Chapultepec y Bogotá, 
así como en las decisiones de la Conferencia de países de África y Asia celebrada en 
Bandung, las de la primera Conferencia de Jefes de Estado o de Gobierno de los Países no 
Alineados celebrada en Belgrado, en el Programa para la Paz y la Cooperación Internacional, 
aprobado al clausurarse la Segunda Conferencia de Jefes de Estado o de Gobierno de los 
Países no Alineados celebrada en El Cairo, y en la declaración sobre la subversión adoptada 
en Accra por los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados Africanos, 
Reconociendo que el pleno acatamiento del principio de no intervención de los Estados en los 
asuntos internos y externos de otros Estados es condición indispensable para el cumplimiento 
de los propósitos y principios de las Naciones Unidas, 
Considerando que intervención armada es sinónimo de agresión y que, como tal, está en 
contradicción con los principios básicos que deben servir de fundamento a la cooperación 
internacional pacífica entre Estados, 
Considerando además que son contrarias a estos principios y, por consiguiente, violatorias de 
la Carta de las Naciones Unidas la intervención directa, la subversión, así como todas las 
formas de intervención indirecta, 
Estimando que la violación del principio de no intervención constituye una amenaza para la 
independencia, la libertad y el normal desarrollo político, económico, social y cultural de los 
países, principalmente de aquellos que se han liberado del colonialismo, y puede constituir un 
serio peligro para el mantenimiento de la paz, 
Plenamente consciente de la imperiosa necesidad de crear condiciones adecuadas que 
permitan a todos los Estados, y en especial a los países en desarrollo, elegir sin imposiciones 
ni coacciones sus propias instituciones políticas, económicas y sociales, 
A la luz de las anteriores consideraciones, solemnemente declara: 
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1. Ningún Estado tiene derecho de intervenir directa o indirectamente, y sea cual fuere el 
motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. Por lo tanto, no solamente la 
intervención armada, sino también cualesquiera otras formas de injerencia o de amenaza 
atentatoria de la personalidad del Estado, o de los elementos políticos, económicos y culturales 
que lo constituyen, están condenadas; 
2. Ningún Estado puede aplicar o fomentar el uso de medidas económicas, políticas o de 
cualquier otra índole para coaccionar a otro Estado a fin de lograr que subordine el ejercicio de 
sus derechos soberanos u obtener de él ventajas de cualquier orden. Todos los Estados 
deberán también abstenerse de organizar, apoyar, fomentar, financiar, instigar o tolerar 
actividades armadas, subversivas o terroristas encaminadas a cambiar por la violencia el 
régimen de otro Estado, y de intervenir en una guerra civil de otro Estado; 
3. El uso de la fuerza para privar a los pueblos de su identidad nacional constituye una 
violación de sus derechos inalienables y del principio de no intervención; 
4. El estricto cumplimiento de estas obligaciones es una condición esencial para asegurar la 
convivencia pacífica entre las naciones ya que la práctica de cualquier forma de intervención, 
además de violar el espíritu y la letra de la Carta de las Naciones Unidas, entraña la creación 
de situaciones atentatorias de la paz y la seguridad internacionales; 
5. Todo Estado tiene el derecho inalienable a elegir su sistema político, económico, social y 
cultural, sin injerencia en ninguna forma por parte de ningún otro Estado; 
6. Todo Estado debe respetar el derecho de libre determinación e independencia de los 
pueblos y naciones, el cual ha de ejercerse sin trabas ni presiones extrañas y con absoluto 
respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales. En consecuencia, todo 
Estado debe contribuir a la eliminación completa de la discriminación racial y del colonialismo 
en todas sus formas y manifestaciones; 
7. Para los fines de la presente Declaración, el término “Estado” comprende tanto a los Estados 
individualmente considerados como a los grupos de Estados; 
8. Nada en esta Declaración deberá interpretarse en el sentido de afectar en manera alguna las 
disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas relativas al mantenimiento de la 
paz y la seguridad internacionales, en especial las contenidas en los Capítulos VI, VII y VIII. 
1408a. sesión plenaria, 21 de diciembre de 1965. 
 

Fuente: http://www.dipublico.com.ar/3975/resolucion-2131-xx-de-la-asamblea-general-de-las-
naciones-unidas-declaracion-sobre-la-inadmisibili-dad-de-la-intervencion-en-loa-asuntos-
inter%C2%ADnos-de-los-estados-y-proteccion-de-su-inde%C2%AD/ 
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RESOLUCIÓN 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas 

(1970) 
Declaración Relativa a los Principios de Derecho Internacional Referentes 

a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre los Estados de 
Conformidad con la Carta de las Naciones Unidas  

 
 
La Asamblea General, 
Recordando sus resoluciones 1815 (XVII) de 18 de diciembre de 1962, 1966 (XVIII) de 16 de 
diciembre de 1963, 2103 (XX) de 20 de diciembre de 1965, 2181 (XXI) de 12 de diciembre de 
1966, 2327 (XXII) de 18 de diciembre de 1967, 2463 (XXIII) de 20 de diciembre de 1968 y 2533 
(XXIV) de 8 de diciembre de 1969, en las que afirmó la importancia del desarrollo progresivo y 
la codificación de los principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de amistad 
y a la cooperación entre los Estados, 
Habiendo examinado el informe del Comité Especial de los principios de Derecho Internacional 
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, que se reunió en 
Ginebra del 31 de marzo al 1º de mayo de 1970, 
Poniendo de relieve la suprema importancia de la Carta de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y para el desarrollo de las relaciones de 
amistad y la cooperación entre los Estados, 
Profundamente convencida de que la aprobación, durante la celebración del vigésimo quinto 
aniversario de las Naciones Unidas, de la Declaración sobre los principios de Derecho 
Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, contribuiría a fortalecer la paz mundial y 
constituiría un acontecimiento señalado en la evolución del Derecho Internacional y de las 
relaciones entre los Estados al promover el imperio del derecho entre las naciones y, en 
particular, la aplicación universal de los principios incorporados en la Carta, 
Considerando la conveniencia de difundir ampliamente el texto de la Declaración, 
1. Aprueba la Declaración sobre los principios de Derecho Internacional referentes a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, cuyo texto figura en el anexo a la presente resolución; 
2. Expresa su reconocimiento al Comité Especial por su labor, cuyo resultado ha sido la 
preparación de la Declaración; 
3. Recomienda que se realicen los mayores esfuerzos para que la Declaración sea de 
reconocimiento general. 
 
ANEXO 
Declaración sobre los principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de 
amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas 
 
PREÁMBULO 
La Asamblea General, 
Reafirmando que, conforme a la Carta, entre los propósitos fundamentales de las Naciones 
Unidas figuran el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y el fomento de las 
relaciones de amistad y de la cooperación entre las naciones, 
Recordando que los pueblos de las Naciones Unidas están resueltos a practicar la tolerancia y 
a convivir en paz como buenos vecinos, 
Teniendo presente la importancia de mantener y fortalecer la paz internacional fundada en la 
libertad, la igualdad, la justicia y el respeto de los derechos humanos fundamentales y de 
fomentar las relaciones de amistad entre las naciones, independientemente de las diferencias 
existentes entre sus sistemas políticos, económicos y sociales o sus niveles de desarrollo. 
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Teniendo presente además la suprema importancia de la Carta de las Naciones Unidas para 
fomentar el respeto del derecho entre las naciones, 
Considerando que la fiel observancia de los principios de derecho internacional referentes a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados y el cumplimiento de buena fe de 
las obligaciones contraída por los Estados, de conformidad con la Carta, es de la mayor 
importancia para el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacionales y para la 
realización de los demás propósitos de las Naciones Unidas, 
Observando que los grandes cambios políticos, económicos y sociales y el progreso científico 
que han tenido lugar en el mundo desde la aprobación de la Carta de las Naciones Unidas, 
hacen que adquieran mayor importancia estos principios y la necesidad de aplicarlos en forma 
más efectiva en la conducta de los Estados en todas las esferas, 
Recordando el principio establecido de que el espacio ultraterrestre, incluso la luna y otros 
cuerpos celestes, no podrá ser objeto de apropiación nacional por reivindicación de soberanía, 
uso u ocupación, ni de ninguna otra manera, y consciente de que en las Naciones Unidas se 
está considerando la cuestión de establecimiento de otras disposiciones pertinentes de 
inspiración similar, 
Convencida de que el estricto cumplimiento por los Estados de la obligación de no intervenir en 
los asuntos internos de cualquier otro Estado es condición esencial para asegurar la 
convivencia pacífica entre las naciones, ya que la práctica de cualquier forma de intervención, 
además de violar el espíritu y la letra de la Carta de las Naciones Unidas, entraña la creación 
de situaciones atentatorias contra la paz y la seguridad internacionales, 
Recordando el deber de los Estados de abstenerse en sus relaciones internacionales de 
ejercer coerción militar, política, económica o de cualquier otra índole contra la independencia 
política o la integridad territorial de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con 
los propósitos de las Naciones Unidas, 
Considerando que es indispensable igualmente que todos los Estados arreglen sus 
controversias internacionales por medios pacíficos de conformidad con la Carta, 
Reafirmando, de conformidad con la Carta, la importancia básica de la igualdad soberana y 
subrayando que los propósitos de las Naciones Unidas sólo podrán realizarse si los Estados 
disfrutan de igualdad soberana y cumplen plenamente las exigencias de este principio en sus 
relaciones internacionales, 
Convencida de que la sujeción de los pueblos a la subyugación, dominación y explotación 
extranjeras constituye uno de los mayores obstáculos al fomento de la paz y la seguridad 
internacionales, 
Convencida de que el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos constituye una importante contribución al Derecho Internacional contemporáneo, y de 
que su aplicación efectiva es de la suprema importancia para fomentar entre los Estados las 
relaciones de amistad basadas en el respeto del principio de la igualdad soberana, 
Convencida, en consecuencia, de que todo intento de quebrantar parcial o totalmente la unidad 
nacional y la integridad territorial de un Estado o país o su independencia política es 
incompatible con los propósitos y principios de la Carta, 
Considerando las disposiciones de la Carta en su conjunto y teniendo en cuenta la función de 
las resoluciones pertinentes aprobadas por los órganos competentes de las Naciones Unidas 
en relación con el contenido de los principios, 
Considerando que el desarrollo progresivo y la codificación de los siguientes principios: 
a) El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir 
a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones 
Unidas, 
b) El principio de que los Estados arreglarán sus controversias internacionales por medios 
pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni 
la justicia, 
c) La obligación de no intervenir en los asuntos que son de la jurisdicción interna de los 
Estados, de conformidad con la Carta, 
d) La obligación de los Estados de cooperar entre sí, de conformidad con la Carta, 
e) El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, 
f) El principio de la igualdad soberana de los Estados, 
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g) El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos 
de conformidad con la Carta; 
para conseguir su aplicación más efectiva dentro de la Comunidad Internacional, fomentarían la 
realización de los propósitos de las Naciones Unidas, 
Habiendo considerado los principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de 
amistad y a la cooperación entre los Estados, 
1. Solemnemente proclama los siguientes principios: 
El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de 
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la 
independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con 
los propósitos de las Naciones Unidas 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse en sus relaciones internacionales de recurrir a la 
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las naciones 
Unidas. Tal amenaza o uso de la fuerza constituye una violación del Derecho Internacional y de 
la Carta de las Naciones Unidas y no se empleará nunca como medio para resolver cuestiones 
internacionales. 
Una guerra de agresión constituye un crimen contra la paz, que, con arreglo al Derecho 
Internacional, entraña responsabilidad. 
Conforme a los propósitos y principios de las Naciones Unidas, los Estados tienen el deber de 
abstenerse de propaganda a favor de las guerras de agresión. 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza para 
violar las fronteras internacionales existentes de otro Estado o como medio de resolver 
controversias internacionales, incluso las controversias territoriales y los problemas relativos a 
las fronteras de los estados. 
Asimismo, todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la 
fuerza para violar las líneas internacionales de demarcación, tales como las líneas de 
armisticio, que se establezcan por un acuerdo internacional del que sea parte o que esté 
obligado a respetar por otras razones, o de conformidad con ese acuerdo. Nada de lo anterior 
se interpretará en el sentido de que prejuzga las posiciones de las partes interesadas en 
relación con la condición y efectos de dichas líneas de acuerdo con sus regímenes especiales, 
ni en el sentido de que afecta a su carácter temporal. 
Los Estados tienen el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de fuerza que prive a 
los pueblos aludidos en la formulación del principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de su derecho a la libre determinación y a la libertad y a la independencia. 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar o fomentar la organización de fuerzas 
irregulares o de bandas armadas, incluidos los mercenarios, para hacer incursiones en el 
territorio de otro Estado. 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar, instigar, ayudar o participar en actos 
de guerra civil o en actos de terrorismo en otro Estado, o de consentir actividades organizadas 
dentro de su territorio encaminadas a la comisión de dichos actos, cuando los actos a que se 
hace referencia en el presente párrafo impliquen el recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza. 
El territorio de un Estado no será objeto de ocupación militar derivada del uso de la fuerza en 
contravención de las disposiciones de la Carta. El territorio de un Estado no será objeto de 
adquisición por otro Estado derivada de la amenaza o el uso de la fuerza. No se reconocerá 
como legal ninguna adquisición territorial derivada de la amenaza o el uso de la fuerza. Nada 
de lo dispuesto anteriormente se interpretará en un sentido que afecte: 
a) a disposiciones de la carta o cualquier acuerdo internacional anterior al régimen de la Carta 
y que sea válido según el Derecho Internacional; o 
b) los poderes del Consejo de Seguridad de conformidad con la Carta. 
Todos los Estados deberán realizar de buena fe negociaciones encaminadas a la rápida 
celebración de un tratado universal de desarme general y completo bajo un control 
internacional eficaz, y esforzarse por adoptar medidas adecuadas para reducir la tirantez 
internacional y fortalecer la confianza entre los Estados. 
Todos los Estados deberán cumplir de buena fe las obligaciones que les incumben en virtud de 
los principios y normas generalmente reconocidos del Derecho Internacional con respecto al 
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mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y tratarán de aumentar la eficacia del 
sistema de seguridad de las Naciones Unidas basado en la Carta. 
Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se interpretará en el sentido de que 
amplía o disminuye en forma alguna el alcance de las disposiciones de la Carta relativas a los 
casos en que es legítimo el uso de la fuerza. 
El principio de que los Estados arreglarán sus controversias internacionales por medios 
pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad 
internacionales ni la justicia 
Todos los Estados arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal 
manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia. 
Los Estados, en consecuencia, procurarán llegar a un arreglo pronto y justo de sus 
controversias internacionales mediante la negociación, la investigación, la mediación, la 
conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a los organismos o sistemas regionales u 
otros medios pacíficos que ellos mismos elijan. Al procurar llegar a ese arreglo las partes 
convendrán en valerse de los medios pacíficos que resulten adecuados a las circunstancias y a 
la naturaleza de la controversia. 
Las partes en una controversia tienen el deber, en caso de que no se logre una solución por 
uno de los medios pacíficos mencionados, de seguir tratando de arreglar la controversia por 
otros medios pacíficos acordados por ellas. 
Los Estados partes en una controversia internacional, así como los demás Estados, se 
abstendrán de toda medida que pueda agravar la situación de modo que ponga en peligro el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y obrarán en conformidad con los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
El arreglo de las controversias internacionales se basará en la igualdad soberana de los 
Estados y se hará conforme al principio de libre elección de los medios. El recurso a un 
procedimiento de arreglo aceptado libremente por los Estados, o la aceptación de tal 
procedimiento, con respecto a las controversias existentes o futuras en que sean Partes, no se 
considerará incompatible con la igualdad soberana. 
Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes prejuzga o deroga las disposiciones 
aplicables de la Carta, en particular las relativas al arreglo pacífico de controversias 
internacionales. 
El principio relativo a la obligación de no intervenir en los asuntos que son de la 
jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta 
Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho a intervenir directa o indirectamente, y sea 
cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. Por tanto, no 
solamente la intervención armada, sino también cualesquiera otras formas de injerencia o de 
amenaza atentatoria de la personalidad del Estado, o de los elementos políticos, económicos y 
culturales que lo constituyen, son violaciones del Derecho Internacional. 
Ningún Estado puede aplicar o fomentar el uso de medidas económicas, políticas o de 
cualquier otra índole para coaccionar a otro Estado a fin de lograr que subordine el ejercicio de 
sus derechos soberanos y obtener de él ventajas de cualquier orden. Todos los Estados 
deberán también abstenerse de organizar, apoyar, fomentar, financiar, instigar o tolerar 
actividades armadas, subversivas o terroristas encaminadas a cambiar por la violencia el 
régimen de otro Estado, y de intervenir en una guerra civil de otro Estado. 
El uso de la fuerza para privar a los pueblos de su identidad nacional constituye una violación 
de sus derechos inalienables y del principio de no intervención. 
Todo Estado tiene el derecho inalienable a elegir su sistema político, económico, social y 
cultural, sin injerencia en ninguna forma por parte de ningún otro Estado. 
Nada en los párrafos precedentes deberá interpretarse en el sentido de afectar las 
disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas relativas al mantenimiento de la 
paz y la seguridad internacionales. 
La obligación de los Estados de cooperar entre sí, de conformidad con la Carta 
Los Estados tienen el deber de cooperar entre sí, independientemente de las diferencias en 
sus sistemas políticos, económicos y sociales, en las diversas esferas de las relaciones 
internacionales, a fin de mantener la paz y la seguridad internacionales y de promover la 
estabilidad y el progreso de la economía mundial, el bienestar general de las naciones y la 
cooperación internacional libre de toda discriminación basada en esas diferencias. 
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A este fin: 
a) los Estados deberán cooperar con otros Estados en el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales; 
b) los Estados deben cooperar para promover el respeto universal a los derechos humanos, y a 
las libertades fundamentales de todos y la efectividad de tales derechos y libertades, y para 
eliminar todas las formas de discriminación racial y todas las formas de intolerancia religiosa; 
c) los Estados deben conducir sus relaciones internacionales en las esferas económica, social, 
cultural, técnica y comercial, de conformidad con los principios de la igualdad soberana y la no 
intervención; 
d) los Estados Miembros de las Naciones Unidas tienen el deber de adoptar medidas, conjunta 
o separadamente, en cooperación con las Naciones Unidas, de conformidad con las 
disposiciones pertinentes de la Carta. 
Los Estados deben cooperar en las esferas económica, social y cultural, así como en la esfera 
de la ciencia y la tecnología, y promover el progreso de la cultura y la enseñanza en el mundo. 
Los Estados deben cooperar para promover el crecimiento económico en todo el mundo, 
particularmente en los países en desarrollo. 
El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos 
En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, 
consagrado en la Carta, todos los pueblos tienen el derecho de determinar libremente, sin 
injerencia externa, su condición política y de proseguir su desarrollo económico, social y 
cultural, y todo Estado tiene el deber de respetar este derecho de conformidad con las 
disposiciones de la Carta. 
Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o individual, la aplicación 
del principio de la igualdad soberana de derechos y de la libre determinación de los pueblos, de 
conformidad con las disposiciones de la Carta, y de prestar asistencia a las Naciones Unidas 
en el cumplimiento de las obligaciones que se le encomiendan por la Carta respecto de la 
aplicación de dicho principio, a fin de: 
a) fomentar las relaciones de amistad y la cooperación entre los Estados; y 
b) poner fin rápidamente al colonialismo, teniendo debidamente en cuenta la voluntad 
libremente expresada de los pueblos a la subyugación de que se trate; y teniendo presente que 
el sometimiento de los pueblos a la subyugación, dominación y explotación extranjeras 
constituye una violación del principio, así como una denegación de los derechos humanos 
fundamentales, y es contraria a la Carta de las Naciones Unidas. 
Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o individual, el respeto 
universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales y la efectividad de tales 
derechos y libertades de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 
El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asociación o integración 
con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra condición política libremente 
decidida por un pueblo constituyen formas del ejercicio del derecho de libre determinación de 
ese pueblo. 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de fuerza que prive a 
los pueblos antes aludidos en la formulación de presente principio de su derecho a la libre 
determinación y a la libertad y a la independencia. En los actos que realicen y en la resistencia 
que opongan contra esas medidas de fuerza con el fin de ejercer su derecho a la libre 
determinación, tales pueblos podrán pedir y recibir apoyo de conformidad con los propósitos y 
principios de la Carta de las Naciones Unidas. 
El territorio de una colonia u otro territorio no autónomo tiene, en virtud de la Carta de las 
Naciones Unidas, una condición jurídica distinta  y separada de la del territorio del Estado que 
lo administra, y esa condición jurídica distinta y separada conforme a la Carta existirá hasta que 
el pueblo de la colonia o territorio no autónomo haya ejercido su derecho de libre determinación 
de conformidad con la Carta y, en particular, con sus propósitos y principios. 
Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido de que 
autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o menospreciar, total o 
parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que se conduzcan 
de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos antes descritos y estén, por tanto dotados de un gobierno que represente a la totalidad 
del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por motivo de raza, credo o color. 
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Todo Estado se abstendrá de cualquier acción dirigida al quebrantamiento parcial o total de la 
unidad nacional e integridad territorial de cualquier otro Estado o país. 
 
 
El principio de la igualdad soberana de los Estados 
Todos los Estados gozan de igualdad soberana. Tienen iguales derechos e iguales deberes y 
son por igual miembros de la comunidad internacional, pese a las diferencias de orden 
económico, social, político o de otra índole. 
En particular, la igualdad soberana comprende los elementos siguientes: 
a) los Estados son iguales jurídicamente; 
b) cada Estado goza de los derechos inherentes a la plena soberanía; 
c) cada Estado tiene el deber de respetar la personalidad de los demás Estados; 
d) la integridad territorial y la independencia política del Estado son inviolables; 
e) cada Estado tiene el derecho a elegir y a llevar delante libremente sus sistema político, 
social, económico y cultural; 
f) cada Estado tiene el deber de cumplir plenamente y de buena fe sus obligaciones 
internacionales y de vivir en paz con los demás Estados. 
El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de 
conformidad con la Carta 
Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones que ha contraído en 
virtud de la Carta de las Naciones Unidas. 
Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones contraídas en virtud de los 
principios y normas de Derecho Internacional generalmente reconocidos. 
Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones contraídas en virtud de 
acuerdos internacionales válidos con arreglo a los principios y normas de Derecho 
Internacional generalmente reconocidos. 
Cuando las obligaciones derivadas de acuerdos internacionales estén en pugna con las 
obligaciones que impone a los Estados Miembros de las Naciones Unidas la Carta de la 
Organización, prevalecerán estas últimas. 
Disposiciones generales 
2. Declara que: 
Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, los principios que anteceden están 
relacionados entre sí y cada uno de ellos debe interpretarse en el contexto de los restantes. 
Nada de lo enunciado en la presente Declaración se interpretará en forma contraria a las 
disposiciones de la Carta o en perjuicio de los derechos y deberes de los Estados Miembros en 
virtud de la Carta o de los derechos de los pueblos en virtud de la Carta, teniendo en cuenta la 
formulación de esos derechos en la presente Declaración. 
3. Declara además que: 
Los principios de la Carta incorporados en la presente Declaración constituyen principios 
básicos de Derecho Internacional y, por consiguiente, insta a todos los Estados a que se guíen 
por estos principios en su comportamiento internacional y a que desarrollen sus relaciones 
mutuas sobre la base de su estricto cumplimiento. 
 
 

Fuente:http://www.dipublico.com.ar/3971/resolucion-2625-xxv-de-la-asamblea-general-de-
naciones-unidas-de-24-de-octubre-de-1970-que-contiene-la-declaracion-relativa-a-los-
principios-de-derecho-internacional-referentes-a-las-relaciones-de/ 
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RESOLUCIÓN 3314 (XXIX) de la Asamblea General de Naciones Unidas 

(1974) 
Definición de la agresión  

 
La Asamblea General, 
Habiendo examinado el informe del Comité Especial sobre la cuestión de la definición de la 
agresión, establecido en cumplimiento de su resolución 2330 (XXII) de 18 de diciembre de 
1967, que abarca la labor de su séptimo periodo de sesiones celebrado del 11 de marzo al 12 
de abril de 1974, y que incluye el proyecto de Definición de la agresión aprobado por consenso 
por el Comité Especial y recomendado a la aprobación de la Asamblea General, 
Profundamente convencida de que la aprobación de la Definición de la agresión contribuiría al 
fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, 
1. Aprueba la Definición de la agresión cuyo texto figura en el anexo de la presente resolución; 
2. Expresa su reconocimiento al Comité Especial sobre la cuestión de la definición de la 
agresión por su labor, que ha culminado en la elaboración de la Definición de la agresión; 
3. Insta a todos los Estados a que se abstengan de todo acto de agresión y de cualquier otro 
uso de la fuerza contrario a la Carta de las Naciones Unidas y a la Declaración sobre los 
principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación 
entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas; 
4. Señala a la atención del Consejo de Seguridad la Definición de la agresión que se consigna 
más abajo, y recomienda que, cuando proceda, tenga en cuenta esa Definición como 
orientación para determinar, de conformidad con la Carta, la existencia de un acto de agresión. 
2319a. sesión plenaria 14 de diciembre de 1974 
 
ANEXO Definición de la agresión 
La Asamblea General, 
Basándose en el hecho de que uno de los propósitos fundamentales de las Naciones Unidas 
es mantener la paz y la seguridad internacionales y adoptar medidas colectivas eficaces para 
prevenir y eliminar amenazas a la paz y para suprimir actos de agresión u otros 
quebrantamientos de la paz. 
Recordando que el Consejo de Seguridad, en conformidad con el Artículo 39 de la Carta de las 
Naciones Unidas, determinará la existencia de toda amenaza a la paz, quebrantamiento de la 
paz o acto de agresión y hará recomendaciones o decidirá qué medidas serán tomadas de 
conformidad con los Artículos 41 y 42 para mantener o restablecer la paz y la seguridad 
internacionales, 
Recordando también el deber de los Estados, conforme a la Carta, de arreglar sus 
controversias internacionales por medios pacíficos do tal manera que no se pongan en peligro 
la paz, la seguridad y la justicia internacionales, 
Teniendo presente que nada de lo dispuesto en la presente Definición podrá interpretarse en 
ningún sentido que afecte el alcance de las disposiciones de la Carta relativas, a las funciones 
y poderes de los órganos de las Naciones Unidas, 
Considerando también que, en vista de que la agresión constituye la forma más grave y 
peligrosa del uso ilegítimo de la fuerza y de que, con la existencia de armas de destrucción en 
masa de todo tipo, entraña la posible amenaza de un conflicto mundial con todas sus 
consecuencias catastróficas, debería definirse la agresión en la etapa actual, 
Reafirmando el deber de los Estados de abstenerse de hacer uso de la fuerza armada para 
privar a los pueblos de su derecho a la libre determinación, libertad e independencia, o para 
alterar su integridad territorial, 
Reafirmando también que el territorio de un Estado es inviolable y no podrá ser objeto, ni 
siquiera transitoriamente, de ocupación militar ni de otras medidas de fuerza tomadas por otro 
Estado en contravención de la Carta, y que no podrá ser objeto de adquisición por otro Estado 
como resultado de tales medidas o de la amenaza de recurrir a ellas, 
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Reafirmando además las disposiciones de la Declaración sobre los principios de derecho 
internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
Convencida de que la adopción de una definición de la agresión debería producir el efecto de 
disuadir a un agresor potencial, facilitaría la determinación de actos de agresión y la aplicación 
de medidas para suprimirlos, y permitiría asimismo proteger los derechos y legítimos intereses 
de la víctima y prestarle ayuda, 
Estimando que, si bien ha de considerarse la cuestión de si se ha cometido un acto de agresión 
a la luz de todas las circunstancias de cada caso concreto, conviene, no obstante, formular 
principios fundamentales que sirvan de directrices para tal determinación. 
Adopta la siguiente Definición de la agresión: 
 
Articulo 1. La agresión es el uso de la fuerza armada por un Estado contra la soberanía, la 
integridad territorial o la independencia política de otro Estado, o en cualquier otra forma 
incompatible con la Carta de las Naciones Unidas, tal como se enuncia en la presente 
Definición. 
Nota explicativa: En esta Definición el término “Estado”: a)  Se utiliza sin perjuicio de las 
cuestiones de reconocimiento o de que un Estado sea o no Miembro de las Naciones Unidas; 
b)  Incluye el concepto de un “grupo de Estados”, cuando proceda. 
Artículo 2. El primer uso de la fuerza armada por un Estado en contravención de la Carta 
constituirá prueba prima facie de un acto de agresión, aunque el Consejo de Seguridad puede 
concluir, de conformidad con la Carta, que la determinación de que se ha cometido un acto de 
agresión no estaría justificada a la luz de otras circunstancias pertinentes, incluido el hecho de 
que los actos de que se trata o sus consecuencias no son de suficiente gravedad. 
Artículo 3. Con sujeción a las disposiciones del artículo 2 y de conformidad con ellas, 
cualquiera de los actos siguientes, independientemente de que haya o no declaración de 
guerra, se caracterizará como acto de agresión: a) La invasión o el ataque por las fuerzas 
armadas de un Estado del territorio de otro Estado, ó toda ocupación militar, aun temporal, que 
resulte de dicha invasión o ataque, o toda anexión, mediante el uso de” la fuerza, del territorio 
de otro Estado o de parte de él; b) El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del 
territorio de otro Estado, o el empleo de cualesquiera armas por un Estado contra el territorio 
de otro Estado; c) El bloqueo de los puertos o de las costas de un Estado por las fuerzas 
armadas de otro Estado; d) El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas 
armadas terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante o aérea; g) La 
utilización de fuerzas armadas de un Estado, que se encuentran en el territorio de otro Estado 
con el acuerdo del Estado receptor, en violación de las condiciones establecidas en el acuerdo 
o toda prolongación de su presencia en dicho territorio después de terminado el acuerdo; f) La 
acción de un Estado que permite que su territorio, que ha puesto a disposición de otro Estado, 
sea utilizado por ese otro Estado para perpetrar un acto de agresión contra un tercer Estado; g) 
El envío por un Estado, o en su nombre, de bandas armadas, grupos irregulares o mercenarios 
que lleven a cabo sotos de fuerza armada contra otro Estado de tal gravedad que sean 
equiparables a los actos antes enumerados, o su sustancial participación en dichos actos. 
Artículo 4. La enumeración de los actos mencionados anteriormente no es exhaustiva y el 
Consejo de Seguridad podrá determinar qué otros actos constituyen agresión, con arreglo a las 
disposiciones de la Carta. 
Artículo 5. 1. Ninguna consideración, cualquiera sea su índole, política, económica, militar o de 
otro carácter, podrá servir de justificación de una agresión. 
2. La guerra de agresión es un crimen contra la paz internacional. La agresión origina 
responsabilidad internacional. 
3. Ninguna adquisición territorial o ventaja especial resultante de una agresión es lícita ni será 
reconocida como tal. 
Artículo 6. Nada de lo dispuesto en la presente Definición se interpretará en el sentido de que 
amplía o restringe en toma alguna el alcance de la Carta, incluidas sus disposiciones relativas 
a los casos en que es lícito el uso de la fuerza. 
Artículo 7. Nada de lo establecido en esta Definición, y en particular en el artículo 3, podrá 
perjudicar en forma alguna el derecho a la libre determinación, la libertad y la independencia, 
tal como surge de la Carta, de pueblos privados por la fuerza de ese derecho, a los que se 
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refiere la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones 
de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, en particular los pueblos que están bajo regímenes coloniales y racistas u otras formas 
de dominación extranjera; ni el derecho de esos pueblos a luchar con tal fin y pedir y recibir 
apoyo, de acuerdo con los principios de la Carta y en conformidad con la Declaración antes 
mencionada. 
Artículo 8. Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, las disposiciones que 
anteceden están relacionadas entre sí y cada una de ellas debe interpretarse en el contexto de 
las restantes. 

 

Fuente: http://www.dipublico.com.ar/4071/definicion-de-la-agresion-resolucion-3314-xxix-de-la-
asamblea-general-de-las-naciones-unidas/ 

 


